
P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA  

SEGUNDO DEBATE
1. Trámite en primer debate 
En Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima 

Constitucional Permanente del Senado de la Re-
pública, del día veintisiete (27) de marzo de dos 
mil doce (2012), fue considerado el informe de po-
nencia para primer debate y el texto propuesto al 
Proyecto de ley número 08 de 2011 Senado, por la 
cual se crean las cunas de vida para recién naci-
dos, y se dictan otras disposiciones.

Este Proyecto de ley número 08 de 2011, tuvo 
dos (2) ponencias: Una negativa, radicada el 

21 de septiembre de 2011, presentada por el ho-
norable Senador Guillermo Antonio Santos Marín, 
publicado en la Gaceta del Congreso número 720 
de 2011 y otra positiva presentada por los hono-
rables Senadores Claudia Jeanneth Wilches Sar-
miento, Gilma Jiménez Gómez, Antonio José Co-
rrea Jiménez, Eduardo Carlos Merlano Morales, 
Gloria Inés Ramírez Ríos y Jorge Eliécer Balleste-
ros Bernier, publicada en la Gaceta del Congreso 
número 727 de 2011, radicada el 27 de septiembre 
de 2011. 

Dado que la negativa, que solicitó archivo, fue 
radicada primero, se entiende principal, de acuer-
do al artículo 114.2 del Reglamento Interno del 
Congreso (Ley 5ª de 1992), y la positiva, se deno-
mina sustitutiva, la cual pide se debata el proyecto. 

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5°, del 
Acto Legislativo número 01 de 2009, Votación Pú-
blica y Nominal y a la Ley 1431 de 2011, por la 

el artículo 133 de la Constitución Política, se ob-
tuvo la siguiente votación: 

DIRECTORES: 
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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 08 DE 

2011 SENADO
por la cual se crean las cunas de vida para 

recién nacidos, y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., junio de 2012
Honorable Senador 
ANTONIO JOSÉ CORREA JIMÉNEZ 
Presidente Comisión Séptima 
Senado de la República 
Ciudad 
Respetado señor Presidente: 
De acuerdo a la honrosa designación que nos 

hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Sépti-
ma de Senado, nos permitimos presentar ponencia 
para segundo debate al Proyecto de ley número 08 
de 2011 Senado, por la cual se crean las cunas de 
vida Para recién nacidos, y se dictan otras dispo-
siciones. 

Ponentes, 



Página 2 Miércoles, 13 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  354

Puesta a consideración la proposición con que 
termina el informe de ponencia positiva presenta-
do por los honorables Senadores Claudia Jeanneth 
Wilches Sarmiento, Gilma Jiménez Gómez, Anto-
nio José Correa Jiménez, Eduardo Carlos Mer-
lano Morales, Gloria Inés Ramírez Ríos y Jorge 
Eliécer Ballesteros Bernier, esta fue aprobada por 
trece (13) votos a favor y ninguno en contra, nin-
guna abstención, sobre un total de catorce (14) Se-
nadores integrantes de la Comisión. 

-
mativamente fueron Carlosama López Germán 
Bernardo, Correa Jiménez Antonio José, Delgado 
Ruiz Edinson, García Romero Teresita, Jiménez 
Gómez Gilma, Merlano Morales Eduardo Car-
los, Ospina Gómez Mauricio Ernesto, Ramírez 
Ríos Gloria Inés, Rendón Roldán Liliana María, 
Santos Marín Guillermo Antonio, Tamayo Tamayo 
Fernando, Toro Torres Dilian Francisca y Wilches 
Sarmiento Claudia Jeanneth, habiéndose aproba-
do la proposición sustitutiva, de conformidad con 
el artículo 114 del Reglamento Interno del Congre-
so, automáticamente quedó negada la proposición 
principal que solicitaba el archivo. 

– Puesta a consideración la proposición de 
votación en bloque (de los artículos que no tu-

propuesta por el honorable Senador Antonio José 
Correa Jiménez), la votación del articulado (con 

-
seo de la Comisión de que este proyecto tuviera 
segundo debate, se obtuvo su aprobación con trece 
(13) votos a favor y ninguno en contra, ninguna 
abstención, sobre un total de catorce (14) Senado-
res integrantes de la Comisión. 

-
mativamente fueron: Carlosama López Germán 
Bernardo, Correa Jiménez Antonio José, Delgado 
Ruiz Edinson, García Romero Teresita, Jiménez 
Gómez Gilma, Merlano Morales Eduardo Car-
los, Ospina Gómez Mauricio Ernesto, Ramírez 
Ríos Gloria Inés, Rendón Roldán Liliana María, 
Santos Marín Guillermo Antonio, Tamayo Tamayo 
Fernando, Toro Torres Dilian Francisca y Wilches 
Sarmiento Claudia Jeanneth.

La votación del articulado, arriba descrito, se 
dio de la siguiente manera: 

– Los artículos 3°, 4° y 5° fueron aprobados en 

– La honorable Senadora Gilma Jiménez Gómez 
presentó proposición al artículo 3°, pero dado que 
dicho artículo fue votado y aprobado en bloque, tal 
como estaba en el articulado para votación en pri-
mer debate, tácitamente quedó excluida o negada 
la proposición presentada por la Senadora Gilma 
Jiménez, frente a este artículo 3°. La proposición 
reposa en el expediente. 

– Los artículos que tuvieron proposiciones de 
° y el 5°, así: 

Artículo 2°. Con respecto a este artículo, se 
presentaron las siguientes proposiciones: 

1. El honorable Senador José Antonio Correa 
Jiménez, presentó proposición al artículo 1°, pero 
cotejada con el texto propuesto por los ponentes, 
la Secretaría deja constancia que efectivamente 
la proposición correspondió al artículo 2°, en el 

artículo. Es decir, existió un lapsus calami, en la 
redacción de la proposición así presentada, ya que 
su contenido corresponde al artículo 2° y no al ar-
tículo 1°, porque cotejado el texto del articulado 
sometido a votación con el contenido del texto de 
la proposición del honorable Senador José Anto-
nio Correa, prima facie se observa que la proposi-
ción correspondía era al artículo 2°. 

2. La honorable Senadora Gloria Inés Ramírez 
Ríos, presentó proposición en el sentido de supri-
mir el parágrafo 4°, del artículo 2°. 

3. La honorable Senadora Gilma Jiménez Gó-
mez
parágrafos 1°, 2°, 3° y 4°, del artículo 2°. 

4. Los honorables Senadores: Claudia Jeanneth 
Wilches Sarmiento y Eduardo Carlos Merlano 
Morales
a los parágrafos 3° y 4°. 

De acuerdo a dichas proposiciones, este ar 
tículo 2° se aprobó con trece (13) votos a favor 
y ninguno en contra, ninguna abstención, sobre 
un total de catorce (14) Senadores integrantes de, 
la Comisión. Los honorables Senadores que vo-

Carlosama López 
Germán Bernardo, Correa Jiménez Antonio José, 
Delgado Ruiz Edinson, García Romero Teresita, 
Jiménez Gómez Gilma, Merlano Morales Eduardo 
Carlos, Ospina Gómez Mauricio Ernesto, Ramírez 
Ríos Gloria Inés, Rendón Roldán Liliana María, 
Santos Marín Guillermo Antonio, Tamayo Tamayo 
Fernando, Toro Torres Dilian Francisca y Wilches 
Sarmiento Claudia Jeanneth.

De acuerdo a estas proposiciones presentadas 
frente al artículo 2°, este quedó aprobado de la si-
guiente manera: 

“Artículo 2°. De las “Cunas de Vida” para re-
cién nacidos. Las “Cunas de Vida” para recién na-
cidos son espacios dotados de incubadoras, peque-
ñas cunas o canastillas debidamente adecuadas, 
donde se brindará atención integral a un niño 
o una niña recién nacido y hasta los seis (6) me-
ses de edad, por sus padres, representantes legales, 
personas, instituciones o autoridades que tengan 

de garantizar su vida, su integridad personal y su 
protección contra los efectos del abandono físico, 
emocional y psicoafectivo. 

Parágrafo 1°. Todos los hospitales, centros de 
salud y entidades prestadoras de servicios de salud 
públicas y privadas, deberán adecuar un sitio es-
pecial, de fácil acceso que se denominará “Cunas 
de Vida”, para garantizar la atención integral del 
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recién nacido y hasta los seis (6) meses de edad, en 
un plazo no mayor de seis (6) meses a partir de la 
promulgación de la presente Ley, las que deberán 
ser atendidas por personal idóneo. 

Parágrafo 2°. Las iglesias y otras entidades 
benefactoras podrán adaptar “Cunas de Vida”, 
previa autorización y registro de funcionamiento 
por parte del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, ICBF. 

Parágrafo 3°. Los niños o niñas que sean en-
tregados en las “Cunas de Vida”, deben ser entre-

previo trata-
miento médico cuando se requiera, al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, para 
efectos de su protección legal integral.

– Artículo 5°. Con respecto a este artículo, 
la honorable Senadora Gloria Inés Ramírez Ríos 

6°, pero cotejado con el texto propuesto por los 
ponentes, que aparece publicado en la Gaceta del 
Congreso número  727 de 2011, la Secretaría deja 
constancia que una vez realizado el cotejo dicha 
proposición corresponde al artículo 5° y no al 6° 
del articulado sometido a votación. El artículo 5° 
del articulado sometido a votación corresponde a 

-

artículo 5°. Este artículo se aprobó con trece (13) 
votos a favor y ninguno en contra, ninguna absten-
ción, sobre un total de catorce (14) Senadores inte-
grantes de la Comisión. Los honorables Senadores 

Carlosama 
López Germán Bernardo, Correa Jiménez Anto-
nio José, Delgado Ruiz Edinson, García Romero 
Teresita, Jiménez Gómez Gilma, Merlano Morales 
Eduardo Carlos, Ospina Gómez Mauricio Ernesto, 
Ramírez Ríos Gloria Inés, Rendón Roldán Liliana 
María, Santos Marín Guillermo Antonio, Tamayo 
Tamayo Fernando, Toro Torres Dilian Francisca y 
Wilches Sarmiento Claudia Jeanneth.

El artículo 5°, quedó aprobado de la siguiente 
manera: 

“Artículo 5°. Informes anuales sobre resulta-
dos de impacto. Los Ministerios de Salud y Pro-
tección Social, de Educación Nacional y de Tec-
nologías de la Información y las Comunicaciones, 
rendirán informe anual al Congreso de la Repú-
blica sobre los resultados de impacto en la imple-

de que estos sean tenidos en cuenta en el diseño 
de las políticas públicas de atención a la primera 
infancia”. 

Dadas las aclaraciones anteriores, esta Secreta-
-

cación, se entienden aprobados los artículos 1° y 
6° tal como fueron presentados en la ponencia para 
primer debate. Las proposiciones anteriormente 
enunciadas reposan en el expediente. 

– Seguidamente fueron designados ponentes 
para segundo debate, en estrado, los honorables 

Senadores Claudia Jeanneth Wilches Sarmiento, 
Gilma Jiménez Gómez, Antonio José Correa Ji-
ménez, Eduardo Carlos Merlano Morales, Gloria 
Inés Ramírez Ríos, Guillermo Antonio Santos Ma-
rín y Jorge Eliécer Ballesteros Bernier. Término 
reglamentario de quince (15) días calendario. 

– El título del proyecto, fue aprobado de la si-
guiente manera por la cual se crean las cunas de 
vida para recién nacidos, y se dictan otras dispo-
siciones, tal como fue presentado en el texto pro-
puesto en la ponencia positiva para primer debate, 
publicada en la Gaceta del Congreso número 727 
de 2011.

– La relación completa del primer debate se 
halla consignada en el Acta número 13 de marzo 
veintisiete (27) de dos mil doce (2012), Legislatu-
ra 2011-2012. 

– Conforme a lo dispuesto en el artículo 8°, del 
Acto Legislativo número 001 de 2003, (último 
inciso del artículo 160 Constitución Política), el 
anuncio del Proyecto de ley número 08 de 2011 
Senado, se hizo en las siguientes sesiones: Martes 
veintisiete (27) de septiembre de 2011, según Acta 
numero 09 Gaceta del Congreso número 791 de 
2011. Martes cuatro (4) de octubre de 2011, según 
Acta número 10, Gaceta del Congreso número 
791 de 2011. Martes veintidós (22) de noviembre 
de 2011, según Acta número 11, Gaceta del Con-
greso número 42 de 2012. Miércoles veintiuno 
(21) de marzo de 2012 según Acta número 12. 

Iniciativa: honorable Senadora Claudia Jean-
neth Wilches Sarmiento. 

Ponentes en Comisión Séptima de Senado: 
honorables Senadores Claudia Jeanneth Wilches 
Sarmiento, Gilma Jiménez Gómez, Antonio José 
Correa Jiménez, Eduardo Carlos Merlano Mora-
les, Gloria Inés Ramírez Ríos, Guillermo Antonio 
Santos Marín y Jorge Eliécer Ballesteros Bernier. 

Publicación Proyecto: Gaceta del Congreso 
número 521 de 2011. 

Publicación Ponencia para Primer Debate Co-
misión Séptima Senado: Gaceta del Congreso nú-
mero 720 de 2011 (Ponencia negativa honorable 
Senador Guillermo Antonio Santos Marín), Gace-
ta del Congreso número 727 de 2011. 

(Ponencia positiva de la honorable Senadora 
Claudia Jeanneth Wilches Sarmiento y otros). 

Número de Artículos Proyecto Original: Siete 
(7) artículos. 

Número de Artículos Texto Propuesto: Seis (6) 
artículos. 

Número de Artículos Aprobados: Seis (6) artí-
culos. 

Tiene concepto del Ministerio de la Protección 
Social, publicado en la Gaceta del Congreso nú-
mero 867 de 2011. 
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Tiene comentarios de Federación Colombiana 
de Municipios, publicado en la Gaceta del Con-
greso número 041 de 2012. 

2. PLIEGO DE MODIFICACIONES 
Dado el alcance del presente proyecto de ley 

y debido a que en la votación del articulado en la 

-
do y el propuesto para segundo debate:

°. DIFUSIÓN NACIONAL DE 
LA LEY, se le corrigió el nombre del Ministerio 
de Salud y Protección Social, dando aplicación a 
la Ley 1444 de 2011. 

-
GLAMENTACIÓN, teniendo en cuenta la perti-

reglamentación, por parte del Gobierno Nacional. 
3. Proposición 
De acuerdo con las consideraciones anteriores, 

nos permitimos proponer a la Plenaria del Sena-
do de la República, debatir y aprobar en segundo 
debate el  Proyecto de ley número 08 de 2011 Se-
nado, por la cual se crean las cunas de vida para 
recién nacidos, y se dictan otras disposiciones, 
con base en el texto propuesto que se adjunta y 
que forma parte integral del presente informe de 
ponencia. 
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COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los trece (13) días del mes de 

junio año dos mil doce (2012).
En la presente fecha se autoriza la publicación 

en la Gaceta del Congreso, el informe de ponencia 
para segundo debate y texto propuesto para segun-
do debate, en trece (13) folios, al Proyecto de ley 
número 08 de 2011 Senado, por la cual se crean 
las cunas de vida para recién nacidos, y se dictan 
otras disposiciones. Autoría del proyecto de ley de 
la honorable 

Senadora: Claudia Jeanneth Wilches Sarmiento. 
El Secretario, 

Jesús María España Vergara.
TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 08 DE 2011 SENADO

por la cual se crean las cunas de vida para 
recién nacidos, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 
tiene por objeto asegurar el goce efectivo de los 
derechos inalienable de los niños y las niñas recién 
nacidos para evitar su abandono a través de la ins-
titucionalización de Las “Cunas de Vida”. 

Artículo 2°. De las “Cunas de Vida” para re-
cién nacidos. Las “Cunas de Vida” para recién na-
cidos son espacios dotados de incubadoras, peque-
ñas cunas o canastillas debidamente adecuadas, 
donde se brindará atención integral a un niño o a 
una niña recién nacido y hasta los seis (6) meses 
de edad, por sus padres, representantes legales, 
personas, instituciones o autoridades que tengan 

de garantizar su vida, su integridad personal y su 
protección contra los efectos del abandono físico, 
emocional y psicoafectivo. 

Parágrafo 1°. Todos los hospitales, centros de 
salud y entidades prestadoras de servicios de salud 
públicas y privadas, deberán adecuar un sitio es-
pecial, de fácil acceso que se denominará “Cunas 
de Vida”, para garantizar la atención integral del 
recién nacido y hasta los seis (6) meses de edad, 
en un plazo no mayor de seis (6) meses a partir de 
la promulgación de la presente ley, las que deberán 
ser atendidas por personal idóneo. 

Parágrafo 2°. Las iglesias y otras entidades be-
nefactoras podrán adaptar “Cunas de Vida”, pre-
via autorización y registro de funcionamiento por 
parte del Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar, ICBF. 

Parágrafo 3°. Los niños o niñas que sean entre-
gados en las “Cunas de Vida”, deben ser entrega-

-
to médico cuando se requiera, al Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar, ICBF, para efectos de 
su protección legal integral. 

Artículo 3°. De las competencias del ICBF. El 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la pro-
mulgación de la presente ley, expedirá los proto-
colos para la adecuación y atención de las niñas y 
los niños depositados en las “Cunas de Vida” y el 
procedimiento a seguir para garantizar las medidas 
de restablecimiento de sus derechos a un nombre, 
a una familia y a su protección integral dentro del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 

Parágrafo. El Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, ICBF llevará un registro pormenorizado 
de las niñas y los niños que sean depositados en las 
“Cunas de Vida” 
monitoreo de las políticas públicas de protección 
y restablecimiento de sus derechos inalienables y 
prevenir el fenómeno social del abandono de los 
hijos no deseados. 

Artículo 4°. Difusión nacional de la ley. El Mi-
nisterio de Salud y Protección Social, en coordi-
nación con los Ministerios de Educación Nacio-
nal, Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, promoverán campañas de 
difusión de la presente ley en las franjas de alto 
rating de los canales institucionales, en los me-
dios de comunicación y en instituciones públicas 
y privadas como: escuelas, colegios, universida-
des, estaciones de servicio de transporte y demás 

estimular una pedagogía social sobre los efectos 
del abandono físico, emocional y psicoafectivo de 
menores de edad. 

Artículo 5°. Informes anuales sobre resultados 
de impacto. Los Ministerios de Salud y Protección 
Social, de Educación Nacional y de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, rendirán 
informe anual al Congreso de la República sobre 
los resultados de impacto en la implementación de 

sean tenidos en cuenta en el diseño de las políticas 
públicas de atención a la primera infancia. 

Artículo 6°. Reglamentación. El Gobierno Na-
cional reglamentará lo pertinente para la aplica-
ción de la presente ley, en un término no mayor a 
seis (6) meses, contados a partir de la promulga-
ción de la misma. 

Artículo 7°. De la vigencia. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.
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COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚ-
BLICA

Bogotá, D. C., a los trece (13) días del mes de 
junio año dos mil doce (2012).

En la presente fecha se autoriza la publicación 
en la Gaceta del Congreso, el informe de ponencia 
para segundo debate y texto propuesto para segun-
do debate, en trece (13) folios, al Proyecto de ley 
número 08 de 2011 Senado, por la cual se crean 
las cunas de vida para recién nacidos, y se dictan 
otras disposiciones. Autoría del proyecto de ley de 
la honorable 

Senadora: Claudia Jeanneth Wilches Sarmien-
to. 

El Secretario, 
Jesús María España Vergara.

INFORME DE CONCILIACIÓN AL  
PROYECTO DE LEY NÚMERO 223 DE 2012  

CÁMARA, 236 DE 2012 SENADO
por la cual se dictan normas tendientes a facilitar 
y promover el desarrollo urbano y el acceso a la 

vivienda y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C. 13 de junio de 2012
Honorables Congresistas
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente
Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente
Cámara de Representantes
Referencia:  Informe de Conciliación al Proyecto 

de ley número 223 de 2012 Cámara, 236 de 2012 
Senado, por la cual se dictan normas tendientes a 
facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso 
a la vivienda y se dictan otras disposiciones.

Honorables Presidentes: 
De acuerdo con los artículos 161 de la Consti-

tución Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los sus-
critos Senadores y Representantes integrantes de la 
Comisión Accidental de Conciliación, nos permi-
timos someter a consideración de las Plenarias del 
Senado de la República y de la Cámara de Repre-
sentantes, el texto conciliado del proyecto de ley de 
la referencia, dirimiendo de esta manera las diferen-
cias existentes entre los textos aprobados en las res-
pectivas Sesiones Plenarias realizadas los días 5 de 
junio de 2012 en el Senado de la República y el 12 
de junio de 2012 en la Cámara de Representantes. 

Luego de realizar el correspondiente análisis de 
los textos aprobados, hemos acordado acoger el 
texto que se presenta a continuación. 

Respecto a los artículos que presentan diferen-
cias, se acogieron del Senado los artículos 2°, 14, 
28, 33 y 37; de la Cámara de Representantes, los ar- 
tículos 11, 13, 42, 45, 48, 53, 55 y 56. De igual mane-
ra, se elimina el artículo 51 de acuerdo con la propo-
sición aprobada en Cámara de Representantes. 

De otra parte, para el artículo 5° se acogió el 
texto aprobado en Senado y se adicionó el inciso 

texto aprobado en la Cámara de Representantes. 
Para el artículo 10, se acogió el texto aprobado 

en Senado, salvo el parágrafo 2º, que corresponde 
al texto aprobado en la Cámara de Representantes. 

En cuanto el artículo 60, se acogió el texto 
aprobado en la Cámara de Representantes, con el 
parágrafo de la proposición del Representante Dí-
dier Burgos. 

En virtud de lo anterior, y para los efectos per-
tinentes, anexamos el texto completo para su pu-
blicación, discusión y aprobación en las plenarias 
correspondientes de Senado de la República y Cá-
mara de Representantes. 

Atentamente, 
Honorables Senadores Dilian Francisca Toro 

Torres, Fernando Tamayo Tamayo, Antonio José 
Correa, Conciliadores Senado; honorables Re-
presentantes Dídier Burgos, Rafael Romero, Juan 
Manuel Valdés Barcha, Conciliadores Cámara.
TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 223 DE 2012 CÁMARA, 236 

DE 2012 SENADO 
por la cual se dictan normas tendientes a facilitar 
y promover el desarrollo urbano y el acceso a la 

vivienda y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto de la ley. La presente 

ley tiene como objeto señalar las competencias, 
responsabilidades y funciones de las entidades del 

sector privado en el desarrollo de los proyectos de 
vivienda de interés social y proyectos de vivienda 
de interés prioritario destinados a las familias de 
menores recursos, la promoción del desarrollo 
territorial, así como incentivar el sistema 

La presente ley tiene los siguientes objetivos:
a) Establecer y regular los instrumentos y 

apoyos para que las familias de menores recursos 
puedan disfrutar de vivienda digna;

de las entidades del orden nacional y territorial;
c) Establecer herramientas para la coordinación 

de recursos y funciones de la Nación y las entidades 
territoriales;

del sector privado en el desarrollo de los proyectos 
de vivienda de interés social y vivienda de interés 
prioritario;

e) Establecer mecanismos que faciliten la 

f) Establecer instrumentos para la planeación, 

territorial, la renovación urbana y la provisión de 
servicios de agua potable y saneamiento básico;
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g) Incorporar exenciones para los negocios 
jurídicos que involucren la vivienda de interés 
prioritario.

Artículo 2º. Lineamientos para el desarrollo 
de la política de vivienda. Para el cumplimiento 
del objeto de la presente ley, las entidades públicas 
del orden nacional y territorial deberán:

a) Promover mecanismos para estimular la 
construcción de vivienda de interés social y 
vivienda de interés prioritario;

b) Promover ante las autoridades 
correspondientes, la expedición de los permisos, 
licencias y autorizaciones respectivas, agilizando 
los trámites y procedimientos;

c) Establecer el otorgamiento de estímulos para 
la ejecución de proyectos de vivienda de interés 
social y vivienda de interés prioritario; 

d) Aportar bienes y/o recursos a los patrimonios 
autónomos constituidos para el desarrollo de los 
proyectos de vivienda de interés social y vivienda 
de interés prioritario;

e) Adelantar las acciones necesarias para 

proyectos de vivienda de interés social y vivienda 
de interés prioritario;

f) Estimular la construcción de Proyectos de 
Vivienda de Interés Social y de Vivienda de Interés 
Prioritario en las zonas de fronteras, mediante 
acuerdos de cooperación internacional;

g) Promover la construcción de vivienda que 
propenda por la dignidad humana, que busque 
salvaguardar los derechos fundamentales de los 
miembros del grupo familiar y en particular de 
los más vulnerables y que procure preservar los 
derechos de los niños, estimulando el diseño y 
ejecución de proyectos que preserven su intimidad, 
su privacidad y el libre y sano desarrollo de su 
personalidad;

h) Promover la construcción de vivienda de 
interés social y vivienda de interés prioritario en 
el desarrollo de proyectos de renovación urbana;

i) Promover mecanismos de generación de 

desarrollo de proyectos de vivienda de interés 
social y vivienda de interés prioritario.

Artículo 3º. Coordinación entre las entidades 
nacionales y territoriales. La coordinación entre 
la Nación y las Entidades Territoriales se referirá, 
entre otros, a los siguientes aspectos:

a) La articulación y congruencia de las políticas 
y de los programas nacionales de vivienda con los 
de los Departamentos y Municipios;

b) La disposición y transferencia de recursos 
para la ejecución de programas de vivienda de in-
terés social o interés prioritaria;

c) La transferencia de suelo para el desarrollo 
de programas de vivienda de interés prioritario;

d) El otorgamiento de estímulos y apoyos para 
la adquisición, construcción y mejoramiento de la 
vivienda;

e) La asistencia técnica y capacitación a las en-
tidades territoriales, para la programación, instru-
mentación, ejecución y evaluación de programas 
de vivienda;

f) El establecimiento de mecanismos de infor-
mación y elaboración de estudios sobre las necesi-
dades, inventario, modalidades y características de 
la vivienda y de la población; y

g) Priorizar la construcción, dotación y opera-
ción de los servicios complementarios a la vivien-
da: educación, salud, seguridad, bienestar social, 
tecnologías de la información y las comunicacio-
nes y la instalación de servicios públicos domici-
liarios, entre otros, de acuerdo con los lineamien-

proyectos de vivienda de interés social y vivienda 
de interés prioritario y macroproyectos de interés 
social nacional;

h) Para los efectos del debido ejercicio de las 
competencias y responsabilidades de cada uno de 
los niveles de administración territorial relaciona-
dos con los programas de vivienda previstos en la 
presente ley, se acudirá a los instrumentos contrac-
tuales vigentes, incluido el convenio plan al que 
hace referencia el artículo 8º de la Ley 1450 de 
2011;

i) Les corresponde a las entidades del orden 
nacional responsables de la política de vivienda 

-
nancieros, que viabilicen el desarrollo de vivienda 
de interés prioritaria y de interés social;

j) Les corresponde a los entes territoriales mu-
nicipales y distritales tomar las decisiones que pro-
muevan la gestión, habilitación e incorporación de 
suelo urbano en sus territorios que permitan el de-
sarrollo de planes de vivienda prioritaria y social, 
y garantizará el acceso de estos desarrollos a los 
servicios públicos, en armonía con las disposicio-
nes de la Ley 388 de 1997 y la Ley 142 de 1994 en 
lo correspondiente.

Artículo 4°. Corresponsabilidad departamen-
tal. Los departamentos en atención a la correspon-
sabilidad que demanda el adelanto de proyectos y 
programas de vivienda prioritaria, en especial en 

promover el desarrollo local, de coordinar y com-
plementar la acción municipal y servir de interme-
diarios entre la Nación y los municipios, deberán 
en el ámbito exclusivo de sus competencias y se-
gún su respectiva jurisdicción:

1. Adelantar las funciones de intermediación 
del departamento en las relaciones entre la Nación 
y los municipios.

2. Ejercer la dirección y coordinación, por parte 
del Gobernador, de los servicios y programas de 
vivienda de interés prioritario en el territorio.

3. Promover la integración, coordinación y con-
certación de los planes y programas de desarrollo 
nacional y territorial en los programas y proyectos 
de vivienda prioritaria.

4. Promover la integración de los distritos y 
municipios, o entre estos últimos, para la organi-
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zación y gestión de programas de vivienda priori-
taria.

5. Efectuar el acompañamiento técnico de los 
municipios para la formulación de los planes, pro-
gramas y proyectos de vivienda prioritaria.

CAPÍTULO II
Acceso efectivo a la vivienda de interés  

prioritario
Artículo 5°. Distribución de recursos para 

proyectos de vivienda de interés prioritario. El 

mediante resolución, los criterios de distribución 
de los recursos del Presupuesto General de la 
Nación asignados al Fondo Nacional de Vivienda 
(Fonvivienda) o la entidad que haga sus veces, 
para que este los aplique.

La distribución de los recursos incluirá un 
porcentaje mínimo del 20% para los municipios 
de categorías 4, 5 y 6. No obstante, si una vez 
conformado el inventario de predios presentados 
para la realización de proyectos de vivienda de 
interés prioritario en estas entidades territoriales, 

Nacional de Vivienda, no es posible comprometer 
los recursos destinados, parcial o totalmente, los 
mismos podrán utilizarse en los demás municipios 
del país, de acuerdo con la distribución que realice 
el mismo Fondo.

Artículo 6°. Financiación y desarrollo para 
los proyectos de vivienda de interés prioritario. 
Los recursos mencionados en el artículo anterior 
podrán ser transferidos directamente a los patrimo-
nios autónomos que constituyan Fonvivienda, Fin-
deter, las entidades públicas de carácter territorial 
o la entidad que determine el Gobierno Nacional.

Para la constitución de patrimonios autónomos 
el Director o Representante Legal de la entidad 

-
ducia mercantil en los que las entidades del sector 
central y descentralizado por servicios del nivel 
nacional y territorial, o cualquier persona natural 
o jurídica, podrán ser aportantes de bienes o recur-

-
ciario, como la celebración de los contratos para 
la constitución de los patrimonios autónomos y la 
ejecución y liquidación de los proyectos por parte 
de los referidos patrimonios, se regirá exclusiva-
mente por las normas del derecho privado. 

Las transferencias de recursos de Fonvivienda, 
o de la entidad que haga sus veces, a los patrimo-
nios autónomos se tendrán como mecanismo de 
ejecución del Presupuesto General de la Nación.

Los patrimonios autónomos cuya constitución 
se autoriza en la presente ley podrán a su vez con-

de los recursos aplicables a los proyectos de cons-
trucción de vivienda de interés social prioritario, 

Los patrimonios autónomos que se constituyan, 
de acuerdo con el presente artículo, podrán ade-
lantar procesos de convocatoria y selección de los 
constructores interesados en desarrollar los pro-

yectos de vivienda y/o para la adquisición de pro-
yectos de vivienda de interés prioritario. Tales pro-
cesos se rigen por el derecho privado. Las condi-
ciones y criterios para la convocatoria, evaluación 
y selección de las propuestas para el desarrollo de 
los proyectos, así como las actividades de segui-

por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 
Con cargo a los recursos administrados por los 

patrimonios autónomos, estos asumirán los costos 
en que se incurra para el manejo y control de los 
recursos, los gastos de operación, y cualquier otro 
contrato que se requiera para la estructuración, de-
sarrollo e implementación de esquemas previstos 
en esta ley. Igualmente, con los recursos adminis-
trados, los patrimonios autónomos podrán asumir 
el pago de los impuestos que recaigan sobre los 
inmuebles, hasta el momento de su entrega a los 

los impuestos que se generen por la transferencia 
de los inmuebles a los patrimonios autónomos y 

de vivienda.
En la convocatoria para el desarrollo de proyec-

tos de vivienda de interés prioritario, se deberán 
exigir, como mínimo, los siguientes requisitos: 

-
nima de cinco (5) años en ejecución de proyectos 
de vivienda. 

2. Que, en los últimos cinco años la persona ju-
rídica y su representante legal, no hubieren sido 
sancionados, por incumplimientos contractuales 
relacionados con la construcción.

Parágrafo 1°
al Fondo Nacional de Vivienda - Fonvivienda, el 
Decreto-ley 555 de 2003 y la Ley 1469 de 2011, en 
lo que no contraríen la presente ley, tendrán plena 
vigencia. 

Parágrafo 2°. Las obligaciones que establezcan 
las normas vigentes sobre las garantías relativas a 
la obra, se entenderán como obligaciones a cargo 
de los constructores y no de los patrimonios au-
tónomos que se constituyan para el desarrollo de 
proyectos de vivienda de interés prioritario, por 
parte de las entidades a las que hace referencia 
este artículo; aspecto que quedará claramente es-
tablecido en los contratos que se realicen con el 
constructor.

Parágrafo 3°. La política de vivienda de que 
trata la presente ley es secuencial y continua. Se 
desarrollará por programas sucesivos en el tiempo. 
Cada programa consistirá en el suministro de una 
cantidad de subsidios en especie. Los siguientes 
programas se formularán de acuerdo con la dis-
ponibilidad presupuestal y las apropiaciones del 
sector de vivienda. Las vigencias futuras que se 
constituyan para respaldar los programas tendrán 
en cuenta dicha disponibilidad y su coherencia con 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo y en el Marco 
de Gasto de Mediano Plazo.

Parágrafo 4°. Las condiciones y criterios para 
la convocatoria, evaluación y selección de las 
propuestas para el desarrollo de los proyectos, 
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y Territorio, dentro del marco de la presente ley, 
deberán observar los principios de transparencia, 
economía, igualdad, publicidad y en especial el de 

ley, además se aplicará el régimen de inhabilidades 
e incompatibilidades previsto legalmente. 

Artículo 7°. Adquisición de proyectos de vi-
vienda nueva. Los promotores y/o constructores, 
y las Cajas de Compensación Familiar podrán 
ofertar a los patrimonios autónomos de que trata 
esta ley proyectos de vivienda de interés priorita-
ria nueva, ya sea que se encuentren construidas, 
en construcción, o cuenten con las respectivas li-
cencias urbanísticas, y siempre y cuando cumplan 
con los requisitos de precio y calidad que se deter-
minen en las convocatorias que se realicen para su 
adquisición.

Igualmente, los patrimonios autónomos podrán 
adquirir directamente proyectos de vivienda pro-
movidos, gestionados o construidos por las enti-
dades territoriales o sus entidades centralizadas o 
descentralizadas, cuando estas aporten un porcen-
taje de su valor, el cual podrá ser aportado a título 
de subsidio. 

Artículo 8º. Administración de los recursos 
del subsidio.
asignados por el Gobierno Nacional y aquellos que 
asignen los entes territoriales, antes de la entrada 
en vigencia de la presente ley, siempre que cum-
plan con los requisitos de priorización y focaliza-
ción que establezca el Gobierno Nacional, podrán 
autorizar su desembolso a cualquier patrimonio 
autónomo que se constituya por parte de Fonvi-
vienda, Findeter, la entidad territorial respectiva 
o la entidad que determine el Gobierno Nacional, 

proveer soluciones de vivienda de interés priorita-
ria, sin que tal desembolso les otorgue la calidad 

-
-

ción previa de la entidad otorgante.
Los recursos correspondientes a subsidios fa-

miliares de vivienda que sean objeto de renuncia 

correspondan a aquellos recuperados mediante ac-
tuaciones administrativas, podrán ser transferidos 
directamente, total o parcialmente, por parte de la 
entidad que los tenga a su cargo, a los patrimonios 
autónomos a los que hace referencia el presente 
artículo. Lo anterior, independientemente de la vi-
gencia presupuestal en la que hayan sido asigna-
dos los subsidios. 

Todos los recursos transferidos a los patrimo-
nios autónomos, constituidos para el desarrollo de 

-
cieros que estos generen, se destinarán al desarro-
llo de los referidos proyectos.

Cualquier persona natural o jurídica, pública o 
privada u organismos internacionales de coopera-
ción, podrán entregar bienes o transferir directa-
mente recursos, a los patrimonios autónomos que 
se constituyan en desarrollo de la presente ley, a 

título gratuito sin que se requiera para ello el requi-
sito de insinuación.

Los recursos para atención en vivienda, previs-
tos en desarrollo de la Ley 1448 de 2011, podrán 
formar parte de los patrimonios autónomos que se 
constituyan de acuerdo con este artículo, siempre 
y cuando estén destinados a otorgar subsidios de 
vivienda en especie a población desplazada adi-
cionales a los que otorgaría según la regla de dis-
tribución que el Gobierno Nacional reglamentará 
de acuerdo con lo establecido en esta ley.

Parágrafo 1°. En el caso en que la entidad otor-
gante del subsidio tome la decisión de no prorro-
gar la vigencia de los mismos, previo a su ven-

en el Código Contencioso Administrativo y en el 
reglamento que para el efecto expida el Fondo Na-
cional de Vivienda.

Parágrafo 2°. Las Organizaciones Populares de 
Vivienda, OPV, pueden aportar los terrenos de su 
propiedad para el programa de acceso efectivo a la 
vivienda de interés prioritario, siempre y cuando 

-
zación y focalización que determine el Gobierno 
Nacional.

Artículo 9º. Constitución de patrimonio de 
familia. 

capítulo deberán constituir sobre los inmuebles 
que reciban del subsidio familiar de vivienda en 
especie, patrimonio familiar inembargable por el 
valor del respectivo inmueble, en los términos de 
los artículos 60 de la Ley 9ª de 1989 y 38 de la Ley 
3ª de 1991.

Los notarios y/o registradores de instrumentos 
públicos que permitan la enajenación de una 
vivienda de interés prioritario desconociendo el 
patrimonio de familia inembargable señalado en 
el presente artículo, incurrirán en causal de mala 
conducta.

Artículo 10. Transferencia, entrega y legali-
zación de las viviendas. Corresponde al Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, en lo que se re-

-

y/o entrega y/o legalización del subsidio en espe-

los proyectos de vivienda de interés prioritario.
Artículo 11. Priorización de recursos para 

infraestructura social y de servicios públicos do-
miciliarios en proyectos de vivienda. Los Minis-
terios de Educación Nacional, Salud y Protección 
Social, el de Vivienda, Ciudad y Territorio en los 
asuntos de Agua Potable y Saneamiento Básico, 
el de Minas y Energía, el Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, el de las Tecnologías de la Información 

-
bierno Nacional, o sus equivalentes a nivel depar-
tamental, municipal o distrital, priorizarán dentro 
de los respectivos presupuestos de inversión, de 

-
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tivos Ministerios, los recursos para la construcción 
y dotación de equipamientos públicos colectivos e 
infraestructura de servicios públicos domiciliarios 
para los proyectos de vivienda de interés social 

-
raciones urbanas integrales adoptadas por el Go-
bierno Nacional, de acuerdo a las directrices que 
para el efecto establezca el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio. 

Los recursos a los que hace referencia este artí-
culo podrán ser transferidos a los patrimonios au-
tónomos que Fonvivienda, Findeter, o la entidad 
que establezca el Gobierno Nacional, constituyan 
para el efecto.

Parágrafo 1°. La anterior previsión se cumplirá 
sin perjuicio de las obligaciones que se hayan esta-
blecido a cargo del urbanizador en los respectivos 
planes de ordenamiento territorial o los instrumen-
tos que lo desarrollen y complementen.

Parágrafo 2°. Las Corporaciones Autónomas 
Regionales con cargo a los recursos provenientes 
del cobro de las tasas retributivas deberán priorizar 

-
nejo de vertimientos en los proyectos de que trata 
la presente ley. Esta infraestructura deberá ser en-
tregada como aporte bajo condición al prestador 
del servicio público de alcantarillado.

Artículo 12. Subsidio en especie para 
población vulnerable. Las viviendas resultantes 

destinados a otorgar subsidios familiares de 
vivienda por parte del Gobierno Nacional, así 
como los predios destinados y/o aportados a este 

bancos de Suelo o Inmobiliarios, se podrán asignar 

que cumplan con los requisitos de priorización y 
focalización que establezca el Gobierno Nacional 
a través del Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social.

Sin perjuicio de lo anterior, la asignación 
de las viviendas a las que hace referencia el 

a la población que se encuentre en alguna de las 
siguientes condiciones: a) que esté vinculada a 
programas sociales del Estado que tengan por 
objeto la superación de la pobreza extrema o que 
se encuentre dentro del rango de pobreza extrema; 
b) que esté en situación de desplazamiento; c) 
que haya sido afectada por desastres naturales, 
calamidades públicas o emergencias, y/o d) que 
se encuentre habitando en zonas de alto riesgo 
no mitigable. Dentro de la población en estas 
condiciones, se dará prioridad a las mujeres y 
hombres cabeza de hogar, personas en situación de 
discapacidad y adultos mayores. 

Las entidades territoriales que aporten o 

patrimonio autónomo que se constituya.
Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional revocará 

la asignación del subsidio familiar de vivienda 

a que hace referencia este artículo y restituirá su 

las condiciones de los programas sociales del 
Gobierno Nacional o del reglamento que este 
expida en relación con las responsabilidades de los 

que se establezca en el mismo. 
Parágrafo 2°. En todo caso, el valor de la 

vivienda otorgada a título de subsidio en especie 
podrá superar el valor del subsidio que haya sido 
asignado en dinero antes de la entrada en vigencia 
de la presente ley, cuando el mismo sea aportado a 

Parágrafo 3°. Para efectos de la asignación del 
Subsidio Familiar de Vivienda, la entidad otorgante 
excluirá de la conformación del hogar postulante 
a las personas que hayan sido condenadas por 
delitos cometidos en contra de menores de edad, 

competente. El Gobierno Nacional reglamentará 
esta materia.

Cuando en aplicación de esta disposición 
resultare que no existe un mayor de edad dentro de 
la conformación del hogar postulante, la entidad 
otorgante velará por el acceso efectivo al proceso 
de postulación de los menores de edad al subsidio 
familiar de vivienda, a través de la persona que los 
represente.

Parágrafo 4°. El Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social elaborará el listado 
de personas y familias potencialmente elegibles 
en cada Municipio y Distrito de acuerdo con 
los criterios de focalización empleados en los 
programas de superación de pobreza y pobreza 

del Gobierno Nacional. Con base en este listado 

del Subsidio Familiar 100% de Vivienda en 
especie con la participación del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social, de los 
alcaldes y del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio a través del Fondo Nacional de Vivienda, 
en los municipios y distritos donde se adelanten los 
proyectos de vivienda de interés social prioritario.

localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, 
los alcaldes municipales y distritales entregarán, al 
Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social y al Fondo Nacional de Vivienda, el listado 

en cuenta, entre otros, lo previsto en el artículo 5° 
de la Ley 2ª 
la Ley 9ª de 1989. 

Parágrafo 5º. Cuando las solicitudes de 
postulantes, que cumplan con los requisitos 
de asignación para el programa del subsidio 
familiar 100% de vivienda en especie excedan 
las soluciones de vivienda que se van a 
entregar en los proyectos de vivienda de interés 
prioritario que se realicen en el municipio o 
distrito, el Departamento Administrativo Para La 
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100% de vivienda en especie, de conformidad 
con los criterios de priorización establecidos en la 
presente ley, cuando no existan otros criterios de 

Artículo 13. El Departamento Administrativo 

-
drá en cuenta criterios de priorización para que las 
Poblaciones Afrocolombianas e Indígenas puedan 
acceder a los proyectos de vivienda que se realicen 
de acuerdo con lo establecido en la presente ley.

Parágrafo. Los criterios de focalización se apli-
carán de acuerdo con los registros con los que 
cuente la autoridad competente.

Artículo 14. En los Departamentos de Ama-
zonas, Guainía, San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, Putumayo, Chocó, Vaupés y Vichada, la 
Vivienda de Interés Prioritario podrá superar el va-
lor de los 70 smlmv, teniendo en cuenta los costos 
de los materiales de construcción y el transporte 
de los mismos, de acuerdo con la reglamentación 
y previa aprobación del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio.

Artículo 15. Acompañamiento social en pro-
yectos de vivienda de interés prioritario. El Go-
bierno Nacional en cabeza del Departamento Ad-
ministrativo para la Prosperidad Social o la enti-
dad que haga sus veces, coordinará con entidades 
públicas o privadas el acompañamiento que desde 
la perspectiva social requieren los proyectos de vi-
vienda de interés prioritario en aspectos relaciona-
dos con temas de convivencia y el cuidado de las 
unidades privadas y las áreas comunes.

Las labores de asistencia y acompañamiento 
también deberán ejercerse por parte de los depar-
tamentos, en especial para los municipios de 4, 5 
y 6 categoría, y en todo caso con prioridad cuan-
do sean los mismos municipios quienes adelanten 
programas de subsidios familiares de vivienda en 
especie.

Artículo 16. Categoría Sisbé -
ciarios del subsidio familiar de vivienda. Los be-

otorgados por el Gobierno Nacional mantendrán 
los valores de las variables de habitabilidad obteni-

(Sisbén) que tenían al momento de la asignación 
del subsidio, durante los diez (10) años siguientes 
al registro de la adquisición de la vivienda en la 

Artículo 17. Estrato socioeconómico de los 
 

calidad y la sostenibilidad de la vivienda respecto 
de su urbanismo y de la prestación de servicios, 
se considerarán como estrato socioeconómico uno 
las viviendas de interés prioritario durante los diez 
(10) años siguientes al registro de la adquisición 

-
mentos Públicos. Una vez trascurrido ese plazo se 
procederá a la actualización del estrato de acuerdo 
a la normatividad vigente.

En el caso de las víctimas de desplazamiento 
forzado, la permanencia de su vivienda en estrato 
socioeconómico 1 durará hasta tanto haya conclui-
do su reparación integral.

Artículo 18. Adiciónese un parágrafo al artículo 
6º de la Ley 3ª
28 de la Ley 1469 de 2011, el cual quedará así:

familiar de vivienda en la modalidad de 
arrendamiento, tendrán derecho a postularse 
nuevamente para el acceso al subsidio familiar 
de vivienda, en las modalidades de adquisición, 
construcción o mejoramiento, de acuerdo con 
el reglamento que para el efecto establezca el 
Gobierno Nacional”.

Artículo 19. -
nanciación de proyectos de vivienda de interés 
prioritario. Autorícese a la Nación - Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, para garantizar ope-
raciones de crédito público interno o externo, ope-
raciones asimiladas o conexas a estas, que celebre 
la Financiera de Desarrollo Territorial – Findeter 

-
rés prioritario, en los términos de la normatividad 
vigente. Para efectos de lo previsto en esta ley, 
Findeter, podrá otorgar crédito a los patrimonios 
autónomos de que trata la presente ley.

Artículo 20. Esquema de garantía. Los 
contratos que en virtud de la presente ley suscriban 
los patrimonios autónomos con los constructores 
seleccionados para la ejecución de los proyectos, 
serán totalmente regulados por el derecho privado 
y sus derechos económicos podrán ser pignorados 
en garantía a favor de los establecimientos de 

En el contrato se establecerá la forma en que el 
establecimiento de crédito hará efectiva la garantía 
y la posibilidad de que pueda, por sí mismo o a 

en caso de incumplimiento del constructor. Para 
el efecto, se mantendrá el compromiso de los 
recursos para la ejecución de las obligaciones 
contractuales, en cada uno de los proyectos. 

Los patrimonios autónomos que se constituyan 
podrán servir de garantía y fuente de pago para las 
operaciones de crédito que el referido constructor 
obtenga de cualquier establecimiento de crédito, 

haya sido adjudicado. Para este propósito el 
constructor seleccionado podrá solicitar la emisión 

garantía admisible a favor del establecimiento de 

al establecimiento de crédito a obtener ningún 

para el respectivo proyecto. La garantía consistirá 
en el derecho del establecimiento de crédito para 
que, en caso de incumplimiento del constructor, 
pueda asumir y concluir directamente o a través de 

condiciones que establezca el Gobierno Nacional. 
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regulatorios las garantías de que trata este artículo 
constituirán garantía admisible para los créditos 

proyectos de construcción de vivienda de interés 
prioritario, las cuales se entenderán con los mismos 
efectos de la garantía hipotecaria. En consecuencia, 
la garantía constituida hará las veces de la garantía 
de que trata el numeral 4 del artículo 17 de la Ley 
546 de 1999. El mismo efecto tendrá la cesión del 
contrato a un patrimonio autónomo para que sirva 
de fuente de pago de los mencionados créditos.

CAPÍTULO III
Aplicación del subsidio familiar de vivienda
Artículo 21. El artículo 8º de la Ley 3ª de 1991 

quedará así:
Artículo 8°. Causales de restitución del 

subsidio familiar de vivienda. El Subsidio Familiar 
de Vivienda será restituible al Estado cuando los 

sobre la solución de vivienda o dejen de residir 
en ella antes de haber transcurrido diez (10) años 
desde la fecha de su transferencia, sin mediar 

También será restituible el subsidio si se 
comprueba que existió falsedad o imprecisión 
en los documentos presentados para acreditar 
los requisitos establecidos para la asignación del 
subsidio o cuando se les compruebe que han sido 
condenadas por delitos cometidos en contra de 

la autoridad competente. El Gobierno Nacional 
reglamentará esta materia. En ningún caso, los 

subsidio de vivienda y los conservarán a través de 
la persona que los represente.

La prohibición de transferencia a la que hace 
referencia el presente artículo se inscribirá en el 
folio de matrícula inmobiliaria correspondiente 

Públicos.
Una vez vencido el plazo establecido en el 

presente artículo, las entidades otorgantes del 
subsidio familiar de vivienda tendrán un derecho 
de preferencia para la compra de los inmuebles, 
en el evento en que el propietario decida vender 
su vivienda. En consecuencia, los propietarios 
deberán ofrecerlos en primer término a las 
entidades mencionadas, por una sola vez, cuyos 
representantes dispondrán de un plazo de tres (3) 
meses desde la fecha de recepción de la oferta 
para manifestar si deciden hacer efectivo este 
derecho, y un plazo adicional de seis (6) meses 
para perfeccionar la transacción. Las condiciones 
para la adquisición de la vivienda, la metodología 

de la entidad que podrá adquirir la vivienda en 
el caso en que concurran varios otorgantes del 

el Gobierno Nacional. 
Las viviendas adquiridas en ejercicio de este 

derecho, se adjudicarán a otros hogares que 

subsidio familiar de vivienda. 
Parágrafo 1°. La prohibición de transferencia y 

el derecho de preferencia de que trata el presente 
artículo se inscribirán en el folio de matrícula 
inmobiliaria correspondiente por parte de la 

Parágrafo 2°. Aquel hogar que se compruebe 

de vivienda de manera fraudulenta o utilizando 
documentos falsos, será investigado por el delito 
de Fraude en Subvenciones, conforme al artículo 
403 A de la Ley 599 de 2000.

Artículo 22. Sanciones. Los directores o re-
presentantes legales de las entidades otorgantes 
de subsidios familiares de vivienda tendrán la fa-
cultad de investigar y sancionar a los constructo-
res, interventores, auditores y/o supervisores de 
proyectos de vivienda de interés social, personas 
jurídicas y/o naturales, que incurran en incumpli-
miento de la ejecución de proyectos de vivienda, 
de conformidad con el procedimiento establecido 
por el Gobierno Nacional. 

La sanción de que trata este artículo será la im-
posibilidad de participación durante diez (10) años 
en proyectos de vivienda de interés social que 
vinculen los recursos asignados por las entidades 
otorgantes de subsidios familiares de vivienda.

Las entidades otorgantes incluirán en el sistema 
de información del subsidio familiar de vivienda la 
información de las personas naturales y/o jurídicas 
sancionadas, para evitar su vinculación en nuevos 
proyectos de vivienda de interés social. Igualmen-
te, remitirán dicha información a las Cámaras de 
Comercio para su inclusión en el Registro Único 
de Proponentes.

Parágrafo. Aquellos constructores, intervento-
res, auditores y/o supervisores, personas naturales 
y/o jurídicas, que hayan sido objeto de medidas 
administrativas de incumplimiento por parte de 
las entidades otorgantes de subsidios, que se en-

periodo de diez (10) años a partir de la expedición 
de la presente ley en proyectos de vivienda de inte-
rés social que vinculen los recursos asignados por 
las entidades otorgantes de subsidios familiares de 
vivienda.

Artículo 23. Sustitución de hogares en pro-
yectos de vivienda. Cuando el subsidio familiar de 
vivienda se encuentre sin legalizar, esté vinculado 

-
cie al mismo, o sea revocado, podrá entregarse a 
un nuevo hogar que cumpla con las condiciones 
de acceso al mismo, mediante acto administrativo 
expedido por la entidad otorgante, sin efectuar la 
devolución de los recursos al Tesoro Nacional.

Artículo 24. Legalización de subsidios fami-
liares de vivienda. Los subsidios familiares de vi-
vienda asignados por el Gobierno Nacional o las 
Cajas de Compensación Familiar que no fueron 
legalizados durante su vigencia, podrán ser objeto 
de este trámite cumpliendo con los requisitos se-
ñalados en la normativa vigente y la que para los 
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efectos expedirá el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio.

Artículo 25. El Fondo Nacional de Vivienda o 
la entidad que haga sus veces podrá, en virtud de 
los procesos administrativos de incumplimiento, 
destinar recursos del subsidio familiar de vivienda 

inicialmente con recursos de subsidios familiares 
de vivienda de Fonvivienda, previo diagnóstico 
de su ejecución y determinando el constructor que 
realizará la terminación del mismo. Lo anterior, sin 
perjuicio de los procesos de exigibilidad de pólizas 
y garantías otorgadas para la debida aplicación de 
los recursos del subsidio familiar de vivienda. 

Artículo 26. Subsidio familiar de vivienda a 
madres comunitarias. Las cajas de compensación 
familiar priorizarán en la asignación de subsidios 

miembro principal sea una madre comunitaria 
vinculada a los Programas de Hogares Comunita-
rios de Bienestar, FAMIS y Madres Sustitutas, de 

expida el Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar.

Para acceder al proceso de postulación y asig-
nación de los subsidios familiares de vivienda a 
los que hace referencia el presente artículo, en las 
modalidades de adquisición de vivienda nueva o 
usada, construcción en sitio propio o mejoramien-
to de vivienda, los hogares deberán contar con los 
requisitos señalados en los reglamentos expedidos 
por el Gobierno Nacional.

CAPÍTULO IV
Vivienda rural

Artículo 27. Ejecución de la política de vivien-
da de interés social y prioritaria rural. El Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural ejecutará 
la formulación de la política de vivienda de interés 

-
daciones de la Comisión Intersectorial de Vivien-
da de Interés Social Rural, las condiciones para la 
asignación, del subsidio.

Artículo 28. Acceso efectivo a la vivienda de 
interés social y prioritaria rural. Las viviendas 
del sector rural, se podrán asignar a título de subsi-
dio en especie, por parte de la entidad otorgante de 
los subsidios de vivienda de interés social rural, a 
los hogares que se encuentren en situación de des-
plazamiento; que sus predios hayan sido restitui-

-
rios de los programas de formalización y titulación 
de predios rurales que desarrolla el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo rural; o que pertenezcan 
a comunidades indígenas o afrodescendientes, de-
bidamente reconocidas por autoridad competente. 
En todo caso, la ejecución de los recursos de que 
trata este artículo se realizará de manera prioritaria 
en municipios de categorías 4, 5, y 6. El Gobierno 
Nacional reglamentará los requisitos de focaliza-
ción, de acuerdo con lo establecido en el presente 
artículo.

Artículo 29. Operación de los proyectos de vi-
vienda de interés prioritario del sector rural. El 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, eje-
cutará los proyectos de vivienda de interés social 
prioritario, a través de las entidades operadoras 
contratadas por el Banco Agrario de Colombia, en 
su condición de entidad otorgante del subsidio. 

Parágrafo 1°. En los programas de Vivienda de 
Interés Social Prioritario Rural se garantizará el 
acceso preferente de las mujeres cabezas de fami-

Parágrafo 2°. En el sector rural para soluciones 

de residuos líquidos no requerirá permiso de ver-
timiento, siempre y cuando no se afecte la calidad 
del agua del acuífero en condiciones tales que im-
pidan los usos actuales.

Artículo 30. Atención y correspondencia a la 
. El Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural a través del Banco 
Agrario de Colombia como entidad otorgante del 
subsidio atenderá programas de vivienda nueva, 
construcción en sitio propio y mejoramiento de 

una de las regiones del país.
Artículo 31. Recursos para la vivienda de 

interés prioritario rural. El Gobierno Nacional, 
bajo la coordinación del Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural, adelantará las acciones 
necesarias para promover la consecución de 
recursos para la ejecución de la política de vivienda 
de interés social y prioritaria rural. 

Social VIS y Vivienda de Interés Prioritario VIP 
rural, con los recursos a los que hace referencia 
este artículo, la entidad otorgante del subsidio 
familiar de vivienda rural podrá utilizar los mismos 
mecanismos establecidos en la presente ley para la 

Vivienda de Interés Prioritario VIP Urbana.
Artículo 32. El artículo 4º de la Ley 1415 de 

2010 quedará así:
“Artículo 4°. Del valor del Subsidio Familiar 

de Vivienda Rural (SFVR) para la población 
afectada por desastres naturales calamidad 
pública o emergencias. La cuantía del Subsidio 
Familiar de Vivienda Rural para los grupos 
familiares afectados por situaciones de desastre 
natural, calamidad pública o emergencias, 
en las modalidades de construcción en sitio 
propio, adquisición de vivienda nueva o usada 
y mejoramiento de la vivienda en el sitio del 
desastre, se establecerá atendiendo las condiciones 
socioeconómicas, mediante el reglamento que 
expida el Gobierno Nacional”.

CAPÍTULO V
Eliminación de trámites y costos para la 
celebración y el registro de los negocios jurídicos

Artículo 33. Exención de pago de derechos 
notariales. En los negocios jurídicos de consti-
tución de propiedad horizontal, adquisición, in-
cluido el leasing habitacional, cuando se ejerza la 
opción de compra, hipoteca, afectación a vivienda 
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familiar y/o constitución de patrimonio de familia 

prioritario, de acuerdo con las normas vigentes, in-
dependientemente de la naturaleza jurídica de las 
partes, para ninguna de ellas se causarán derechos 
notariales.

Artículo 34. Exención de derechos registrales. 
En los negocios jurídicos de constitución de pro-
piedad horizontal, adquisición, incluido el leasing 
habitacional cuando se ejerza la opción de compra, 
hipoteca, afectación a vivienda familiar y/o cons-
titución de patrimonio de familia de inmuebles 

acuerdo con las normas vigentes, independiente-
mente de la naturaleza jurídica de las partes, para 
ninguna de ellas se causarán derechos regístrales. 
La calidad del inmueble debe ser acreditada ante 

respectiva.
Parágrafo. Los gravámenes hipotecarios, con-

diciones resolutorias, pactos comisorios y/o cual-
quier otra limitación al dominio que recaiga sobre 
inmuebles adjudicados, enajenados, transferidos, 
cedidos o asignados por el extinto Instituto de Cré-
dito Territorial y/o por la Unidad Administrativa 
Especial Liquidadora de Asuntos del Instituto de 
Crédito Territorial (U.A.E – I.C.T.) y/o el Instituto 
Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma 
Urbana – Inurbe serán cancelados con la presen-
tación del acto administrativo que ordene dicha 

de instrumentos públicos, sin que genere cobro de 
derechos registrales.

Artículo 35. Registro de la cesión de bienes 
. Los actos administrativos de cesión o 

a otras entidades públicas o a particulares, en de-
sarrollo de programas o proyectos de vivienda de 
interés social, no causarán derechos registrales.

CAPÍTULO VI
Estímulos y exenciones para vivienda

Artículo 36. Financiación de vivienda con 
la asignación de subsidios. Cuando el subsidio 

se destine a la ejecución de contratos de leasing 
habitacional, arrendamiento con opción de compra 

Nacional y que implique el pago parcial de la 
vivienda, la asignación de la vivienda se podrá 
realizar de manera temporal, condicionando la 
transferencia de su titularidad al cumplimiento de 

reglamento que se expida para el efecto.
Parágrafo. Los recursos que se ejecuten de 

acuerdo con el mecanismo establecido en el 

viviendas a título de subsidio en especie, no serán 

referencia el presente artículo.
Artículo 37. Opción de ahorro a través del lea-

sing habitacional y/o contrato de arrendamiento 
con opción de compra. El componente de capi-
tal de los cánones periódicos de los contratos de 

leasing habitacional y/o contrato de arrendamien-
to con opción de compra, podrá administrarse por 

para otorgar dichos contratos como ahorro de largo 
plazo a favor de los locatarios para la adquisición 
de la vivienda. El Ministerio de Hacienda y Crédi-
to Público regulará sobre el ahorro de largo plazo 
dentro de los 3 meses siguientes a la expedición de 
la presente ley, sin perjuicio de los sistemas vigen-
tes para el desarrollo de este tipo de contratos.

Parágrafo 1°. Los contratos de leasing habi-
tacional para vivienda de interés social, de inte-
rés prioritario y para renovación urbana se podrán 
ceder a sociedades administradoras de instrumen-
tos tales como carteras colectivas y/o patrimonios 

-
los valores en el mercado de valores. Esta cesión 
perfecciona la transferencia del inmueble, de las 
garantías y seguros que respaldan el contrato de 
leasing habitacional. Dicha cesión no producirá 
efectos de novación y no requiere la aceptación 
del locatario. 

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional deberá 
reglamentar en el plazo de 12 meses después de 
la vigencia de la presente ley, las condiciones bajo 
las cuales se garantizará la utilización del contrato 
de arrendamiento con opción de compra a favor 
del arrendatario de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 24 y 26 de la Ley 1469 de 2011. En todo 
caso se utilizará
efectivo para que los sectores de escasos recursos 
puedan adquirir la propiedad del inmueble.

Artículo 38. El artículo 24 de la Ley 546 de 
1999, quedará así:

“Artículo 24. Cesión de créditos hipotecarios. 
En cualquier momento, los créditos hipotecarios 
para vivienda individual y sus garantías podrán 
ser cedidos, a petición del deudor, a favor de otra 

presente ley.

el artículo 1º de la presente ley o las sociedades 

caso, autorizarán, en un plazo no mayor de diez (10) 
días hábiles, la cesión del crédito y sus garantías, 
una vez el deudor entregue la oferta vinculante del 

reglamentará las condiciones para la legalización 
de las cesiones. 

Dicha cesión se entenderá perfeccionada 
exclusivamente con la transferencia del título 
representativo de la obligación correspondiente 
y tendrá los efectos previstos por el artículo 1964 
del Código Civil. En cualquier caso la garantía 
hipotecaria cedida en desarrollo de lo dispuesto 
en el presente artículo, respaldará el crédito 
desembolsado por el nuevo acreedor para el pago 
de la cesión.

La cesión de créditos no generará derechos 
notariales, registrales e impuestos de timbre”.

Artículo 39. Adiciónese un numeral al artículo 
879 del Estatuto Tributario, así: 
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“22. Las transacciones que se efectúen con los 
recursos del subsidio familiar de vivienda asig-
nado por el Gobierno Nacional o las Cajas de 
Compensación Familiar, independientemente del 

transacciones que de estos mecanismos se realicen 
a los oferentes, y las transacciones que se realicen 

el desarrollo de proyectos de vivienda de interés 
social prioritario”.

Artículo 40. El parágrafo 2º del artículo 850 
del Estatuto Tributario, quedará así:

“Parágrafo 2º. Tendrán derecho a la devolu-
ción o compensación del Impuesto al Valor Agre-
gado, IVA, pagado en la adquisición de materiales 
para la construcción de vivienda de interés social y 
prioritaria, para estratos 1, 2 y 3, los constructores 
que los desarrollen.

La devolución o compensación se hará en una 
proporción al cuatro por ciento (4%) del valor re-
gistrado en las escrituras de venta del inmueble 
nuevo tal como lo adquiere su comprador o usua-

la vivienda de interés social, de acuerdo con las 
normas vigentes. El Gobierno Nacional reglamen-
tará las condiciones de la devolución o compensa-
ción a que hace referencia el presente artículo. 

La DIAN podrá solicitar en los casos que con-
sidere necesario, los soportes que demuestren el 
pago del IVA en la construcción de las viviendas”.

CAPÍTULO VII
Transferencia, titulación y saneamiento  

de inmuebles
Artículo 41. Transferencia de inmuebles para 

VIS. Las entidades públicas del orden nacional 
y territorial que hagan parte de cualquiera 
de las Ramas del Poder Público, los bancos 
inmobiliarios, así como los órganos autónomos e 
independientes, podrán transferir a título gratuito 
a Fonvivienda, a los patrimonios autónomos que 
este, Findeter, o las entidades que establezca el 
Gobierno Nacional, constituyan, o a las entidades 
públicas que desarrollen programas de vivienda de 
interés social de carácter territorial, departamental, 
municipal o Distrital, los bienes inmuebles 

que puedan ser destinados para la construcción o 
el desarrollo de proyectos de vivienda de interés 
social, de acuerdo a lo establecido en los Planes de 
Ordenamiento Territorial y los instrumentos que lo 
complementen o desarrollen. 

Parágrafo 1°. El representante legal o quien 
haga sus veces y la Junta Directiva de la respectiva 
entidad pública podrán en desarrollo de su 

de los inmuebles destinados a los proyectos que 
hayan sido archivados, declarados no viables y/o 

dándolos en dación en pago, permutándolos, 
gravándolos o ejerciendo cualquier otra actividad 
que se derive del derecho de dominio.

Parágrafo 2°. La Dirección Nacional de 
Estupefacientes en Supresión, Central de 

Inversiones S. A. (CISA S. A.), y todas las demás 
entidades que tengan a su cargo la administración 
de programas de activos públicos del Estado, 
suministrarán al Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio y al Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, un listado completo de los 
inmuebles susceptibles de ser vinculados de 
manera inmediata a la ejecución de proyectos de 
construcción de vivienda de interés social. Los 
referidos inmuebles podrán ser transferidos a 
las entidades públicas a las que hace referencia 
este artículo o a los patrimonios autónomos que 
se constituyan para el desarrollo de proyectos de 
vivienda de interés prioritario, cuando estas los 
soliciten.

Artículo 42. Imprescriptibilidad de bienes 
. Los Bienes Fiscales de propiedad de las 

Entidades Públicas, no podrán ser adquiridos por 
vía de prescripción adquisitiva ordinaria o extraor-
dinaria, ni prosperará por vía de acción o de excep-
ción ante ningún juez de la República.

Artículo 43. Actos de transferencia. Todos 
los negocios jurídicos que involucren recursos de 
subsidios familiares de vivienda otorgados por el 
Gobierno Nacional, que impliquen la transferencia 
de derechos reales, por parte de una entidad 

con vivienda de interés social, que realicen las 
entidades públicas a los particulares, se efectuarán 
mediante resolución administrativa, la cual 
constituirá título de dominio o de los derechos 

de Registro de Instrumentos Públicos. En el mismo 
instrumento se constituirá el patrimonio de familia 

presente ley.
En todo caso, cualquier acto de disposición del 

derecho real de dominio de bienes de propiedad de 
las Entidades Públicas, podrá realizarse a través de 
acto administrativo, sin perjuicio de las actas de 
entrega material y recibo de los inmuebles.

Artículo 44. Trámite de reparto de los actos en 
los que interviene el Fondo Nacional del Ahorro y 
las entidades territoriales. Para los casos en que 
comparezca el Fondo Nacional del Ahorro a la ce-
lebración de una escritura pública, se reglamentará 
un trámite especial reparto, por parte de la Super-

dar cumplimiento a lo establecido en el numeral 2 
del artículo 62 de la Ley 734 de 2002.

Para los mismos efectos, la referida Superinten-
dencia establecerá un trámite especial de reparto 
para los casos en que las entidades territoriales 
comparezcan a la celebración de escrituras públi-
cas que involucren la constitución de propiedad 
horizontal, adquisición o transferencia de inmue-

prioritaria.
CAPÍTULO VIII

Habilitación de suelo urbanizable  
para vivienda

Artículo 45. Informe de lotes. Los alcaldes de 
los municipios y distritos enviarán al Ministerio 
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de Vivienda, Ciudad y Territorio un informe con 
el inventario de los predios de propiedad del 
municipio, distrito y de departamento propiedad 
privada, que según el Plan de Ordenamiento 
Territorial se localicen en suelo urbano y de 
expansión urbana y que se puedan destinar al 
desarrollo de programas de vivienda de interés 
prioritario. La misma obligación la tendrán los 
Gobernadores respecto a los predios de propiedad 
del Departamento.

En el mencionado informe se deberá discriminar 
la titularidad pública o privada del predio y se 
deberá anexar la información de los predios en la 
que se precise, cuando menos, la disponibilidad 
o factibilidad de servicios públicos domiciliarios 
de acueducto, alcantarillado y energía eléctrica 
y los demás aspectos que mediante lineamientos 
establezca el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio.

Parágrafo 1°. Anualmente, los municipios, 
distritos y departamentos deberán enviar al 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio la 
actualización del informe de que trata el presente 
artículo.

Parágrafo 2°. Los predios, públicos o privados 
incorporados al perímetro urbano, o a los cuales se 

47 de la presente ley, deberán ser incluidos en el 
informe y en su actualización.

Artículo 46. Destinación de suelo para VIS 
y VIP. En los planes parciales con tratamiento de 
desarrollo en suelo urbano y de expansión urbana 
o en las normas urbanísticas que reglamenten la 
urbanización de suelos urbanos sin plan parcial, 
salvo cuando se trate de usos industriales, 
dotacionales o institucionales, se determinarán 
los porcentajes de suelos que deben destinarse al 
desarrollo de Programas de Vivienda de Interés 
Prioritario (VIP).

Los planes de ordenamiento territorial o los 
instrumentos que los desarrollen o complementen, 
de los municipios o distritos con población urbana 
superior a 100.000 habitantes y municipios 

y distritos con población urbana superior a 500.000 
habitantes, conforme los criterios previstos en el 
parágrafo 1° del artículo 91 de la Ley 388 de 1997; 
deberán determinar dichos porcentajes, calculados 
sobre el área útil residencial del plan parcial o del 
proyecto urbanístico, tanto en suelo de expansión 
urbana como en suelo urbanizable en el perímetro 
urbano, y en ningún caso podrán ser inferiores a 
los siguientes:
Tipo de vivienda Porcentaje mínimo de suelo sobre área útil 

residencial del plan parcial o del proyecto 
urbanístico en predios con tratamiento de 
desarrollo en suelo urbano y de expansión 
urbana

VIP 20%
El reglamento del Gobierno Nacional 

determinará las condiciones en que deberá 
cumplirse esta disposición, así como las 
condiciones para la localización de estos suelos en 

otras zonas de la ciudad, o para su compensación 
a través de los bancos inmobiliarios, patrimonios 
autónomos o fondos que creen los municipios y 
distritos con destino al desarrollo de programas de 
vivienda de interés social o de interés prioritario.

Cuando el suelo destinado para el desarrollo 
de proyectos VIP se encuentre en el mismo 
proyecto, deberá quedar expresamente señalado y 
determinado en la Escritura Pública de constitución 
de la urbanización, la cual deberá inscribirse en el 
folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los 
inmuebles. Si el suelo destinado para el desarrollo 
de proyectos VIP se localiza en otra zona de la 
ciudad, esta situación deberá inscribirse en el 
folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los 
inmuebles.

En todo caso, las áreas correspondientes sólo 
podrán ser destinadas a este tipo de vivienda y 
deberán desarrollarse de conformidad con ese uso 
por sus propietarios, o por las entidades públicas 
competentes en los casos en los que se hubiera 
determinado la utilidad pública correspondiente.

Parágrafo. El porcentaje mínimo de que trata este 
artículo, aun cuando no se haya incorporado en los 
planes de ordenamiento o en los instrumentos que 
los desarrollen o complementen es de obligatorio 
cumplimiento y se aplicará a las nuevas solicitudes 
de planes parciales o de licencias de urbanización 
radicadas en legal y debida forma a partir de la 
entrada en vigencia de la reglamentación que para 
el efecto expida el Gobierno Nacional.

Artículo 47. Transitorio. incorporación del 
suelo rural, suburbano y expansión urbana al 
perímetro urbano. -
sarrollo de programas de vivienda de interés so-
cial y prioritaria, durante el período constitucional 
de las administraciones municipales y distritales 
comprendido entre los años 2012 y el 2016, y por 
una sola vez, los municipios y distritos podrán:

1. A iniciativa del alcalde municipal o distrital 
podrán incorporar al perímetro urbano los predios 
localizados en suelo rural, suelo suburbano y suelo 
de expansión urbana requeridos para el desarrollo 
y construcción de vivienda de interés social y vi-
vienda de interés prioritario, mediante el ajuste del 
Plan de Ordenamiento Territorial, que será some-
tida a aprobación directa del concejo municipal o 
distrital, sin la realización previa de los trámites de 
concertación y consulta previstos en artículo 24 de 
la Ley 388 de 1997. Esta acción se podrá adelantar 
siempre y cuando se cumplan en su totalidad las 
siguientes condiciones: 

a) Se debe tratar de predios que cuenten con 
conexión o disponibilidad inmediata de servicios 
públicos domiciliarios de acueducto, alcantarilla-
do y energía eléctrica y que tengan garantizada su 
conexión y articulación con los sistemas de movi-
lidad existentes en el municipio o distrito;

b) Los predios así incorporados al perímetro ur-
bano quedarán sometidos al régimen de desarrollo 
y construcción prioritaria de que trata el artículo 
52 y subsiguientes de la Ley 388 de 1997. Para su 
ejecución se aplicarán las normas del tratamien-
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to urbanístico de desarrollo y no se requerirá de 
-

ción complementaria para su habilitación. En el 

c) Los predios no podrán colindar ni estar ubi-
cados al interior de áreas de conservación y pro-
tección ambiental, tales como las áreas del sistema 
nacional de áreas protegidas, áreas de reserva fo-
restal, áreas de manejo especial y áreas de especial 
importancia ecosistémica, ni en áreas que hagan 
parte del suelo de protección, en los términos de 
que trata el artículo 35 de la Ley 388 de 1997, ni en 
otras áreas cuyo desarrollo se haya restringido en 
virtud de la concertación ambiental que fundamen-
tó la adopción del plan de ordenamiento vigente;

d) Estos predios quedarán sometidos al régimen 
de desarrollo y construcción prioritaria, de que tra-
tan los artículos 52 y subsiguientes de la Ley 388 
de 1997;

e) Aquellos municipios cuyas cabeceras muni-
cipales y centros poblados rurales (corregimientos 
y veredas) que estén incluidos en una de las sie-
te (7) reservas forestales creadas por la Ley 2ª de 
1959, podrán presentar ante el Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible solicitud de sustrac-
ción rápida y expedita para los lotes que se desti-
nen a Vivienda de Interés Social (VIS) y Vivienda 
de Interés Prioritario (VIP), para lo cual se expe-
dirá por parte de dicho Ministerio la resoluciones 
correspondientes. 

2. Además de los instrumentos previstos en la 
ley, a iniciativa del alcalde municipal o distrital, 

-
dios localizados al interior del perímetro urbano 
o de expansión urbana, que puedan ser destinados 
al desarrollo de proyectos de vivienda de interés 
prioritario, mediante el ajuste excepcional del Plan 
de Ordenamiento Territorial. Este ajuste se some-
terá a aprobación directa del concejo municipal o 
distrital, sin la realización previa de los trámites 
de concertación y consulta previstos en la Ley 388 
de 1997, o mediante la expedición de decretos por 
parte de la autoridad municipal o distrital respec-
tiva, cuando el Plan de Ordenamiento Territorial 
contemple la autorización para el efecto. Estos 
predios quedarán sometidos al régimen de desa-
rrollo y construcción prioritaria, de que trata el ar-
tículo 52 y subsiguientes de la Ley 388 de 1997.

Parágrafo. Transcurridos treinta (30) días desde 
la presentación del proyecto de ajuste del Plan de 
Ordenamiento Territorial de que trata el presente 
artículo, sin que el concejo municipal o distrital 
adopte decisión alguna o lo niegue sin base en mo-
tivos y estudios técnicos debidamente sustentados, 
el alcalde podrá adoptarlo mediante decreto. 

En el evento de que el concejo estuviere en re-
ceso, el alcalde deberá convocarlo a sesiones ex-

concejo deberá sustentarse en motivos técnicos y 
contar con la aceptación del alcalde y, en ningún 
caso, su discusión ampliará el término para decidir. 

Los Concejos Municipales y Distritales, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 81 
de la Ley 134 de 1994, celebrarán obligatoria-
mente un Cabildo Abierto previo para el estudio y 
análisis del proyecto de ajuste del Plan de Orde-
namiento Territorial.

Artículo 48. Permisos y licencias en el marco 
de los macroproyectos de interés social nacional. 
La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
otorgará de manera privativa las licencias, permi-
sos, concesiones y autorizaciones de tipo ambien-
tal que, de acuerdo con la ley y los reglamentos, 
se requieran en el proceso de factibilidad, formu-
lación, y para el desarrollo de obras y actividades 
contempladas en los macroproyectos de interés so-
cial nacional y en los proyectos integrales de desa-
rrollo urbano de que tratan las Leyes 1151 de 2007 
y 1469 de 2011 y el Decreto-ley 4821 de 2010.

Artículo 49. Concertaciones ambientales ante 
las Corporaciones Autónomas Regionales. Sin 
perjuicio de las reglas contenidas en las Leyes 99 
de 1993 y 388 de 1997, en la etapa de concertación 
de los asuntos ambientales para la adopción, 

de ordenamiento territorial, planes básicos de 
ordenamiento territorial, planes de ordenamiento 
territorial y planes parciales, las Corporaciones 
Autónomas Regionales o autoridades ambientales 
correspondientes, solo podrán presentar 
observaciones de carácter exclusivamente 
ambiental en lo relacionado con el ordenamiento 
del territorio, las cuales deberán estar técnicamente 
sustentadas. Las mismas podrán ser objetadas por 
las autoridades municipales.

Parágrafo. No hacen parte de los asuntos 
exclusivamente ambientales las normas 
urbanísticas, arquitectónicas o estructurales, 
ni los demás asuntos técnicos o jurídicos no 
ambientales. Durante la etapa de concertación de 
la que trata el presente artículo, las Corporaciones 
Autónomas Regionales o autoridades ambientales 
correspondientes, no podrán desconocer los actos 
administrativos previos que sustentan los trámites 
de concertación sometidos a su consideración

Artículo 50. Servicios públicos domiciliarios 
de acueducto y alcantarillado. Los prestadores 
de servicios públicos domiciliarios de acueducto 
y alcantarillado, están obligados a otorgar la via-
bilidad y disponibilidad de los servicios y prestar-

legalmente habilitados para el efecto, incluyendo 
los nuevos sometidos al tratamiento de desarrollo, 
renovación urbana o consolidación, salvo que de-
muestren, dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
calendario siguientes a la recepción de la solici-
tud de licencia respectiva, no contar con capacidad 
ante la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, en los términos y condiciones que 

-
torio.

En caso de que la Superintendencia comprue-
be que la empresa no cuenta con la capacidad, el 
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previstos en la presente ley, adelantará las accio-

infraestructura requerida o aplicar lo establecido 
en los parágrafos 4° y 5° del artículo 16 de la Ley 
1469 de 2011. Igualmente, el Gobierno Nacional 

proyectos en el marco de la política de Agua Pota-
ble y Saneamiento Básico. 

Artículo 51. Interconexión. Para asegurar la 
prestación de los servicios públicos y la amplia-
ción de la cobertura de los mismos, se garantizará 
a los prestadores el derecho a la interconexión de 
acuerdo con lo previsto en la Ley 142 de 1994, y 
el procedimiento regulatorio que para el efecto se 
expida. La Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios vigilará el cumplimiento de lo aquí 
previsto.

Para efectos tarifarios, solo se tendrán en cuen-
ta los costos asociados a la infraestructura directa-
mente utilizada para cada caso, excluyendo todos 
aquellos componentes del sistema que no son uti-
lizados para la interconexión.

Artículo 52. Transferencia de subsidios para 
agua potable y saneamiento básico. La aproba-
ción de los instrumentos de gestión del suelo como 
planes parciales, Macroproyectos de Interés Social 
Nacional y demás operaciones urbanas integrales 
con destinación de suelos a vivienda de interés so-
cial y/o vivienda de interés prioritario, incluirá la 
obligación de celebrar los contratos a que se re-

asegurar la transferencia de los subsidios a los 
prestadores de los servicios de acueducto, alcan-
tarillado y/o aseo, y autorizar el giro directo, para 
lo cual la entidad territorial hará las apropiaciones 
presupuestales necesarias en aplicación de la me-
todología prevista por el Gobierno Nacional para 
la determinación del equilibrio entre los subsidios 
y las contribuciones. El presente artículo aplica 
también para los proyectos en ejecución.

En la distribución de los recursos para agua po-
table y saneamiento básico del Sistema General de 
Participaciones, dentro del criterio contenido en el 
numeral 2 del artículo 7° de la Ley 1176 de 2007, 
se tendrá en cuenta a los municipios y distritos que 
desarrollen proyectos que cumplan con los requi-
sitos señalados en el inciso anterior.

Artículo 53. 
de Agua Potable y Saneamiento Básico. Para pro-
mover la sostenibilidad de los servicios de agua 
potable y saneamiento básico requeridos para el 
desarrollo territorial y urbano, créase el Fondo 
Nacional de Solidaridad de Agua Potable y Sanea-
miento Básico - Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio, como una cuenta especial de manejo de 
recursos públicos, sin personería jurídica, sujeto a 
la Constitución Política, el Estatuto Orgánico del 
Presupuesto General de la Nación y demás normas 
legales vigentes.

Parágrafo 1°. El Fondo estará conformado por 

uno de los servicios públicos domiciliarios de 
acueducto, alcantarillado y aseo, y operará de for-

ma subsidiaria a los Fondos de Solidaridad y Re-
distribución de Ingresos de cada municipio, y de 

Los recursos del Fondo Nacional se destinarán 
a apoyar el otorgamiento de los topes máximos de 

-
nicipios a través de sus Fondos. Para el efecto, se 
priorizarán los municipios que hayan hecho mayor 
esfuerzo local para el otorgamiento de subsidios, 
la incidencia de los estratos 1 y 2 en la composi-
ción de usuarios, y la proporción de unidades de 
viviendas de interés social y prioritario que se de-
sarrollen, de conformidad con la presente ley, en 
los términos y condiciones que establezca el Go-
bierno Nacional. Se buscará en primer término cu-
brir los requerimientos asociados al estrato 1. 

Parágrafo 2°. Los recursos de este fondo, pro-
venientes del Presupuesto General de la Nación o 

-

o contratando directamente su manejo con un fon-

hacerlo. Los recursos del Gobierno Nacional que 
se destinen a este fondo, deberán estar sujetos a las 

prioricen dentro del Marco de Gasto de Mediano 
Plazo aprobado para el sector. 

Artículo 54. Áreas de servicio exclusivo. 
Por motivos de interés social, y con el propósito 
de garantizar el acceso efectivo a los servicios 
públicos de acueducto, alcantarillado y aseo, el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, podrá 
otorgar y/o asignar áreas de servicio exclusivo 
para el suministro de tales servicios, en las áreas 

Ministerio, en los términos y condiciones que 
establezca el Gobierno Nacional.

Parágrafo. Para efectos de lograr el cierre 

en el artículo 40 de la Ley 142 de 1994, se podrá 
incluir la prestación de dichos servicios a todos sus 
usuarios.

Artículo 55. Los prestadores de servicios públi-
cos domiciliarios contarán con un término máximo 
de cuarenta y cinco (45) días hábiles, prorrogables 
hasta por veintidós (22) días hábiles, para decidir 
sobre la aprobación del diseño de las redes de ser-
vicios públicos, contados a partir de la radicación 
de la solicitud.

Vencido ese término sin pronunciamiento del 
prestador de servicios públicos, se entenderá que 
la solicitud ha sido resuelta en forma favorable al 
interesado.

-
tador de servicios públicos domiciliarios, o la au-
toridad municipal o distrital competente, acerca de 
la disponibilidad inmediata de servicios públicos 
domiciliarios contará con un término de vigencia 
o vencimiento acorde con el programa de ejecu-
ción de la obra indicado en la solicitud inicial, pro-
rrogable hasta por la mitad del plazo inicialmente 
previsto, siempre y cuando haya ejecutado el 50% 
de las obras previstas.
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Artículo 56. Vigencias futuras de la nación 
y las entidades del orden nacional y territorial 

agua potable y saneamiento básico para promo-
ver el desarrollo territorial. Los recursos girados 
a los patrimonios autónomos constituidos para tal 
efecto, están afectos a la ejecución y exclusivo 
cumplimiento de los compromisos de los planes 
departamentales para el manejo empresarial de los 
servicios públicos de agua y saneamiento básico, y 
no habrá reversión de estos a la entidad territorial 
aportante. En todo caso, la enajenación existen-

darse en los términos previstos en la Ley 1483 de 
2011.

Artículo 57. Sistema de Inversiones en Agua 
 Para 

territorial en materia de infraestructura de agua 
potable y saneamiento básico, créase dentro de 
la estructura operativa del Ministerio de Vivien-
da, Ciudad y Territorio el Sistema de Inversiones 
en Agua Potable y Saneamiento Básico - SINAS, 

-
rizar, viabilizar, implementar, y monitorear, bajo 
criterios técnicos de optimización de resultados, 

-
miento de metas sectoriales y transparencia, la 
mejor estructura de ejecución anual y proyección 
quinquenal de proyectos de conformidad con las 
políticas, planes, y programas que el Ministerio 

SINAS apoyará la estructuración del presupuesto 
sectorial anual de inversión y monitoreará la eje-
cución del mismo, produciendo los informes pe-

-
yecto y agregados departamental y nacional, entre 
otros, el avance en ejecución física, los problemas 
detectados, las soluciones implementadas, el cum-
plimiento de la metas, la efectividad interna en el 
trámite, y se efectúen las propuestas de ajuste que 
sean requeridas.

Parágrafo. Los reportes de información de los 
prestadores de servicios públicos de agua potable 
y saneamiento básico al Sistema Único de Infor-
mación – SUI, previsto en la Ley 689 de 2001, se 
ajustarán a la reglamentación que expida el Go-
bierno Nacional – Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio. 

Artículo 58. Garantía del suministro de agua 
para la población. Para garantizar el acceso al 

los proyectos y el desarrollo territorial, a partir 
de la expedición de la presente ley, las autorida-
des ambientales regionales y de desarrollo soste-
nible (CAR) deberán otorgar concesión de aguas 
en un plazo no mayor a tres (3) meses a centros 
urbanos y de seis (6) meses a centros nucleados de 
los municipios o distritos bajo su jurisdicción, que 
cuenten con infraestructura de derivación o cap-
tación. El Decreto 1541 de 1978 o la norma que 

aquellos municipios o distritos que a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, requieran la 

construcción de una nueva infraestructura de deri-
vación o captación que utilice una cuenca distinta 
a la actual. Las autoridades ambientales y de de-
sarrollo sostenible, otorgarán la concesión única y 
exclusivamente a la entidad territorial por tiempo 

Para el efecto, las autoridades sanitarias del área 
de jurisdicción de los sitios de captación, deberán 
priorizar la entrega dentro de los mismos térmi-
nos establecidos en este artículo, de los conceptos 
sanitarios, necesarios para el otorgamiento de las 
concesiones. 

Artículo 59.
al agua potable y mantener las tarifas de servicios 
públicos esenciales asequibles a la población de 
bajos ingresos, no se podrá trasladar el cobro de 
tasa retributiva y/o tasa por uso del recurso, a la 
población que pertenezca a los estratos 1, 2 y 3. 
Por tal razón, la autoridad ambiental regional y 
de desarrollo sostenible (CAR) deberá descontar 
el efecto que la población excluida causa dentro 
de la contabilización y valoración de las tasas aquí 
mencionadas, y la entidad prestadora del servicio 
deberá efectuar las correcciones tarifarias a que 
haya lugar, hasta por cinco años.

Artículo 60. El parágrafo 3° del artículo 61A de 
la Ley 388 de 1997, adicionado por el artículo 122 
de la Ley 1450 de 2011 quedará así:

“Parágrafo 3°.  Exceptuando las unidades de 
actuación urbanística, que se regirán por lo dis-
puesto en el artículo 61 de la Ley 388 de 1997, 
en el caso de proyectos cuya iniciativa sea de las 
entidades territoriales o de terceros no propietarios 
de alguno los inmuebles objeto de las actuaciones 
contempladas en los literales a) y c) del presente 
artículo, la selección de los terceros concurrentes 
se realizará aplicando los criterios de selección ob-

No obstante, en los casos que sea necesario ade-
lantar un proceso de licitación o concurso público, 
cuando el tercero promotor de la iniciativa no re-
sulte adjudicatario, el que resulte elegido le deberá 
reconocer los gastos de formulación del proyec-

apertura del proceso contractual.
Artículo 61. Facultades para adquirir predios. 

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 59 de la 
Ley 388 de 1997, se faculta a la Empresa Nacio-
nal de Renovación y Desarrollo Urbano, Virgilio 
Barco Vargas –S.A.S.– para anunciar el proyecto u 
obra que constituye el motivo de utilidad pública, 
y para adquirir por enajenación voluntaria o de-
cretar la expropiación por vía judicial o adminis-
trativa de inmuebles, con el objeto de desarrollar 
las actividades previstas los literales b), c), g), h), 
i), k), l), del artículo 58 de la Ley 388 de 1997. 
Las condiciones de urgencia para adelantar la ex-
propiación por vía administrativa serán declaradas 
por la Empresa Nacional de Renovación y Desa-
rrollo Urbano, Virgilio Barco Vargas –S.A.S.–, 
según los criterios previstos en el artículo 65 de 
la Ley 388 de 1997 y los demás que determine el 
reglamento del Gobierno Nacional y también para 
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evitar consecuencias lesivas para el Estado, produ-
cidas por las excesiva dilación en las actividades 
de ejecución del plan, programa, proyecto u obra.

La Empresa también podrá ejercer el derecho 
de preferencia para la enajenación de inmuebles 
aplicando en lo que resulte pertinente las disposi-
ciones previstas en la Ley 9ª de 1989, de acuerdo 
con los términos y condiciones que para el efecto 

Artículo 62. Los proyectos de renovación ur-
bana que adelante la Empresa Nacional de Reno-
vación y Desarrollo Urbano, Virgilio Barco Vargas 
- S.A.S. serán adoptados por decreto del alcalde 
municipal o distrital, de conformidad con las nor-
mas que regulan los usos del suelo en el Plan de 
Ordenamiento Territorial, quien aprobará el plan-
teamiento urbanístico general que contendrá las 
normas urbanísticas necesarias para la expedición 
de las licencias urbanísticas, sin que para el efecto 
se tenga que adelantar el trámite de plan parcial 
previsto en la Ley 388 de 1997, según las condi-
ciones que establezca el reglamento del Gobierno 
Nacional.

Artículo 63. Adiciónese al artículo 61 de la 
Ley 388 de 1997 un parágrafo del siguiente tenor. 

“Parágrafo 3º. Los ingresos obtenidos por la 
venta de inmuebles por medio del procedimiento 
de enajenación voluntaria descritos en el presente 
artículo no constituyen renta ni ganancia ocasio-
nal.

Artículo 64. Adiciónese el artículo 52 de la 
Ley 388 de 1997, con el siguiente numeral:

-
blica municipal o distrital o de propiedad privada 
abandonadas, subutilizadas o no utilizadas en más 
de un 60% de su área construida cubierta que no 
sean habilitadas y destinadas a usos lícitos, según 
lo previsto en el Plan de Ordenamiento Territorial 
o los instrumentos que lo desarrollen y comple-
menten, dentro de los dieciocho meses, contados a 
partir de su declaratoria, de acuerdo con los estu-
dios técnicos, sociales y legales que realice la enti-
dad encargada por el alcalde municipal o distrital.

Artículo 65. El Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio rendirá informe anual a las Comisio-
nes Séptimas Constitucionales del Congreso de la 
República sobre la ejecución de los programas de-
sarrollados a partir de la presente ley e indicará la 
forma en que se dé cumplimiento a los indicadores 
para el cumplimiento de las metas programadas.

Artículo 66. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de su promulgación y de-
roga las disposiciones que le sean contrarias, en 
especial el artículo 9° de la Ley 632 de 2000 y el 
artículo 18 de la Ley 1066 de 2006.

Honorables Senadores Dilian Francisca Toro 
Torres, Fernando Tamayo Tamayo, Antonio José 
Correa, Conciliadores Senado; honorables Re-
presentantes Dídier Burgos, Rafael Romero, Juan 
Manuel Valdés Barcha, Conciliadores Cámara.

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 132 DE 2011 SENADO Y 133  

DE 2010 CÁMARA
 

Bogotá, D. C., junio 13 de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente del Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente de la Cámara de Representantes
Ciudad
Estimados Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las Pre-

sidencias del Senado y de Cámara y de conformidad con 
los artículos 161 de la Constitución Política y 186 de la 
Ley 5ª de 1992, los suscritos Senador y Representante 
integrantes de la Comisión Accidental de Conciliación, 
nos permitimos someter, por su conducto, a considera-
ción de Senado y de la Cámara de Representantes para 
continuar el trámite correspondiente, el texto conciliado 
del proyecto de ley de la referencia, que luego de un 
análisis detallado de los textos, cuya aprobación por las 
respectivas plenarias presenta algunas diferencias, he-
mos decidido acoger en su integridad el texto aprobado 
en el honorable Senado de la República ya que en este 
texto se garantiza la constitucionalidad del proyecto, di-
rimiendo de esta manera las discrepancias existentes.

En virtud de lo anterior y para los efectos pertinentes, 
el citado texto conciliado, debidamente numerado, es el 
siguiente:
TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 132 DE 2011 SENADO, 133 DE 2010  
CÁMARA

, aprobado en 
primer debate en la Comisión Sexta del Senado, en las 

sesiones de los días 9 y 15 de mayo de 2012.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El artículo 99 de la Ley 115 de 1994 que-

dará así:
Artículo 99. Puntajes altos en los exámenes de Es-

tado de la Educación Media, ICFES SABER 11. Al 
0,02% de los mejores bachilleres graduados de los 
niveles 1, 2 y 3 del Sisbén en cada uno de los depar-
tamentos del país, que anualmente obtengan los más 
altos puntajes en los exámenes de Estado de la Edu-
cación Media, ICFES SABER 11 se les garantizará el 
ingreso a programas de educación superior en institu-
ciones del Estado. Además de los 50 bachilleres que 
obtengan los más altos puntajes en los exámenes de 
Estado de la educación media, ICFES SABER 11 del 
país sin importar el nivel del Sisbén o su equivalente.

-
res graduados de zona urbana y los diez mejores bachi-
lleres de zonas rurales de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén 
de cada departamento y el Distrito Capital que anual-
mente obtengan los más altos puntajes en los exámenes 
de Estado realizados por el ICFES. Con un incremento 
anual proporcional al número de egresados por región.
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Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional otorgará subsi-

que cubrirán gastos de matrícula y sostenimiento del es-
tudiante por el periodo que dure la carrera.

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional reglamentará 
el presente artículo de tal manera que los cupos que 
se dejen de usar en cada periodo, puedan ser ocupa-
dos por los estudiantes que siguen en la lista de los 
mejores puntajes.

Instituciones de Educación Superior previo cumplimien-
to de los requisitos básicos de admisión de cada una de 
ellas y bajo los criterios establecidos en el artículo 6º del 
Decreto 644 de 2001.

Artículo 2º. El Gobierno Nacional y el Icetex regla-
mentarán en un término no superior a 3 meses, contados 
a partir de la vigencia de esta ley, la aplicación del sub-
sidio en lo dispuesto en la presente ley para efectos de 
garantizar los estímulos consagrados.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de su san-
ción y publicación en el  y deroga las nor-
mas que le sean contrarias.

Cordialmente,
Senador
Alexánder López Maya, Senador de la República; 

Carlos Andrés Amaya Rodríguez, Representante a la 
Cámara por Boyacá.

INFORME DE CONCILIACIÓN  
DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 67  

DE 2010 SENADO, 217 DE 2011 CÁMARA

Laborales y se dictan otras disposiciones en 
materia de Salud Ocupacional.

Bogotá, D. C., 13 de junio de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO
Presidente Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente Cámara de Representantes
Ref.: Informe de conciliación del Proyecto de 

ley número 67 de 2010 Senado, 217 de 2011 Cá-
mara, -
gos Laborales y se dictan otras disposiciones en 
materia de Salud Ocupacional.

Apreciados Presidentes:
De acuerdo con los artículos 161 de la Cons-

titución Política de Colombia y 186 de la Ley 5ª 
de 1992, los suscritos miembros conciliadores 
nombrados por las Mesas Directivas del Senado 
de la República y la Cámara de Representantes, 
nos permitimos proponer a las plenarias de dichas 
corporaciones, el siguiente texto conciliado para 
su aprobación al Proyecto de ley número 67 de 
2010 Senado, 217 de 2011 Cámara, por la cual 

dictan otras disposiciones en materia de Salud 
Ocupacional. Así:

CUADRO COMPARATIVO

TEXTO APROBADO EN SENADO TEXTO CONCILIADO
Laborales y se dictan otras 

disposiciones en materia de Salud Ocupacional. disposiciones en materia de Salud Ocupacional.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
El Congreso de Colombia

DECRETA:

Sistema General de Riesgos Laborales: Es el conjunto de entidades públi-
cas y privadas, normas y procedimientos, destinados a prevenir, proteger y 
atender a los trabajadores de los efectos de las enfermedades y los acciden-
tes que puedan ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo que 
desarrollan.
Las disposiciones vigentes de salud ocupacional relacionadas con la preven-
ción de los accidentes de trabajo y enfermedades laborales y el mejoramien-
to de las condiciones de trabajo, hacen parte integrante del Sistema General 
de Riesgos Laborales.
Salud Ocupacional: Se entenderá en adelante como Seguridad y Salud en 

de las lesiones y enfermedades causadas por las condiciones de trabajo, 
y de la protección y promoción de la salud de los trabajadores. Tiene por 
objeto mejorar las condiciones y el medio ambiente de trabajo, así como 
la salud en el trabajo, que conlleva la promoción y el mantenimiento del 
bienestar físico, mental y social de los trabajadores en todas las ocupa-
ciones.
Programa de Salud Ocupacional: en lo sucesivo se entenderá como el Siste-
ma de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST. Este Sistema 
consiste en el desarrollo de un proceso lógico y por etapas, basado en la 

la aplicación, la evaluación, la auditoría y las acciones de mejora con el 
objetivo de anticipar, reconocer, evaluar y controlar los riesgos que puedan 
afectar la seguridad y salud en el trabajo

-
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Artículo 1°. Modifíquese el artículo 13 del Decreto-ley 1295 de 1994, el 
cual quedará así:
Artículo 13. -
sionales:
a) En forma obligatoria:
1. Los trabajadores dependientes nacionales o extranjeros, vinculados me-
diante contrato de trabajo o como servidores públicos; las personas vincula-
das a través de un contrato formal de prestación de servicios personales con 
entidades o instituciones públicas o privadas, tales como contratos civiles, 
comerciales o administrativos, con una duración superior a un mes y con 
precisión de las situaciones de tiempo, modo y lugar en que se realiza dicha 
prestación.
2. Las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado son responsa-

trabajadores asociados. Para tales efectos le son aplicables todas las disposi-
ciones legales vigentes sobre la materia para trabajadores dependientes y de 
igual forma le son aplicables las obligaciones en materia de salud ocupacio-
nal, incluyendo la conformación del COPASO.

3. Los jubilados o pensionados, que se reincorporen a la fuerza laboral como 
trabajadores dependientes, vinculados mediante contrato de trabajo o como 
servidores públicos, y
4. Los estudiantes de todos los niveles académicos de instituciones educa-

de ingreso para la respectiva institución o cuyo entrenamiento o actividad 
formativa es requisito para la culminación de sus estudios, e involucra un 
riesgo ocupacional, de conformidad con la reglamentación que para el efecto 
se expida dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley.

5. Los docentes de todas las instituciones de enseñanza pública vinculados 
con el Estado mediante acto administrativo, ya sea que se encuentren en 
carrera docente o en provisionalidad, del orden nacional, departamental y 
municipal, sin afectación de su régimen prestacional especial y con cargo al 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio.
6. Los trabajadores independientes que laboren en actividades catalogadas 
por el Ministerio de la Protección como de alto riesgo deberán obligatoria-

b) En forma voluntaria:
Los trabajadores independientes, diferentes de los establecidos en el literal 
a) del presente artículo, de conformidad con la reglamentación que para tal 
efecto expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo 1°. En la reglamentación que expida el Gobierno Nacional para 
la vinculación de estos trabajadores se adoptarán todas las obligaciones del 
Sistema de Riesgos Profesionales que les sean aplicables y con precisión de 
las situaciones de tiempo, modo y lugar en que se realiza dicha prestación.
Parágrafo 2°. En la reglamentación que expida el Gobierno Nacional en 

-
cial por intermedio de agremiaciones o asociaciones sin ánimo de lucro, por 

la Protección Social.

Parágrafo 3°. -
tista correrá por cuenta del contratante.

Parágrafo 4°. El Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio realizará 
los ajustes que sean necesarios para que la cobertura de los docentes en ries-
gos profesionales y salud ocupacional no afecte su funcionamiento.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 13 del Decreto-ley 1295 de 1994, el 
cual quedará así:
Artículo 13. -
rales:
a) En forma obligatoria:
1. Los trabajadores dependientes nacionales o extranjeros, vinculados me-
diante contrato de trabajo escrito o verbal y los servidores públicos; las per-
sonas vinculadas a través de un contrato formal de prestación de servicios 
con entidades o instituciones públicas o privadas, tales como contratos ci-
viles, comerciales o administrativos, con una duración superior a un mes y 
con precisión de las situaciones de tiempo, modo y lugar en que se realiza 
dicha prestación.
2. Las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado son responsa-

trabajadores asociados. Para tales efectos le son aplicables todas las disposi-
ciones legales vigentes sobre la materia para trabajadores dependientes y de 
igual forma le son aplicables las obligaciones en materia de salud ocupacio-
nal, incluyendo la conformación del Comité Paritario de Salud Ocupacional 
(COPASO).
3. Los jubilados o pensionados, que se reincorporen a la fuerza laboral como 
trabajadores dependientes, vinculados mediante contrato de trabajo o como 
servidores públicos.
4. Los estudiantes de todos los niveles académicos de instituciones educa-

de ingreso para la respectiva institución o cuyo entrenamiento o actividad 
formativa es requisito para la culminación de sus estudios, e involucra un 
riesgo ocupacional, de conformidad con la reglamentación que para el efecto 
se expida dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley por 
parte de los Ministerios de Salud y Protección Social.

5. Los trabajadores independientes que laboren en actividades catalogadas 

será por cuenta del contratante.
-

quen fuente de ingreso para la institución.
7. Los miembros activos del Subsistema Nacional de primera respuesta y el 

con la normatividad pertinente.
b) En forma voluntaria:
Los trabajadores independientes y los informales, diferentes de los estable-
cidos en el literal a) del presente artículo, podrán cotizar al Sistema de Rie-
gos Laborales siempre y cuando coticen también al régimen contributivo en 
salud y de conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida el 
Ministerio de Salud y Protección Social en coordinación con el Ministerio 
del Trabajo en la que se establecerá el valor de la cotización según el tipo de 
riesgo laboral al que está expuesta esta población.
Parágrafo 1º. En la reglamentación que se expida para la vinculación de 
estos trabajadores se adoptarán todas las obligaciones del Sistema de Ries-
gos Laborales que les sean aplicables y con precisión de las situaciones de 
tiempo, modo y lugar en que se realiza dicha prestación.
Parágrafo 2º. En la reglamentación que expida el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social en coordinación con el Ministerio del Trabajo en relación con 

-
medio de agremiaciones o asociaciones sin ánimo de lucro, por profesión, 

Protección Social.
Parágrafo 3º. Para la realización de actividades de prevención, promoción 
y Salud Ocupacional en general, el trabajador independiente se asimila al 

cuenta del contratante y el pago por cuenta del contratista; salvo lo estipula-
do en el numeral seis (6) de este mismo artículo.
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Artículo 2°. Accidente de trabajo. Es accidente de trabajo todo suceso repen-
tino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el 
trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional o psiquiátrica, una 
invalidez o la muerte.
Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de 
órdenes del empleador, o durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, 
aun fuera del lugar y horas de trabajo.

Artículo 3º. Accidente de trabajo. Es accidente de trabajo todo suceso repen-
tino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el 
trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional o psiquiátrica, una 
invalidez o la muerte.
Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de 
órdenes del empleador, o contratante durante la ejecución de una labor bajo su 
autoridad, aun fuera del lugar y horas de trabajo.
Igualmente se considera accidente de trabajo el que se produzca durante el 
traslado de los trabajadores o contratistas desde su residencia a los lugares de 
trabajo o viceversa, cuando el transporte lo suministre el empleador.
También se considerará como accidente de trabajo el ocurrido durante el ejercicio 
de la función sindical aunque el trabajador se encuentre en permiso sindical siem-
pre que el accidente se produzca en cumplimiento de dicha función.
De igual forma se considerará accidente de trabajo el que se produzca por la ejecu-
ción de actividades recreativas, deportivas o culturales, cuando se actúe por cuenta 
o en representación del empleador o de la empresa usuaria cuando se trate de 
trabajadores de empresas de servicios temporales que se encuentren en misión.

Artículo 3°. Enfermedad profesional. Es enfermedad profesional la contraída 
como resultado de la exposición a factores de riesgo inherentes a la actividad 
laboral o del medio en el que el trabajador se ha visto obligado a trabajar. El 
Gobierno Nacional, determinará, en forma periódica, las enfermedades que se 
consideran como profesionales -
gure en la tabla de enfermedades profesionales, pero se demuestre la relación 
de causalidad con los factores de riesgo ocupacionales será reconocida como 
enfermedad profesional, conforme lo establecido en las normas legales vigentes.
Parágrafo. El Gobierno Nacional, oído el concepto del Consejo Nacional de 
Riesgos Profesionales, determinará, en forma periódica, las enfermedades que 
se consideran como profesionales.

Artículo 4º. Enfermedad laboral. Es enfermedad laboral la contraída como 
resultado de la exposición a factores de riesgo inherentes a la actividad laboral 
o del medio en el que el trabajador se ha visto obligado a trabajar. El Gobierno 
Nacional, determinará, en forma periódica, las enfermedades que se conside-

de enfermedades laborales, pero se demuestre la relación de causalidad con los 
factores de riesgo ocupacionales será reconocida como enfermedad laboral, 
conforme lo establecido en las normas legales vigentes.
Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional, previo concepto del Consejo Nacional 
de Riesgos Laborales, determinarán, en forma periódica, las enfermedades que 
se consideran como laborales.
Parágrafo 2º. Para tal efecto, El Ministerio de la Salud y Protección Social 
y el Ministerio de Trabajo, realizará una actualización de la tabla de enfer-
medades laborales por lo menos cada tres (3) años atendiendo a los estudios 

Artículo 4°. Ingreso base de liquidación. Se entiende por ingreso base para 
liquidar las prestaciones económicas lo siguiente:
a) Para accidentes de trabajo
El promedio de los seis (6) meses anteriores al accidente de trabajo, o frac-
ción de meses, si el tiempo laborado en esa empresa fuese inferior a la base 
de cotización declarada e inscrita en la Entidad Administradora de Riesgos 

b)Para enfermedad profesional
El promedio del último año, o fracción de año, de la base de cotización obte-

enfermedad profesional.

trabajador se encuentre desvinculado de la empresa se tomará el promedio del 
último año, o fracción de año si el tiempo laborado fuese inferior, de la base de 
cotización declarada e inscrita en la última Entidad Administradora de Riesgos 

Parágrafo. Las sumas de dinero que las Entidades Administradoras de Ries-
gos Profesionales deben pagar por concepto de prestaciones económicas de-

el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE.

Artículo 5º. Ingreso base de liquidación. Se entiende por ingreso base para 
liquidar las prestaciones económicas lo siguiente:
a) Para accidentes de trabajo
El promedio del Ingreso Base de Cotización (IBC) de los seis (6) meses ante-
riores a la ocurrencia al accidente de trabajo, o fracción de meses, si el tiempo 
laborado en esa empresa fuese inferior a la base de cotización declarada e 
inscrita en la Entidad Administradora de Riesgos Laborales a la que se en-

b)Para enfermedad laboral
El promedio del último año, o fracción de año, del Ingreso Base de Cotización 

de la enfermedad laboral.

trabajador se encuentre desvinculado de la empresa se tomará el promedio 
del último año, o fracción de año si el tiempo laborado fuese inferior, del 
Ingreso Base de Cotización (IBC) declarada e inscrita en la última Entidad 

Parágrafo 1º. Las sumas de dinero que las Entidades Administradoras de 
Riesgos Laborales deben pagar por concepto de prestaciones económicas 
deben indexarse, con base en el Índice de Precios al Consumidor (IPC) al 

de Estadística, DANE.
Parágrafo 2º. Para el caso del pago del subsidio por incapacidad temporal, la 
prestación será reconocida con base en el último (IBC) pagado a la Entidad Ad-
ministradora de Riesgos Laborales anterior al inicio de la incapacidad médica las 
Administradoras de Riesgos Laborales deberán asumir el pago de la cotización a 
pensiones y salud, correspondiente a los empleadores o de los trabajadores inde-
pendientes, durante los períodos de incapacidad temporal y hasta por un Ingreso 
Base de Cotización equivalente al valor de la incapacidad. La proporción será la 
misma establecida para estos sistemas en la Ley 100 de 1993.
Parágrafo 3°. El pago de la incapacidad temporal será asumido por las Entida-
des Promotoras de Salud,
oportunidad sea común; o por la Administradora de Riesgos Laborales en caso 

controversia continuarán cubriendo dicha incapacidad temporal de esta manera 

si se apela a esta, cuando el pago corresponda a la Administradora de Riesgos 
Laborales y esté en controversia, esta pagará el mismo porcentaje estipulado por 
la normatividad vigente para el régimen contributivo del Sistema General de Se-

-
lizarse los respectivos rembolsos y la ARP reconocerá al trabajador la diferencia 

Parágrafo 4°. El subsidio económico por concepto favorable de rehabilitación 
a cargo de la Administradora del Fondo de Pensiones se reconocerá en los 
términos del artículo 142 del Decreto-ley 19 de 2012 o la norma que lo mo-
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Artículo 5º. Monto de las cotizaciones. El monto de las cotizaciones no podrá ser 
inferior al 0.348%, ni superior al 8.7%, de la base de cotización de los trabajado-
res y su pago estará a cargo del respectivo empleador.
El Gobierno Nacional adoptará la tabla de cotizaciones mínimas y máximas para 
cada clase de riesgo.

Artículo 6º. Monto de las cotizaciones. El monto de las cotizaciones para el caso 
de los trabajadores vinculados mediante contratos de trabajo o como servidores 
públicos no podrá ser inferior al 0.348%, ni superior al 8.7%, del Ingreso Base 
de Cotización (IBC) de los trabajadores y su pago estará a cargo del respectivo 
empleador.
El mismo porcentaje del monto de las cotizaciones se aplicará para las personas 
vinculadas a través de un contrato formal de prestación de servicios personales, 

-
tratista, exceptuándose lo estipulado en literal a) numeral 5 del artículo primero 
de esta ley.
El Ministerio del Trabajo en coordinación con el Ministerio de Salud y Protec-
ción Social en lo de su competencia adoptarán la tabla de cotizaciones mínimas 
y máximas para cada clase de riesgo, así como las formas en que una empresa 
pueda lograr disminuir o aumentar los porcentajes de cotización de acuerdo a su 
siniestralidad, severidad y cumplimiento del Sistema de Gestión de la Seguridad 
y Salud en el Trabajo SG-SST.

Artículo 6°. Efectos por el no pago de aportes al Sistema General de Riesgos 
Profesionales. La mora en el pago de aportes al Sistema General de Riesgos Pro-

automática de los trabajadores.

En el evento en que el empleador se encuentre en mora de efectuar sus aportes 
al Sistema General de Riesgos Profesionales, será responsable de los gastos en 
que incurra la Entidad Administradora de Riesgos Profesionales por causa de 
las prestaciones asistenciales otorgadas a los trabajadores, así como del pago de 
los aportes en mora con sus respectivos intereses y el pago de las prestaciones 
económicas a que hubiere lugar.
La liquidación, debidamente soportada, que realicen las Entidades Administrado-
ras de Riesgos Profesionales por concepto de Prestaciones otorgadas, cotizacio-
nes adeudadas e intereses por mora, prestará mérito ejecutivo.

obligación de pagar los aportes correspondientes dentro del término estipulado en 
las normas legales vigentes. Para tal efecto, la Entidad Administradora de Riesgos 
Profesionales respectiva, deberá enviar a la última dirección conocida de la empre-

mes después del no pago de los aportes. La comunicación constituirá a la empresa 

los Trabajadores en Comité Paritario de Salud Ocupacional (COPASO).
Si pasados dos (2) meses desde la fecha de registro de la comunicación continúa la 
mora, la Administradora de Riesgos Profesionales puede abstenerse de aceptar la 

comunicándolo así al Empleador, de lo cual dará aviso a la Dirección Territorial 
correspondiente del Ministerio de la Protección Social para los efectos pertinentes.
La administradora deberá llevar el consecutivo de registro de radicación de los 
anteriores avisos.

Parágrafo 1°. Cuando la Entidad Administradora de Riesgos Profesionales, una 
vez agotados todos los medios necesarios para efectos de recuperar las sumas 
adeudadas al Sistema General de Riesgos Profesionales, compruebe que ha sido 

-
formidad con las normas vigentes sobre la materia, podrá dar por terminada la 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio, de la responsabilidad del empleador de asumir los 
riesgos profesionales de sus trabajadores en caso de mora en el pago de las primas 
o cotizaciones obligatorias, corresponde a todas las entidades administradoras de 
riesgos profesionales adelantar las acciones de cobro coactivo, previa constitu-
ción de la empresa o empleador en mora y previo el requerimiento escrito donde 
se consagre el valor adeudado y el número de trabajadores afectados.

El Gobierno dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente 
ley, dará las instrucciones, mecanismos, facultades y recomendaciones para ejer-
cer el cobro coactivo, para lo cual las administradoras de riesgos profesionales 

propio o contratado, con cobertura nacional y regional. Para tal efecto, la liqui-
dación mediante la cual la administradora de riesgos profesionales determine el 
valor adeudado, prestará mérito ejecutivo, y los honorarios, gastos y costas del 
proceso serán asumidos por el empleador. El Gobierno Nacional reglamentará 
la materia.

Artículo 7º. Efectos por el no pago de aportes al Sistema General de Riesgos La-
borales. La mora en el pago de aportes al Sistema General de Riesgos Laborales 
durante la vigencia de la relación laboral y del contrato de prestación de servicios, 

En el evento en que el empleador y/o contratista se encuentre en mora de efectuar 
sus aportes al Sistema General de Riesgos Laborales, será responsable de los 
gastos en que incurra la Entidad Administradora de Riesgos Laborales por causa 
de las prestaciones asistenciales otorgadas, así como del pago de los aportes en 
mora con sus respectivos intereses y el pago de las prestaciones económicas a 
que hubiere lugar.
La liquidación, debidamente soportada, que realicen las Entidades Administra-
doras de Riesgos Laborales por concepto de Prestaciones otorgadas, cotizaciones 
adeudadas e intereses por mora, prestará mérito ejecutivo.

obligación de pagar los aportes correspondientes dentro del término estipulado en 
las normas legales vigentes. Para tal efecto, la Entidad Administradora de Riesgos 
Laborales respectiva, deberá enviar a la última dirección conocida de la empresa 

mayor a un (1) mes después del no pago de los aportes. La comunicación cons-

deberá enviarse al representante de los Trabajadores en Comité Paritario de Salud 
Ocupacional (COPASO).
Si pasados dos (2) meses desde la fecha de registro de la comunicación continúa 
la mora, la Administradora de Riesgos Laborales dará aviso a la Empresa y a la 
Dirección Territorial correspondiente del Ministerio del Trabajo para los efectos 
pertinentes.

La administradora deberá llevar el consecutivo de registro de radicación de los 
anteriores avisos, así mismo la empresa reportada en mora no podrá presentarse a 
procesos de contratación estatal.
Parágrafo 1°. Cuando la Entidad Administradora de Riesgos Laborales, una vez ago-
tados todos los medios necesarios para efectos de recuperar las sumas adeudadas al 
Sistema General de Riesgos Laborales, compruebe que ha sido cancelado el registro 

y obren en su poder las pruebas pertinentes, de conformidad con las normas vigentes 

desconocer las prestaciones asistenciales y económicas de los trabajadores de dicha 
empresa, a que haya lugar de acuerdo a la normatividad vigente como consecuencia 

Parágrafo 2º. Sin perjuicio de la responsabilidad del empleador de asumir los 
riesgos laborales de sus trabajadores en caso de mora en el pago de las primas 
o cotizaciones obligatorias y de la que atañe al propio contratista, corresponde a 
todas las entidades administradoras de riesgos laborales adelantar las acciones 
de cobro, previa constitución de la empresa, empleador o contratista en mora 
y el requerimiento escrito donde se consagre el valor adeudado y el número de 
trabajadores afectados.
Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la administradora de riesgos labo-
rales determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo.

Parágrafo 3°. 
seguimiento y control sobre las acciones de determinación, cobro, cobro persuasi-
vo y recaudo que deban realizar las Administradoras de Riesgos Laborales.
Parágrafo 4°. Los Ministerios del Trabajo y Salud reglamentarán la posibilidad 

o algunos sectores de manera anticipada.
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Artículo 7°. Reporte de información de actividades de promoción y preven-
ción. La Entidad Administradora de Riesgos Profesionales deberá presentar 
un reporte de las actividades que se vayan desarrollando en sus empresas 

durante el año en promoción y prevención al Ministerio de la Pro-
tección Social, para efectos de su seguimiento y cumplimiento conforme 
a las directrices establecidas por parte de la Dirección General de Riesgos 
Profesionales o quien haga sus veces.

Este reporte deberá ser presentado semestralmente a las Direcciones Territo-

del cumplimiento.
El incumplimiento de los programas de promoción y prevención de acuerdo 
con las directrices de la Dirección General de Riesgos Profesionales aca-
rreará multa de hasta quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes. Multas graduales de acuerdo a la gravedad de la infracción y si-
guiendo siempre el debido proceso.

Parágrafo. En caso de incumplimiento de los programas de promoción y 
prevención el empleador informará a la Dirección General de Riesgos Profe-

correspondiente.

Artículo 8º. Reporte de información de actividades y resultados de promo-
ción y prevención. La Entidad Administradora de Riesgos Laborales deberá 
presentar al Ministerio del Trabajo un reporte de actividades que se desarro-

términos del control de los riesgos más prevalentes en promoción y de las 
reducciones logradas en las tasas de accidentes y enfermedades laborales 
como resultado de sus medidas de prevención. Dichos resultados serán el 
referente esencial para efectos de la variación del monto de la cotización, el 
seguimiento y cumplimiento se realizarán conforme a las directrices estable-
cidas por parte del Ministerio del Trabajo.
Este reporte deberá ser presentado semestralmente a las Direcciones Terri-

-
plimiento.
El incumplimiento de los programas de promoción de la salud y prevención 

-
nisterio de la Salud y Protección Social y el Ministerio de Trabajo, acarreará 
multa de hasta quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes 
a la fecha en que se imponga la misma. Las multas serán graduales de acuer-
do a la gravedad de la infracción y siguiendo siempre el debido proceso, las 
cuales irán al Fondo de Riesgos Laborales, conforme a lo establecido en el 
sistema de garantía de calidad en riesgos laborales.
Parágrafo 1º. En caso de incumplimiento de Administradoras de Riesgos 
Laborales de los servicios de promoción y prevención establecidos en la 
normatividad vigente, el empleador o contratante informará a la Dirección 

-
pondiente, cuya segunda instancia será la Dirección de Riesgos Laborales 
del Ministerio del Trabajo.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 66 del Decreto-ley 1295 de 1994, el 
cual quedará así:
Artículo 66. Supervisión de las empresas de alto riesgo. Las Entidades 
Administradoras de Riesgos Profesionales y el Ministerio de la Protección 
Social, supervisarán en forma prioritaria directamente o a través de terceros 
idóneos acreditados para el efecto, a las empresas de alto riesgo, especial-
mente en la aplicación del Programa de Salud Ocupacional según el Sistema 
de Garantía de Calidad, los Sistemas de Control de Riesgos Profesionales y 
las Medidas Especiales de Prevención y Promoción.

Artículo 9º. Modifíquese el artículo 66 del Decreto-ley 1295 de 1994, el 
cual quedará así:
Artículo 66. Supervisión de las empresas de alto riesgo. Las Entidades Ad-
ministradoras de Riesgos Laborales y el Ministerio del Trabajo, supervisa-
rán en forma prioritaria y directamente o a través de terceros idóneos, a las 
empresas de alto riesgo, especialmente en la aplicación del Programa de 
Salud Ocupacional según el Sistema de Garantía de Calidad, los Sistemas 
de Control de Riesgos Laborales y las Medidas Especiales de Promoción y 
Prevención.
Las empresas donde se procese, manipule o trabaje con sustancias tóxicas o 
cancerígenas o con agentes causantes de enfermedades incluidas en la tabla 
de enfermedades laborales de que trata el artículo 3º de la presente ley, debe-
rán cumplir con un número mínimo de actividades preventivas de acuerdo a 
la reglamentación conjunta que expida el Ministerio del Trabajo y de Salud 
y Protección Social.

Artículo 9°. Fortalecimiento de la prevención de los riesgos profesionales 
en las micro y pequeñas empresas en el país. Las Entidades Administradoras 
de Riesgos Profesionales fortalecerán las actividades de promoción y pre-
vención en las micro y pequeñas empresas que presentan alta siniestralidad 

en los cuales las Entidades Administradoras de Riesgos Profesionales focali-
zarán sus acciones de promoción y prevención de manera que se fortalezcan 
estas actividades en las micro y pequeñas empresas. Serán criterios técnicos 

empresas y la frecuencia, severidad y causa de los accidentes y enfermeda-
des profesionales en estas empresas.

Parágrafo. Dentro de las campañas susceptibles de reproducción en medios 
físicos o electrónicos y actividades generales de promoción y prevención de 
riesgos profesionales que realizan periódicamente las Entidades Adminis-
tradoras de Riesgos Profesionales se involucrarán a trabajadores del sector 
informal de la economía.

Artículo 10. Fortalecimiento de la prevención de los riesgos laborales en 
las micro y pequeñas empresas en el país. Las Entidades Administradoras de 
Riesgos Laborales fortalecerán las actividades de promoción y prevención 
en las micro y pequeñas empresas que presentan alta siniestralidad o están 

cuales las Entidades Administradoras de Riesgos Laborales focalizarán sus 
acciones de promoción y prevención de manera que se fortalezcan estas ac-
tividades en las micro y pequeñas empresas, para lo cual se tendrá en cuenta 
la frecuencia, severidad y causa de los accidentes y enfermedades laborales 

Parágrafo. Dentro de las campañas susceptibles de reproducción en me-
dios físicos o electrónicos y actividades generales de promoción y pre-
vención de riesgos laborales que realizan periódicamente las Entidades 
Administradoras de Riesgos Laborales se involucrarán a trabajadores del 
sector informal de la economía, bajo la vigilancia y control del Ministe-
rio de Trabajo.

Artículo 10. Servicios de Promoción y Prevención. Las actividades mínimas 
de promoción y prevención en el Sistema General de Riesgos Profesionales 
por parte de las Entidades Administradoras de Riesgos Profesionales serán 
las siguientes:

1. Actividades básicas para las empresas del cinco por ciento (5%) de la 
cotización, como mínimo serán las siguientes:
a) Programas, campañas y acciones de educación y prevención dirigidas a 

-
mentos técnicos en salud ocupacional, expedidos por el Gobierno Nacional;

Artículo 11. Servicios de Promoción y Prevención. Del total de la cotización 
las actividades mínimas de promoción y prevención en el Sistema General 
de Riesgos Laborales por parte de las Entidades Administradoras de Riesgos 
Laborales serán las siguientes:
1. Actividades básicas programadas y evaluadas conforme a los indicadores 
de Riesgos Laborales para las empresas correspondientes al cinco por ciento 
(5%) del total de la cotización, como mínimo serán las siguientes:
a) Programas, campañas y acciones de educación y prevención dirigidas a 

-
glamentos técnicos en salud ocupacional, expedidos por el Ministerio del 
Trabajo;



Página 26 Miércoles, 13 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  354

TEXTO APROBADO EN SENADO TEXTO CONCILIADO
b) Programas, campañas y acciones de educación y prevención, dirigidas 

nivel básico del plan de trabajo anual de su Programa de Salud Ocupa-
cional;
c) Asesoría técnica básica para el diseño del Programa de Salud Ocupacional 
y el plan de trabajo anual de todas las empresas;
d) Capacitación básica para el montaje de la brigada de emergencias, prime-
ros auxilios y sistema de calidad en salud ocupacional.
e) Capacitación a los miembros del comité paritario de salud ocupacional en 
aquellas empresas con un número mayor de 10 trabajadores, o a los vigías 
ocupacionales, quienes cumplen las mismas funciones de salud ocupacional, 
en las empresas con un número menor de 10 trabajadores;
f) Fomento de estilos de trabajo y de vida saludables, de acuerdo con los 

g) Investigación de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 

2. Del noventa y cuatro por ciento (94%) de la cotización, la entidad admi-
nistradora de riesgos profesionales destinará como mínimo el diez por ciento 
(10%) para lo siguiente:
a) Desarrollo de programas regulares de prevención y control de riesgos 

el desarrollo de actividades para el control de los riesgos, el desarrollo de 
los sistemas de vigilancia epidemiológica y la evaluación y formulación de 
ajustes al plan de trabajo anual de las empresas. Los dos objetivos principa-
les de esta obligación son: el monitoreo permanente de las condiciones de 
trabajo y salud, y el control efectivo del riesgo.
c) Las administradoras de riesgos profesionales deben desarrollar progra-
mas, campañas, crear o implementar mecanismos y acciones para prevenir 
los daños secundarios y secuelas en caso de incapacidad permanente parcial 
e invalidez, para lograr la rehabilitación integral, procesos de readaptación 
y reubicación laboral;
d) Diseño y asesoría en la implementación de áreas, puestos de trabajo, ma-
quinarias, equipos y herramientas para los procesos de reinserción laboral, 
con el objeto de intervenir y evitar los accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales;
e) Las entidades administradoras de riesgos profesionales podrán establecer 

riesgo en la fuente y en el medio ambiente laboral, para lo cual podrán ad-
quirir, fabricar, arrendar y vender los equipos y materiales necesarios, con-
cediendo créditos debidamente garantizados y con la tasa de interés más baja 
establecida por la Superintendencia Financiera, al momento de otorgarse el 
crédito.

vigilado y controlado por la Superintendencia Financiera.
3. El 1% se destinará para el Fondo de Riesgos Profesionales.

Parágrafo 1º. Las administradoras de riesgos profesionales no pueden des-
-

ponden al empleador, y deben otorgar todos los servicios de promoción y 
prevención sin ninguna discriminación, bajo el principio de la solidaridad, 
sin tener en cuenta el monto de la cotización o el número de trabajadores 

Parágrafo 2º. En todas las ciudades o municipios donde existan trabajado-
-

ras de riesgos profesionales deben desarrollar las actividades de promoción 
y prevención con un grupo interdisciplinario capacitado y con licencia de 
salud ocupacional propio o contratado bajo su responsabilidad.

Parágrafo 3º. La Entidad Administradora de Riesgos Profesionales debe-
rá presentar un plan con programas, metas y monto de los recursos que se 
vayan a desarrollar durante el año en promoción y prevención, al Ministe-
rio de la Protección Social para efectos de su seguimiento y cumplimiento 
conforme a las directrices establecidas por la Dirección General de Riesgos 
Profesionales.

b) Programas, campañas y acciones de educación y prevención, dirigidas 

nivel básico del plan de trabajo anual de su Programa de Salud Ocupa-
cional;
c) Asesoría técnica básica para el diseño del Programa de Salud Ocupacional 
y el plan de trabajo anual de todas las empresas;
d) Capacitación básica para el montaje de la brigada de emergencias, prime-
ros auxilios y sistema de calidad en salud ocupacional.
e) Capacitación a los miembros del comité paritario de salud ocupacional en 
aquellas empresas con un número mayor de 10 trabajadores, o a los vigías 
ocupacionales, quienes cumplen las mismas funciones de salud ocupacional, 
en las empresas con un número menor de 10 trabajadores;
f) Fomento de estilos de trabajo y de vida saludables, de acuerdo con los 

g) Investigación de los accidentes de trabajo y enfermedades laborales que 

2. Del noventa y dos por ciento (92%) del total de la cotización, la Entidad 
Administradora de Riesgos Laborales destinará como mínimo el diez por 
ciento (10%) para lo siguiente:
a) Desarrollo de programas regulares de prevención y control de riesgos 

el desarrollo de actividades para el control de los riesgos, el desarrollo de 
los sistemas de vigilancia epidemiológica y la evaluación y formulación de 
ajustes al plan de trabajo anual de las empresas. Los dos objetivos principa-
les de esta obligación son: el monitoreo permanente de las condiciones de 
trabajo y salud, y el control efectivo del riesgo;
c) Las administradoras de riesgos laborales deben desarrollar programas, 
campañas, crear o implementar mecanismos y acciones para prevenir los 
daños secundarios y secuelas en caso de incapacidad permanente parcial e 
invalidez, para lograr la rehabilitación integral, procesos de readaptación y 
reubicación laboral;
d) Diseño y asesoría en la implementación de áreas, puestos de trabajo, ma-
quinarias, equipos y herramientas para los procesos de reinserción laboral, 
con el objeto de intervenir y evitar los accidentes de trabajo y enfermedades 
Laborales;
e) Suministrar asesoría técnica para la realización de estudios evaluativos de 
higiene ocupacional o industrial, diseño e instalación de métodos de control 
de ingeniería, según el grado de riesgo, para reducir la exposición de los 
trabajadores a niveles permisibles.
La Superintendencia Financiera, podrá reducir el porcentaje del diez por 

reservas para cubrir los siniestros por parte de las Entidades Administrado-
ras de Riesgos laborales.
3. Hasta el tres (3%) del total de la cotización se destinará para el Fondo 
de Riesgos Laborales. El Gobierno Nacional a través de los Ministerios de 

-
riación. El estudio podrá ser contratado con recursos del Fondo de Riesgos 
Laborales.
Parágrafo 1º. Las administradoras de riesgos laborales no pueden desplazar 

empleador, y deben otorgar todos los servicios de promoción y prevención 
sin ninguna discriminación, bajo el principio de la solidaridad, sin tener en 

Parágrafo 2º. En todas las ciudades o municipios donde existan trabajado-

de riesgos Laborales deben desarrollar las actividades de promoción y pre-
vención con un grupo interdisciplinario capacitado y con licencia de salud 
ocupacional propio o contratado bajo su responsabilidad. Para ampliar la 
cobertura, la ejecución de dichas actividades podrá realizarse a través de 
esquemas de acompañamiento virtual y de tecnologías informáticas y de la 
comunicación, sin perjuicio del seguimiento personal que obligatoriamente 
respalde dicha gestión.
Parágrafo 3º. La Entidad Administradora de Riesgos Laborales deberá pre-
sentar un plan con programas, metas y monto de los recursos que se vayan 
a desarrollar durante el año en promoción y prevención, al Ministerio de 
Trabajo para efectos de su seguimiento y cumplimiento conforme a las di-
rectrices establecidas por la Dirección de Riesgos Profesionales de ahora en 
adelante Dirección de Riesgos Laborales.
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Parágrafo 4º. Los gastos de administración de las Entidades Administrado-
ra s de Riesgos Profesionales serán limitados, previo estudio, por el Consejo 
Nacional de Riegos Profesionales.

Parágrafo 5º. Las labores de intermediación de seguros, en el ramo de ries-
gos profesionales, se encuentran reservadas legalmente, en cabeza de los 
corredores de seguros vigilados por la Superintendencia Financiera y de las 
agencias y los agentes de seguros que, previa acreditación de su idoneidad 
profesional y de la infraestructura humana y operativa requerida para el 
efecto, se inscriban ante el Ministerio de la Protección Social.
Las Administradoras de Riesgos Profesionales no podrán pagar remunera-
ción alguna a personas distintas de las señaladas en el párrafo anterior, por 
las labores propias de la intermediación de seguros. Se considera como prác-
tica no autorizada la contravención de este precepto, cuya infracción será 
sancionada por la Superintendencia Financiera, en la forma establecida en el 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.
El Gobierno Nacional expedirá, dentro de los tres meses siguientes a la pro-

los cuales se acreditará la idoneidad profesional y la infraestructura humana 

Parágrafo 4º. Los gastos de administración de las Entidades Administrado-
ras de Riesgos Laborales serán limitados. El Ministerio del Trabajo podrá 

-
gos Laborales acorde con variables como tamaño de empresa, número de 
trabajadores, clase de riesgo, costos de operación necesarios para garantizar 
el cumplimiento de las normas legales vigentes, entre otras.
Parágrafo 5º. La labor de intermediación de seguros será voluntaria en el 
ramo de riesgos laborales, y estará reservada legalmente a los corredores 
de seguros, a las agencias y agentes de seguros, que acrediten su idoneidad 
profesional y la infraestructura humana y operativa requerida en cada cate-
goría para el efecto, quienes se inscribirán ante el Ministerio del Trabajo. 
Quien actúe en el rol de intermediación, ante el mismo empleador no podrá 
recibir remuneración adicional de la administradora de riesgos laborales, por 
la prestación de servicios asistenciales o preventivos de salud ocupacional.
En caso que se utilice algún intermediario, se deberá sufragar su remune-
ración con cargo a los recursos propios de la Administradora de Riesgos 
Laborales.

Artículo 11. Objeto del Fondo de Riesgos Profesionales. Modifíquese el ar-
tículo 22 de la Ley 776 de 2002, que sustituyó el artículo 88 del Decreto-ley 
1295 de 1994, el cual quedará así:
El Fondo de Riesgos Profesionales tiene por objeto:
a) Adelantar estudios, campañas y acciones de educación, prevención e in-
vestigación de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en 
todo el territorio nacional;

b) Adelantar estudios, campañas y acciones de educación, prevención e in-
vestigación de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en la 
población vulnerable del territorio nacional;

el desarrollo del Sistema General de Riesgos Profesionales, así como para 
crear e implementar un sistema único de información del Sistema y un Sis-
tema de Garantía de Calidad de la Gestión del Sistema de Riesgos Profe-
sionales;
d) Otorgar un incentivo económico de subsidio a la cotización al sistema 
general de riesgos profesionales, de los trabajadores independientes infor-

-
dad económica y de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno 
Nacional, a efectos de promover e impulsar políticas en el proceso de forma-
lización laboral y de emprendimiento; el incentivo económico de subsidio a 
la cotización que se otorgue no podrá ser mayor a un año.

El Consejo Nacional de Riesgos Profesionales de acuerdo con los recursos 
-

En ningún caso la aplicación de los recursos del fondo que trata el numeral 
d), podrá superar el treinta por ciento (30%) de los ingresos que recauda el 
Fondo de Riesgos Profesionales para la vigencia.
Parágrafo. Los recursos del Fondo de Riesgos Profesionales no pertenecen 
al Presupuesto General de la Nación, no podrán ser destinados a gastos de 
administración y funcionamiento ni a objeto distinto del fondo previsto en la 

Artículo 12. Objeto del Fondo de Riesgos Laborales. Modifíquese el ar-
tículo 22 de la Ley 776 de 2002, que sustituyó el artículo 88 del Decreto-ley 
1295 de 1994, el cual quedará así:
El Fondo de Riesgos Laborales tiene por objeto:
a) Adelantar estudios, campañas y acciones de educación, prevención e in-
vestigación de los accidentes de trabajo y enfermedades laborales en todo el 
territorio nacional y ejecutar programas masivos de prevención en el ámbito 
ciudadano y escolar para promover condiciones saludables y cultura de pre-
vención, conforme los lineamientos de la Ley 1502 de 2011;
b) Adelantar estudios, campañas y acciones de educación, prevención e 
investigación de los accidentes de trabajo y enfermedades laborales en la 
población vulnerable del territorio nacional.

desarrollo del Sistema General de Riesgos Laborales, así como para crear e 
implementar un sistema único de información del Sistema y un Sistema de 
Garantía de Calidad de la Gestión del Sistema de Riesgos Laborales;

d) Otorgar un incentivo económico a la prima de un seguro de riesgos la-
borales como incentivo al ahorro de la población de la que trata el artículo 
87 de la Ley 1328 de 2009 y/o la población que esté en un programa de 
formalización y de acuerdo a la reglamentación que para el efecto expida 
el Ministerio del Trabajo a efectos de promover e impulsar políticas en el 
proceso de formalización laboral.

e) Crear un sistema de información de los riesgos laborales con cargo a los 
recursos del Fondo de Riesgos Laborales;
f) Financiar la realización de actividades de promoción y prevención dentro 
de los programas de atención primaria en salud ocupacional;
g) Adelantar acciones de inspección, vigilancia y control sobre los actores 
del Sistema de Riesgos laborales; dentro del ámbito de su competencia.

de la administración del fondo.

Parágrafo. Los recursos del Fondo de Riesgos Laborales no pertenecen al 
Presupuesto General de la Nación, no podrán ser destinados a gastos de ad-
ministración y funcionamiento del Ministerio ni a objeto distinto del fondo 

-

En dicho encargo se deberán garantizar como mínimo, las rentabilidades 

Artículo 12. Sanciones. Modifíquese el numeral 2, literal a), del artículo 91 
del Decreto-ley 1295 de 1994, de la siguiente manera:
El incumplimiento de los programas de salud ocupacional, las normas en 
salud ocupacional y aquellas obligaciones propias del empleador, previstas 
en el Sistema General de Riesgos Profesionales, acarreará multa de hasta 
quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes, graduales  
de acuerdo a la gravedad de la infracción y previo cumplimiento del debido

Artículo 13. Sanciones. Modifíquese el numeral 2, literal a), del artículo 91 
del Decreto-ley 1295 de 1994, de la siguiente manera:
El incumplimiento de los programas de salud ocupacional, las normas en 
salud ocupacional y aquellas obligaciones propias del empleador, previs-
tas en el Sistema General de Riesgos Laborales, acarreará multa de hasta 
quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes, graduales de  
acuerdo a la gravedad de la infracción y previo cumplimiento del debido
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proceso. En caso de reincidencia en tales conductas o por incumplimiento 
de los correctivos que deban adoptarse, formulados por la Entidad Admi-
nistradora de Riesgos Profesionales o el Ministerio de la Protección Social, 
debidamente demostrados, se podrá ordenar la suspensión de actividades o 

Ministerio de la Protección Social, garantizando el debido proceso.
El Ministerio de la Protección Social, reglamentará la escala de sanciones de 
acuerdo a la gravedad de la violación de las normas en salud ocupacional y 
riesgos profesionales teniendo en cuenta los límites establecidos en el inciso 
anterior.

el artículo 115 del Decreto 2150 de 1995, el siguiente inciso:
En caso de accidente mortal originado en el incumplimiento demostrado 
de las normas de salud ocupacional el Ministerio de la Protección Social 
impondrá multa no inferior a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, ni superior a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes; en caso de reincidencia por incumplimiento de los correctivos de 
promoción y prevención formulados por la Entidad Administradora de Ries-

las circunstancias, se podrá ordenar la suspensión de actividades o cierre de-

de la Protección Social, garantizando siempre el debido proceso.

proceso destinados al Fondo de Riesgos Laborales. En caso de reinciden-
cia en tales conductas o por incumplimiento de los correctivos que deban 
adoptarse, formulados por la Entidad Administradora de Riesgos Laborales 
o el Ministerio de Trabajo debidamente demostrados, se podrá ordenar la 
suspensión de actividades hasta por un término de ciento veinte (120) días o 

Ministerio de Trabajo, garantizando el debido proceso, de conformidad con 
el artículo 134 de la Ley1438 de 2011 en el tema de sanciones.

el artículo 115 del Decreto 2150 de 1995, el siguiente inciso:
En caso de accidente que ocasione la muerte del trabajador donde se de-
muestre el incumplimiento de las normas de salud ocupacional, el Ministerio 
de Trabajo impondrá multa no inferior a veinte (20) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, ni superior a mil (1.000) salarios mínimos legales men-
suales vigentes destinados al Fondo de Riesgos Laborales; en caso de rein-
cidencia por incumplimiento de los correctivos de promoción y prevención 
formulados por la Entidad Administradora de Riesgos Laborales o el Minis-

Direcciones Territoriales del Ministerio de Trabajo, garantizando siempre el 
debido proceso.
El Ministerio del Trabajo reglamentará dentro de un plazo no mayor a un 
(1) año contado a partir de la expedición de la presente ley, los criterios de 

que se deben respetar para el debido proceso.
Artículo 13. Garantía de la Calidad en Salud Ocupacional y Riesgos Pro-
fesionales. El Ministerio de la Protección Social, en un período no mayor a 

Obligatorio de Garantía de Calidad en Salud Ocupacional y Riesgos Profe-
sionales, que deberán cumplir los actores involucrados en el Sistema Gene-

los estándares mínimos establecidos en el mencionado sistema de garantía 

costo de la visita deberá ser asumido por el respectivo interesado.
Les corresponde a los Directores Territoriales del Ministerio de la Protec-
ción Social con base en el informe elaborado por el tercero idóneo acre-
ditado para realizar la visita, siempre el debido proceso, expedir, negar o 

que para tal efecto expida la Dirección de Riesgos Profesionales del Minis-
terio de la Protección Social; el incumplimiento de lo señalado en el inciso 
1° del presente artículo dará lugar a las sanciones de que trata el artículo 12 
de la presente ley.

Artículo 14. Garantía de la Calidad en Salud Ocupacional y Riesgos La-
borales. Para efectos de operar el Sistema Obligatorio de Garantía de Ca-
lidad del Sistema General de Riesgos Laborales, que deberán cumplir los 
integrantes del Sistema General de Riesgos Laborales, se realizarán visitas 

el mencionado sistema de garantía de calidad, que se realizarán en forma 
directa o a través de terceros idóneos seleccionados por el Ministerio del 
Trabajo de acuerdo a la reglamentación que expida al respecto, priorizando 
las empresas con mayores tasas de accidentalidad y muertes.

respectiva Entidad Aseguradora de Riesgos Laborales a la cual se encuentre 

acuerdo a la reglamentación que expida el Ministerio del Trabajo.

Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud que presten servicios de Sa-
lud Ocupacional, será realizada por las Entidades Departamentales y Distri-

para la habilitación y con sus propios recursos.
Parágrafo. Los trabajadores dependientes, independientes, el personal no 
uniformado de la policía y el personal civil de las Fuerzas Militares estarán 
obligados a cumplir los estándares mínimos del Sistema de Garantía de la 
Calidad de Riesgos Laborales en lo relacionado al cumplimiento de sus de-
beres y obligaciones establecidas en la normatividad vigente del sistema de 
riesgos laborales.

Artículo 14. Inspección y vigilancia. Corresponde a las Direcciones Terri-
toriales del Ministerio de la Protección Social la vigilancia y control del 
reconocimiento de las prestaciones económicas y todos los aspectos relacio-
nados con la administración, prevención, atención y control de los riesgos 
profesionales que adelanten las entidades administradoras de riesgos pro-
fesionales.
Corresponde a la Superintendencia Financiera el control y vigilancia de las 
entidades administradoras de riesgos profesionales, en relación con los nive-

de las demás funciones asignadas de manera general a la Superintendencia, 
para las labores de inspección y vigilancia respecto de las entidades vigi-
ladas.
Corresponde a la Superintendencia de Salud el control y vigilancia de la 
prestación de los servicios de salud en los términos establecidos en el Libro 
II de la Ley 100 de 1993.

Artículo 15. Inspección, vigilancia y control en prestaciones económicas. 
-
-

forme a lo establecido en el artículo 142 del Decreto número 19 de 2012. 
Adicional a las competencias establecidas en los artículos 84 y 91 del De-
creto número 1295 de 1994, corresponde a la Superintendencia Financiera, 
sancionar a las Administradoras de Riesgos Laborales, cuando incumplan 
los términos y la normatividad que regula el pago de las prestaciones eco-
nómicas.
Las Direcciones Territoriales del Ministerio del Trabajo deberán remitir a la 
Superintendencia Financiera de Colombia las quejas, y las comunicaciones, 
informes o pruebas producto de sus visitas, relacionadas con el no pago o 
dilación del pago de las prestaciones económicas de riesgos laborales, sin 
perjuicio de la competencia de las Direcciones Territoriales para adelantar 
investigaciones administrativas laborales o por violación a las normas en 
riesgos laborales.
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Artículo 15. El artículo 42 de la Ley 100 de 1993, quedará así:
Artículo 42. Naturaleza, administración y funcionamiento de las Juntas Re-

. Las Juntas Regionales y 
-

guridad Social del orden nacional, de creación legal, con personería jurídica,

Artículo 16. El artículo 42 de la Ley 100 de 1993, quedará así:
Artículo 42. Naturaleza, administración y funcionamiento de las Juntas Re-

. Las Juntas Regionales y 
-

guridad Social del orden nacional, de creación legal, adscritas al Ministerio
de derecho privado, sin ánimo de lucro, de carácter interdisciplinario, suje-

periciales, cuyas decisiones son de carácter obligatorio, sin perjuicio de la 

Invalidez, respecto de las regionales y conforme a la reglamentación que 
determine el Ministerio de la Protección Social.
Será conforme a la reglamentación que determine el Gobierno Nacional, 
la integración, administración, funcionamiento, regionalización del país 
para los efectos de funcionamiento de las Juntas, escala de honorarios a sus 
miembros, procedimientos operativos y recursos de reposición y apelación. 
Los honorarios que se deben cancelar a las Juntas Regionales y Nacional de 

correspondiente. La persona natural o jurídica a quien corresponda o por el 
responsable delegado de acuerdo, también, a la reglamentación expedida por 
el Gobierno Nacional.

-

de invalidez con sede en la capital de la República y la resolución de las 
controversias que en segunda instancia sean sometidas para su decisión por 
las Juntas Regionales o Seccionales respectivas.

de Invalidez se regirán por la presente ley, actuarán dentro del respectivo 
período y, en caso necesario, permanecerán en sus cargos hasta tanto se rea-
lice la posesión de los nuevos integrantes para el período correspondiente, 
previo concurso de méritos conforme lo determine y regule el Ministerio de 
la Protección Social.

de Trabajo con personería jurídica, de derecho privado, sin ánimo de lucro, 
-

obligatorio, sin perjuicio de la segunda instancia que corresponde a la Junta 

a la reglamentación que determine el Ministerio del Trabajo.
Será conforme a la reglamentación que determine el Ministerio del Trabajo, 

y procedimiento para la expedición de dictámenes, funcionamiento y la ins-
pección, vigilancia y control de estos aspectos, así como la regionalización 
del país para los efectos de funcionamiento de las Juntas, escala de hono-
rarios a sus integrantes, procedimientos operativos y recursos de reposición 
y apelación.

Parágrafo 1º. Los integrantes de las Juntas Nacional y regionales de Ca-

actuarán dentro del respectivo período y, en caso necesario, permanecerán 
en sus cargos hasta tanto se realice la posesión de los nuevos integrantes para 
el período correspondiente, serán designados de acuerdo a la reglamentación 
que para el efecto expida el Ministerio del Trabajo.
Parágrafo 2º. Las entidades de seguridad social y los integrantes de las Jun-

serán responsables solidariamente por los dictámenes que produzcan perjui-

Integral, cuando este hecho esté plenamente probado.
Es obligación de los diferentes actores de los Sistemas de Seguridad Social 
en Salud y Riesgos Laborales la entrega oportuna de la información requeri-

Parágrafo 3º. El Ministerio del Trabajo deberá organizar dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, la estructura 

estructura del Ministerio de Trabajo.
Artículo 17. Honorarios Juntas Nacional y Regionales. Los honorarios que se 

-
dez, de manera anticipada, serán pagados por la Administradora del Fondo de 

-
nidad el pago debe ser cubierto por la Administradora de Riesgos Laborales, 
conforme a la reglamentación que expida el Ministerio de Trabajo.
El Ministerio del Trabajo dentro de los seis (6) meses siguientes a la promul-

los integrantes de las juntas.
Parágrafo -
ticipada, pero los honorarios de los integrantes sólo serán pagados hasta que 
el respectivo dictamen haya sido expedido y entregado, recursos que deben 

Artículo 18. Adiciónese un inciso al artículo 142 del Decreto número 19 de 
-

en primera instancia la pérdida de capacidad laboral, el estado de invalidez 
y determinar su origen.

-
sias que en segunda instancia sean sometidas para su decisión por las Juntas 
Regionales.

-

como consecuencia de una enfermedad o accidente.
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Artículo 16. El artículo 43 de la Ley 100 de 1993, quedará así:
Artículo 43. Impedimentos, recusaciones y sanciones. Los integrantes de las 
Juntas Regionales y Nacional, en número impar, serán designados, mediante 
selección pública y objetiva, por el Ministerio de la Protección Social para el 
efecto y de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. 
Son particulares que ejercen una función pública en la prestación de dicho 
servicio y no podrán tener alguna, ni realizar actividades relacionadas con la 

administrativas o comerciales en las Entidades Administradoras del Sistema 
de Seguridad Social Integral, ni con sus entidades de dirección, vigilancia 
y control.

Artículo 19. El artículo 43 de la Ley 100 de 1993, quedará así:
Artículo 43. Impedimentos, recusaciones y sanciones. Los integrantes prin-
cipales y suplentes de las Juntas Regionales y Nacional, en número impar 
serán designados, de acuerdo a la reglamentación que expida el Ministerio 
de Trabajo. Los integrantes serán particulares que ejercen una función públi-
ca en la prestación de dicho servicio y mientras sean parte de las Juntas de 

-

capacidad laboral o labores administrativas o comerciales en las Entidades 
Administradoras del Sistema Seguridad Social Integral, ni con sus entidades 
de dirección, vigilancia y control.

Los miembros de las Juntas estarán sujetos al régimen de impedimentos 
y recusaciones aplicables a los Jueces de la República, conforme a lo dis-
puesto en el Código de Procedimiento Civil y su trámite será efectuado de 
acuerdo con el artículo 30 del Código Contencioso Administrativo y, como 
a particulares que ejercen funciones públicas, les es aplicable el Código Dis-
ciplinario Único.
Parágrafo. Los miembros de la Junta Nacional y los de las Juntas Regionales 

no devengan salarios, ni prestaciones sociales y sólo tienen derecho a los 
honorarios establecidos por el Gobierno Nacional

Los integrantes de las Juntas estarán sujetos al régimen de impedimentos 
y recusaciones aplicables a los Jueces de la República, conforme a lo dis-
puesto en el Código de Procedimiento Civil y su trámite será efectuado de 
acuerdo con el artículo 30 del Código Contencioso Administrativo y, como 
a particulares que ejercen funciones públicas, les es aplicable el Código Dis-
ciplinario Único.
Parágrafo 1º. Los integrantes de la Junta Nacional y los de las Juntas Regio-

-
cos, no devengan salarios, ni prestaciones sociales y sólo tienen derecho a 
los honorarios establecidos por el Ministerio del Trabajo.
Parágrafo 2º. Los integrantes de la Junta Nacional y los de las Juntas Re-

periodos continuos.
Artículo 17. 
de Invalidez. El Ministerio de la Protección Social realizará la supervisión, 

partes involucradas en los procesos, el cumplimiento del debido proceso 
y el respeto de los derechos legales de todas las partes e implementará un 
sistema de información sobre el estado de cada proceso en trámite y podrá 
imponer multas en forma particular a cada integrante de las juntas hasta por 
cien (100) salarios mínimos legales mensuales, graduales según la gravedad 
de la falta, por violación a las normas, procedimientos y reglamentación del 
Sistema General de Riesgos Profesionales. Los recaudos por multas serán a 
favor del Fondo de riesgos profesionales.

Artículo 20. -
ción de Invalidez. El Ministerio de Trabajo implementará un Plan Anual 
de Visitas para realizar la supervisión, inspección y control administrativo, 

-

cumplimiento del debido proceso y el respeto de los derechos legales de 
todas las partes.
Así mismo implementará un sistema de información sobre el estado de cada 
proceso en trámite y podrá imponer multas en forma particular a cada inte-
grante de las juntas hasta por cien (100) salarios mínimos legales mensuales, 
graduales según la gravedad de la falta, por violación a las normas, proce-
dimientos y reglamentación del Sistema General de Riesgos Laborales. Los 
recaudos por multas serán a favor del Fondo de Riesgos Laborales.

ser dineros de carácter público.
La Procuraduría General de la Nación tendrá el control disciplinario sobre 

que ejercen funciones públicas.
Artículo 20. Salud Ocupacional del Magisterio. El Ministerio de Educación 
Nacional y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es-

-
cerá la implementación de los programas de salud ocupacional, los comités 
paritarios de salud ocupacional, las actividades de promoción y prevención 
y los sistemas de vigilancia epidemiológica. La adopción y puesta en marcha 
de lo anterior no afectará en nada el régimen especial de excepción en salud 
que de acuerdo con el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 está vigente para 

anteriores actividades se implementarán y reglamentarán en el término de un 
año, contado a partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 21. Salud Ocupacional del Magisterio. El Ministerio de Educación 
Nacional y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es-

la implementación de los programas de salud ocupacional, los comités pari-
tarios de salud ocupacional, las actividades de promoción y prevención y los 
sistemas de vigilancia epidemiológica. La adopción y puesta en marcha de 
lo anterior no afectará en nada el régimen especial de excepción en salud que 
de acuerdo con el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 está vigente para los 

-
teriores actividades se reglamentarán en el término de un año por el Ministe-
rio de Educación Nacional, contado a partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 21. Prescripción. Las mesadas pensionales y las demás prestacio-
nes establecidas en el Sistema General de Riesgos Profesionales prescriben 
en el término de tres (3) años, contados a partir de la fecha en que se genere, 
concrete y determine el derecho.

Artículo 22. Prescripción. Las mesadas pensionales y las demás prestacio-
nes establecidas en el Sistema General de Riesgos Profesionales prescriben 
en el término de tres (3) años, contados a partir de la fecha en que se genere, 
concrete y determine el derecho.
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Artículo 18. Licencias en Salud Ocupacional. El Ministerio de la Salud y 
Protección Social reglamentará en el término de seis (6) meses, contados a 
partir de la vigencia de la presente ley, el procedimiento, requisitos para el 
otorgamiento y renovación de las licencias en salud ocupacional a las perso-
nas naturales y jurídicas, que como mínimo deben comprender: requisitos, 
experiencia, campo de acción de acuerdo a su profesión, cobertura nacional 
y departamental, formación académica, y vigencia de la licencia.

Artículo 23. Licencias en Salud Ocupacional. El Ministerio de la Salud y 
Protección Social reglamentará en el término de seis (6) meses, contados a 
partir de la vigencia de la presente ley, el procedimiento, requisitos para el 
otorgamiento y renovación de las licencias en salud ocupacional a las perso-
nas naturales y jurídicas, que como mínimo deben comprender: requisitos, 
experiencia, campo de acción de acuerdo a su profesión, cobertura nacional 
y departamental, formación académica, y vigencia de la licencia. La expedi-
ción, renovación, vigilancia y control de las licencias de salud ocupacional 
estará a cargo de las entidades departamentales y distritales de salud.
Se reconocerá la expedición y renovación de las licencias de salud ocupa-
cional a los profesionales universitarios con especialización en salud ocu-
pacional, a los profesionales universitarios en un área de salud ocupacional, 
tecnólogos en salud ocupacional y técnicos en salud ocupacional, todos ellos 
con títulos obtenidos en una institución de educación superior debidamente 
aprobada por el Ministerio de Educación Nacional.
Artículo 24. Flujo de recursos entre el Sistema de Riesgos Laborales y el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud. Para garantizar el adecuado 

Seguridad Social en Salud, se aplicarán las siguientes reglas, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 6º del Decreto-ley 1295 de 1994:
1. Las Administradoras de Riesgos Laborales ARL pagarán a las Entidades 
Promotoras de Salud EPS el valor de las prestaciones asistenciales y econó-

y que hayan sido asumidas por las Entidades Promotoras de Salud EPS, 
el reembolso se efectuará dentro de los 30 días calendario posteriores a la 
presentación de la solicitud, siempre que la misma cumpla con los requisitos 
que señale el reglamento que para el efecto se haya expedido o expida el 
Ministerio de Salud y Protección Social en coordinación con el Ministerio 
del Trabajo y sin que se haya formulado objeción o glosa seria y fundada en 
cuanto al origen atinente a la solicitud de reembolso por parte de la Admi-
nistradora de Riesgos Laborales, ARL. En caso de objeción o glosa, esta se 

normas legales vigentes y en todo caso, en el evento en que no exista solu-

2. Cuando las Administradoras de Riesgos Laborales ARL no paguen dentro 
de los plazos establecidos en el numeral anterior a las Entidades Promoto-
ras de Salud, EPS, estando las Administradoras de Riesgos Laborales, ARL, 
obligadas a hacerlo, o si las glosas formuladas resultan infundadas deberán 
reconocer intereses de mora a favor de las EPS, desde la fecha de presen-
tación de la solicitud de reembolso, liquidados a la tasa moratoria máxima 

seguridad social.
La EPS deberá compensar de igual manera al prestador del servicio o al 
proveedor del bien, cuando su pago se haya visto condicionado, sin perjuicio 
de los derechos legales del condicionamiento.
3. La presentación de la solicitud de reembolso efectuada por la Entidad Pro-
motora de Salud EPS ante la Administradora de Riesgos Laborales ARL, inte-
rrumpe la prescripción de la cuenta de cobro, siempre y cuando se reúnan los 
requisitos que señale el reglamento que se haya expedido o expida el Ministerio 
de Salud y Protección Social en coordinación con el Ministerio del Trabajo.
Los términos de prescripción continuarán rigiéndose por las normas legal-
mente vigentes.
Lo dispuesto en este numeral no revivirá situaciones ya prescritas.
El derecho a solicitar reembolsos entre los sistemas de salud y riesgos labo-
rales y viceversa por el costo de las prestaciones en salud derivadas de una 
enfermedad laboral o de un accidente de trabajo, prescribe en el término de 
cinco (5) años, a partir de la última de las fechas enunciadas a continuación:

susceptible de controversia por las administradoras o por el usuario;

-

de Invalidez;

d) La fecha de presentación de la factura de la IPS a la EPS, cumpliendo con 
los requisitos exigidos.
No obstante lo anterior, será de tres (3) años la prescripción cuando se trate 
del pago de subsidios por incapacidad temporal, para lo cual el término se 

-
cido en el parágrafo 3° del artículo 5° de la presente ley.
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Artículo 22. Adiciónase el artículo 4º del Decreto 1295 de 1994, caracterís-
ticas del Sistema, con el siguiente parágrafo:

previo que garantice la sostenibilidad general del Sistema General de Riegos 
Profesionales.

Artículo 25. Adiciónese el artículo 4º del Decreto número 1295 de 1994, 
características del Sistema, con el siguiente parágrafo:

-

Riesgos Laborales.
Artículo 26. Modifíquese el literal g) y adiciónese el parágrafo 2° al artículo 
21 del Decreto número 1295 de 1994 así:
g) Facilitar los espacios y tiempos para la capacitación de los trabajadores 
a su cargo en materia de salud ocupacional y para adelantar los programas 
de promoción y prevención a cargo de las Administradoras de Riesgos La-
borales.
Parágrafo 2°. Referente al teletrabajo, las obligaciones del empleador en 
Riesgos Laborales y en el Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el 

Artículo 27. Modifíquese el literal d), y adiciónese un parágrafo al artículo 
22 del Decreto 1295 de 1994 así:
d) Cumplir las normas, reglamentos e instrucciones del Sistema de Gestión 
de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST de la empresa y asistir perió-
dicamente a los programas de promoción y prevención adelantados por las 
Administradoras de Riesgos Laborales.
Parágrafo. Referente al teletrabajo, las obligaciones del teletrabajador en 
Riesgos Laborales y en el Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el 

Artículo 28. Las fuentes de recursos que serán asignados al Instituto Nacio-
nal de Salud para investigación en salud laboral serán las siguientes:
Un porcentaje de lo que recibe el Fondo de Riesgos Laborales correspon-
diente al 1% del 3% que recibe el fondo de riesgos laborales del total de 
cotizaciones del sistema.
Por recursos de cooperación internacional.
El Consejo Nacional de Riesgos determinará anualmente, el monto de los 
recursos del Fondo de Riesgos Laborales para investigación en salud laboral 
del Instituto Nacional de Salud.
Artículo 29. -
nica en salud ejercerá la dirección, coordinación y ejecución de las políti-

laboral, establecerá las líneas prioritarias de investigación en salud laboral 

incidencia y prevalencia en la salud de los trabajadores.
El Instituto Nacional de Salud desarrollará proyectos de investigación en 
salud laboral y convocará de manera activa y obligatoria a todos los actores 
del sistema y a los grupos e instituciones de investigación a participar en 
proyectos de investigación en salud laboral, de acuerdo a las líneas de inves-
tigación establecidas como prioritarias.
Artículo 30. Reporte de Accidente de Trabajo y Enfermedad Laboral. Cuan-
do el Ministerio del Trabajo detecte omisiones en los reportes de accidentes 
de trabajo y enfermedades laborales que por ende afecte el cómputo del Ín-
dice de Lesiones Incapacitantes (ILI) o la evaluación del programa de salud 
ocupacional por parte de los empleadores o contratantes y empresas usua-
rias, podrá imponer multa de hasta mil (1.000) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes, sin perjuicio de las demás multas que por otros incumpli-
mientos pueda llegar a imponer la autoridad competente.
Artículo 31. . En de-
sarrollo de lo dispuesto por el inciso 5° del artículo 48 de la Constitución 
Política, los recursos del Sistema de Seguridad Social en Riesgos Laborales 
incluyendo las cotizaciones pagadas, las reservas técnicas, y las reservas 
matemáticas constituidas para el pago de pensiones del sistema, así como 

no podrán ser gravados con impuestos, tasas o contribuciones del orden Na-
cional o a favor de Entidades Territoriales
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Artículo 32. Comisión Especial de Inspectores del Trabajo en Materia de 
Riesgos Laborales y Sistema Nacional de Inspectores del Trabajo. El Mi-
nisterio del Trabajo establecerá una Comisión Permanente y Especial de 
Inspectores del Trabajo que tendrá a su cargo la prevención y promoción en 
materia de riesgos laborales y la vigilancia del estricto cumplimiento de las 
normas relativas a la prevención de los accidentes de trabajo y las enferme-
dades laborales y así mismo, velará por el cumplimiento y observancia de las 
normas en materia de salud ocupacional y seguridad industrial.
Esta Comisión tendrá un carácter Nacional y para tener cobertura en todo el 
Territorio Nacional, podrá cuando lo estime conveniente, crear de manera 
temporal o permanente junto con las Direcciones Territoriales del Ministerio 
del Trabajo, Subcomisiones Regionales o Inspectores del Trabajo Delegados 

-
trial.

Sistema General de Riesgos Laborales, y estarán facultados para requerir a 
las distintas administradoras y empresas para efectos del cumplimiento ca-
bal de las normas y disposiciones del sistema y demás concordantes, cuyas 
sanciones las impondrá el Director Territorial y su segunda instancia será la 
Dirección de Riesgos Laborales.
La Comisión Especial de Inspectores de Trabajo para la prevención y pro-
moción de los riesgos laborales, tendrá a su cargo la competencia preferente 
para conocer de las conciliaciones derivadas de los accidentes de trabajo y 

relacionados con el sistema general de riesgos laborales. De igual forma, las 
subcomisiones regionales o los inspectores del trabajo delegados tendrán esa 
competencia preferente en el nivel regional.
Los inspectores del trabajo que integren cualquiera de las comisiones es-
tablecidas en el presente artículo o que sean nombrados como delegados 

laborales, deberán cursar una capacitación en dicha materia de por lo menos 
cuarenta (40) horas, dictada por expertos en esta temática y/o por institucio-

Se creará de igual forma el Sistema Nacional de Inspecciones del Traba-
jo, bajo la dirección y control del Ministerio del Trabajo, o quien haga sus 
veces, el cual estará conformado por las inspecciones del trabajo, los ins-
pectores de trabajo, los coordinadores de Inspección, Vigilancia y Control, 
personal de apoyo interdisciplinario y contará con la concurrencia de to-
das las dependencias de las diferentes entidades estatales que dentro de sus 
funciones realicen visitas de inspección in situ a las diferentes empresas 
ubicadas en el territorio nacional. El personal asignado por el respectivo 
Director Territorial o por el Director(a) de Inspección, Vigilancia, Control 
y Gestión Territorial del nivel central, para realizar las visitas in situ dife-
rentes a los inspectores del trabajo, al realizar una visita, deberán procurar 
observar el entorno laboral, el clima de trabajo y las condiciones laborales 
de los trabajadores. En estos casos, podrán recibir las quejas de los trabaja-
dores de manera independiente sin presencia de los empleadores o patronos 
o contratantes, para remitirlas a los inspectores de trabajo, en un lapso no 
superior a 48 horas, junto con cualquier recomendación de intervención de 
las inspecciones de trabajo en las empresas visitadas.
Los Inspectores de Trabajo de la respectiva jurisdicción o aquellos que sean 
designados por el Director(a) de Inspección, Vigilancia, Control y Gestión 
Territorial del nivel central deberán presentarse al lugar donde existan indi-
cios sobre presuntas irregularidades en el cumplimiento de la norma de ries-
gos laborales o laboral o en donde se detectaron las falencias que originaron 
las observaciones dentro de los cinco (5) días siguientes a la recepción de la 
queja, si así se requiere.
El Ministerio del Trabajo reorganizará las competencias de las Direcciones 
Territoriales en materia de inspección, vigilancia, control y gestión territo-
rial, en materia de riesgos laborales y laboral.
El Viceministro de Relaciones Laborales del Ministerio de Trabajo a través 
de la Dirección de Inspección, Vigilancia, Control y Gestión Territorial, ejer-
cerá un PODER PREFERENTE frente a las investigaciones y actuaciones 
que se adelanten dentro del contexto del Sistema de Inspección, Vigilan-
cia y Control en todo el Territorio Nacional, teniendo expresa facultad para 
decidir si una Dirección Territorial o los inspectores asignados, continúan 
y/o terminan una investigación administrativa adelantada por otra Dirección 
Territorial o si esta es asumida directamente por la Dirección de Inspección, 
Vigilancia, Control y Gestión Territorial del nivel central.
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Sin perjuicio de las actividades propias de las funciones de los Inspectores de 
Trabajo, El Viceministro de Relaciones Laborales del Ministerio de Trabajo 
a través de la Dirección de Inspección, Vigilancia, Control y Gestión Terri-
torial, podrá asumir el control de las investigaciones y actuaciones cuando 
lo considere pertinente, para lo cual se creará una Unidad de Investigaciones 
Especiales adscrita al Despacho del Viceministerio de Relaciones Laborales.
Corresponde a la Dirección General de Inspección, Vigilancia, Control y 
Gestión Territorial, previas instrucciones y lineamientos del Viceministerio 
de Relaciones Laborales, articular y desarrollar los mecanismos mediante 
los cuales se genera la intervención oportuna de la Unidad de Investiga-
ciones Especiales, que le permita conocer, iniciar, adelantar y culminar 
cualquier actuación administrativa dentro del marco de las competencias 
del Ministerio de Trabajo, así como comisionar y adelantar investigaciones 
administrativas en riesgos laborales o laboral, con su propio personal o con 
inspectores o personal multidisciplinario de otras jurisdicciones o Direccio-
nes Territoriales.
La Unidad de Investigaciones Especial conocerá y fallará en primera instan-
cia los asuntos relacionados con Riesgos Laborales; y conocerá o decidirá en 
segunda instancia la Dirección de Riesgos laborales.
Parágrafo. La inspección, vigilancia y control del Ministerio del Trabajo en 
Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST del sector 

Riesgos Profesionales. En el caso de que en una visita o investigación exis-
tan posibles violaciones de normas de seguridad minera establecidos en el 
Decreto 1335 de 1987, Decreto 2222 de 1993, el Decreto 35 de 1994 o nor-

Nacional de Minería del Ministerio de Minas y Energía donde se encuentre 
posibles violaciones a normas del Sistema General de Riesgos Profesionales 
diferentes a seguridad minera, se debe dar traslado por competencia a la 
Dirección Territorial del Ministerio del Trabajo. En todo caso, la inspección, 
vigilancia y control de la aplicación de las normas de seguridad minera es-
tará a cargo de la Agencia Nacional de Minería del Ministerio de Minas y 
Energía de acuerdo a la normatividad vigente. 

Artículo 23. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean con-
trarias.

Artículo 33. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean con-
trarias.

Así pues, los conciliadores llegaron al acuer-
-

naria de Cámara de Representantes el pasado 12 

aprobado en el Senado, el artículo 21 (de ahora en 
adelante artículo 22). Al respecto, los conciliado-
res hacen las siguientes aclaraciones sobre errores 
de redacción que fueron corregidos:

de digitación la palabra “recuperación” por “reha-
bilitación”, la cual fue introducida en la aprobación 
del artículo en la plenaria de Cámara.

“de la cotización” por encontrarse repetida.
-

sión “para respetar” por encontrarse repetida.

“3”, ya que es parágrafo único.
PROPOSICIÓN

En los anteriores términos solicitamos a las ho-
norables plenarias de Cámara y Senado, aprobar el 
texto conciliado por la Comisión de conciliadores 
que fueron designados por las Mesas Directivas.

Gloria Inés Ramírez Ríos, Guillermo Santos 
Marín, Senadores de la República.

Dídier Burgos Ramírez, Hólger Horacio Díaz 
Hernández, Representantes a la Cámara.

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 67 DE 2010 SENADO, 217 DE 

2011 CÁMARA
-

borales y se dictan otras disposiciones en mate-
ria de Salud Ocupacional.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. :
Sistema General de Riesgos Laborales: Es 

el conjunto de entidades públicas y privadas, nor-
mas y procedimientos, destinados a prevenir, pro-
teger y atender a los trabajadores de los efectos 
de las enfermedades y los accidentes que puedan 
ocurrirles con ocasión o como consecuencia del 
trabajo que desarrollan.

Las disposiciones vigentes de salud ocupacio-
nal relacionadas con la prevención de los acci-
dentes de trabajo y enfermedades laborales y el 
mejoramiento de las condiciones de trabajo, ha-
cen parte integrante del Sistema General de Ries-
gos Laborales.

Salud Ocupacional: Se entenderá en adelante 

como aquella disciplina que trata de la preven-
ción de las lesiones y enfermedades causadas por 
las condiciones de trabajo, y de la protección y 
promoción de la salud de los trabajadores. Tie-
ne por objeto mejorar las condiciones y el me-
dio ambiente de trabajo, así como la salud en el 
trabajo, que conlleva la promoción y el manteni-
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miento del bienestar físico, mental y social de los 
trabajadores en todas las ocupaciones.

Programa de Salud Ocupacional: en lo suce-
sivo se entenderá como el Sistema de Gestión de 
la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST. Este 
Sistema consiste en el desarrollo de un proceso 
lógico y por etapas, basado en la mejora conti-
nua y que incluye la política, la organización, la 

-
ditoría y las acciones de mejora con el objetivo 
de anticipar, reconocer, evaluar y controlar los 
riesgos que puedan afectar la seguridad y salud 
en el trabajo.

Parágrafo -
nes no obsta para que no se mantengan los dere-

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 13 del 
Decreto-ley 1295 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 13. -
ma General de Riesgos Laborales:

a) En forma obligatoria:
1. Los trabajadores dependientes nacionales o 

extranjeros, vinculados mediante contrato de tra-
bajo escrito o verbal y los servidores públicos; 
las personas vinculadas a través de un contrato 
formal de prestación de servicios con entidades o 
instituciones públicas o privadas, tales como con-
tratos civiles, comerciales o administrativos, con 
una duración superior a un mes y con precisión 
de las situaciones de tiempo, modo y lugar en que 
se realiza dicha prestación.

2. Las Cooperativas y Precooperativas de Tra-
bajo Asociado son responsables conforme a la 

-
tes de los trabajadores asociados. Para tales efec-
tos le son aplicables todas las disposiciones le-
gales vigentes sobre la materia para trabajadores 
dependientes y de igual forma le son aplicables 
las obligaciones en materia de salud ocupacional, 
incluyendo la conformación del Comité Paritario 
de Salud Ocupacional (COPASO).

3. Los jubilados o pensionados, que se rein-
corporen a la fuerza laboral como trabajadores 
dependientes, vinculados mediante contrato de 
trabajo o como servidores públicos.

4. Los estudiantes de todos los niveles acadé-
micos de instituciones educativas públicas o pri-

fuente de ingreso para la respectiva institución 
o cuyo entrenamiento o actividad formativa es 
requisito para la culminación de sus estudios, e 
involucra un riesgo ocupacional, de conformidad 
con la reglamentación que para el efecto se expi-
da dentro del año siguiente a la publicación de la 
presente ley por parte de los Ministerios de Salud 
y Protección Social.

5. Los trabajadores independientes que labo-
ren en actividades catalogadas por el Ministerio 
de Trabajo como de alto riesgo. El pago de esta 

6. Los miembros de las agremiaciones o aso-
-

greso para la institución.
7. Los miembros activos del Subsistema Na-

-

ción será a cargo del Ministerio del Interior, de 
conformidad con la normatividad pertinente.

b) En forma voluntaria:
Los trabajadores independientes y los infor-

males, diferentes de los establecidos en el literal 
a) del presente artículo, podrán cotizar al Sistema 
de Riesgos Laborales siempre y cuando coticen 
también al régimen contributivo en salud y de 
conformidad con la reglamentación que para tal 
efecto expida el Ministerio de Salud y Protección 
Social en coordinación con el Ministerio del Tra-
bajo en la que se establecerá el valor de la coti-
zación según el tipo de riesgo laboral al que está 
expuesta esta población.

Parágrafo 1º. En la reglamentación que se ex-
pida para la vinculación de estos trabajadores se 
adoptarán todas las obligaciones del Sistema de 
Riesgos Laborales que les sean aplicables y con 
precisión de las situaciones de tiempo, modo y 
lugar en que se realiza dicha prestación.

Parágrafo 2º. En la reglamentación que ex-
pida el Ministerio de Salud y Protección Social 
en coordinación con el Ministerio del Trabajo en 

-
ral b) del presente artículo, podrá indicar que las 

social por intermedio de agremiaciones o asocia-

actividad, bajo la vigilancia y control del Minis-
terio de la Salud y Protección Social.

Parágrafo 3º. Para la realización de activida-
des de prevención, promoción y Salud Ocupa-
cional en general, el trabajador independiente se 

del contratista al sistema correrá por cuenta del 
contratante y el pago por cuenta del contratista; 
salvo lo estipulado en el numeral seis (6) de este 
mismo artículo.

Artículo 3º. Accidente de trabajo. Es acciden-
te de trabajo todo suceso repentino que sobreven-
ga por causa o con ocasión del trabajo, y que pro-
duzca en el trabajador una lesión orgánica, una 
perturbación funcional o psiquiátrica, una invali-
dez o la muerte.

Es también accidente de trabajo aquel que se 
produce durante la ejecución de órdenes del em-
pleador, o contratante durante la ejecución de una 
labor bajo su autoridad, aun fuera del lugar y ho-
ras de trabajo.

Igualmente se considera accidente de trabajo 
el que se produzca durante el traslado de los tra-
bajadores o contratistas desde su residencia a los 
lugares de trabajo o viceversa, cuando el trans-
porte lo suministre el empleador.

También se considerará como accidente de tra-
bajo el ocurrido durante el ejercicio de la función 
sindical aunque el trabajador se encuentre en per-
miso sindical siempre que el accidente se produz-
ca en cumplimiento de dicha función.

De igual forma se considera accidente de tra-
bajo el que se produzca por la ejecución de activi-
dades recreativas, deportivas o culturales, cuando 
se actúe por cuenta o en representación del em-
pleador o de la empresa usuaria cuando se trate 
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de trabajadores de empresas de servicios tempo-
rales que se encuentren en misión.

Artículo 4º. Enfermedad laboral. Es enfer-
medad laboral la contraída como resultado de la 
exposición a factores de riesgo inherentes a la 
actividad laboral o del medio en el que el traba-
jador se ha visto obligado a trabajar. El Gobierno 
Nacional, determinará, en forma periódica, las 
enfermedades que se consideran como laborales 

en la tabla de enfermedades laborales, pero se de-
muestre la relación de causalidad con los factores 
de riesgo ocupacionales será reconocida como 
enfermedad laboral, conforme lo establecido en 
las normas legales vigentes.

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional, previo 
concepto del Consejo Nacional de Riesgos Labo-
rales, determinará, en forma periódica, las enfer-
medades que se consideran como laborales.

Parágrafo 2º. Para tal efecto, El Ministerio 
de la Salud y Protección Social y el Ministerio 
de Trabajo, realizará una actualización de la ta-
bla de enfermedades laborales por lo menos cada 
tres (3) años atendiendo a los estudios técnicos 

Laborales.
Artículo 5º. Ingreso base de liquidación. Se 

entiende por ingreso base para liquidar las pres-
taciones económicas lo siguiente:

a) Para accidentes de trabajo
El promedio del Ingreso Base de Cotización 

(IBC) de los seis (6) meses anteriores a la ocu-
rrencia al accidente de trabajo, o fracción de me-
ses, si el tiempo laborado en esa empresa fuese 
inferior a la base de cotización declarada e inscri-
ta en la Entidad Administradora de Riesgos La-

b) Para enfermedad laboral
El promedio del último año, o fracción de año, 

del Ingreso Base de Cotización (IBC) anterior a 

el origen de la enfermedad laboral.

oportunidad se realice cuando el trabajador se en-
cuentre desvinculado de la empresa se tomará el 
promedio del último año, o fracción de año si el 
tiempo laborado fuese inferior, del Ingreso Base 
de Cotización (IBC) declarada e inscrita en la úl-
tima Entidad Administradora de Riesgos Labora-

Parágrafo 1º. Las sumas de dinero que las 
Entidades Administradoras de Riesgos Laborales 
deben pagar por concepto de prestaciones eco-
nómicas deben indexarse, con base en el Índice 
de Precios al Consumidor (IPC) al momento del 

-
trativo Nacional de Estadística, DANE.

Parágrafo 2º. Para el caso del pago del subsi-
dio por incapacidad temporal, la prestación será 
reconocida con base en el último (IBC) pagado 
a la Entidad Administradora de Riesgos Labora-
les anterior al inicio de la incapacidad médica las 
Administradoras de Riesgos Laborales deberán 
asumir el pago de la cotización a pensiones y sa-

lud, correspondiente a los empleadores o de los 
trabajadores independientes, durante los períodos 
de incapacidad temporal y hasta por un Ingreso 
Base de Cotización equivalente al valor de la in-
capacidad. La proporción será la misma estable-
cida para estos sistemas en la Ley 100 de 1993.

Parágrafo 3°. El pago de la incapacidad tem-
poral será asumido por las Entidades Promotoras 

en la primera oportunidad sea común; o por la 
Administradora de Riesgos Laborales en caso de 

-
nidad sea laboral y si existiese controversia con-
tinuarán cubriendo dicha incapacidad temporal 
de esta manera hasta que exista un dictamen en 

si se apela a esta, cuando el pago corresponda a 
la Administradora de Riesgos Laborales y esté 
en controversia, esta pagará el mismo porcentaje 
estipulado por la normatividad vigente para el ré-
gimen contributivo del Sistema General de Segu-
ridad Social en Salud, una vez el dictamen esté en 

rembolsos y la ARP reconocerá al trabajador la 

indique que correspondía a origen laboral.
Parágrafo 4°. El subsidio económico por con-

cepto favorable de rehabilitación a cargo de la 
Administradora del Fondo de Pensiones se reco-
nocerá en los términos del artículo 142 del De-

o sustituya
Artículo 6º. Monto de las cotizaciones. El 

monto de las cotizaciones para el caso de los tra-
bajadores vinculados mediante contratos de tra-
bajo o como servidores públicos no podrá ser in-
ferior al 0.348%, ni superior al 8.7%, del Ingreso 
Base de Cotización (IBC) de los trabajadores y 
su pago estará a cargo del respectivo empleador.

El mismo porcentaje del monto de las cotiza-
ciones se aplicará para las personas vinculadas a 
través de un contrato formal de prestación de ser-

-
tará a cargo del contratante y el pago a cargo del 
contratista, exceptuándose lo estipulado en literal 
a) numeral 5 del artículo primero de esta ley.

El Ministerio del Trabajo en coordinación con 
el Ministerio de Salud y Protección Social en lo 
de su competencia adoptarán la tabla de cotiza-
ciones mínimas y máximas para cada clase de 
riesgo, así como las formas en que una empresa 
pueda lograr disminuir o aumentar los porcenta-
jes de cotización de acuerdo a su siniestralidad, 
severidad y cumplimiento del Sistema de Gestión 
de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST.

Artículo 7º. Efectos por el no pago de aportes 
al Sistema General de Riesgos Laborales. La mora 
en el pago de aportes al Sistema General de Riesgos 
Laborales durante la vigencia de la relación laboral 
y del contrato de prestación de servicios, no genera 

-
dores.

En el evento en que el empleador y/o contra-
tista se encuentre en mora de efectuar sus aportes 
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al Sistema General de Riesgos Laborales, será 
responsable de los gastos en que incurra la En-
tidad Administradora de Riesgos Laborales por 
causa de las prestaciones asistenciales otorgadas, 
así como del pago de los aportes en mora con sus 
respectivos intereses y el pago de las prestaciones 
económicas a que hubiere lugar.

La liquidación, debidamente soportada, que 
realicen las Entidades Administradoras de Ries-
gos Laborales por concepto de Prestaciones otor-
gadas, cotizaciones adeudadas e intereses por 
mora, prestará mérito ejecutivo.

mora cuando no ha cumplido con su obligación 
de pagar los aportes correspondientes dentro del 
término estipulado en las normas legales vigen-
tes. Para tal efecto, la Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales respectiva, deberá enviar a 
la última dirección conocida de la empresa o del 

después del no pago de los aportes. La comunica-

en mora. Copia de esta comunicación deberá en-
viarse al representante de los Trabajadores en Co-
mité Paritario de Salud Ocupacional (COPASO).

Si pasados dos (2) meses desde la fecha de 
registro de la comunicación continúa la mora, la 
Administradora de Riesgos Laborales dará aviso a 
la Empresa y a la Dirección Territorial correspon-
diente del Ministerio del Trabajo para los efectos 
pertinentes.

La administradora deberá llevar el consecutivo 
de registro de radicación de los anteriores avisos, 
así mismo la empresa reportada en mora no podrá 
presentarse a procesos de contratación estatal.

Parágrafo 1°. Cuando la Entidad Administra-
dora de Riesgos Laborales, una vez agotados todos 
los medios necesarios para efectos de recuperar las 
sumas adeudadas al Sistema General de Riesgos 
Laborales, compruebe que ha sido cancelado el re-

su poder las pruebas pertinentes, de conformidad 
con las normas vigentes sobre la materia, podrá 

no podrá desconocer las prestaciones asistenciales 
y económicas de los trabajadores de dicha empre-
sa, a que haya lugar de acuerdo a la normatividad 
vigente como consecuencia de accidentes de tra-
bajo o enfermedad laboral ocurridos en vigencia 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio, de la responsabi-
lidad del empleador de asumir los riesgos labo-
rales de sus trabajadores en caso de mora en el 
pago de las primas o cotizaciones obligatorias y 
de la que atañe al propio contratista, corresponde 
a todas las entidades administradoras de riesgos 
laborales adelantar las acciones de cobro, previa 
constitución de la empresa, empleador o contra-
tista en mora y el requerimiento escrito donde se 
consagre el valor adeudado y el número de traba-
jadores afectados.

Para tal efecto, la liquidación mediante la cual 
la administradora de riesgos laborales determine 
el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo.

Parágrafo 3°. La Unidad de Gestión Pensio-

y control sobre las acciones de determinación, 
cobro, cobro persuasivo y recaudo que deban rea-
lizar las Administradoras de Riesgos Laborales.

Parágrafo 4°. Los Ministerios del Trabajo y 
Salud reglamentarán la posibilidad de aportes al 
Sistema de Seguridad Social Integral y demás pa-

anticipada.
Artículo 8°. Reporte de información de acti-

vidades y resultados de promoción y prevención. 
La Entidad Administradora de Riesgos Labora-
les deberá presentar al Ministerio del Trabajo 
un reporte de actividades que se desarrollen en 

-
sultados logrados en términos del control de los 
riesgos más prevalentes en promoción y de las 
reducciones logradas en las tasas de accidentes 
y enfermedades laborales como resultado de sus 
medidas de prevención. Dichos resultados serán 
el referente esencial para efectos de la variación 
del monto de la cotización, el seguimiento y cum-
plimiento se realizará conforme a las directrices 
establecidas por parte del Ministerio de Trabajo.

Este reporte deberá ser presentado semestral-
mente a las Direcciones Territoriales del Ministe-

cumplimiento.
El incumplimiento de los programas de pro-

moción de la salud y prevención de accidentes 

por el Ministerio de la Salud y Protección Social 
y el Ministerio del Trabajo, acarreará multa de 
hasta quinientos (500) salarios mínimos mensua-
les legales vigentes a la fecha en que se imponga 
la misma. Las multas serán graduales de acuerdo 
a la gravedad de la infracción y siguiendo siem-
pre el debido proceso, las cuales irán al Fondo 
de Riesgos Laborales, conforme a lo establecido 
en el sistema de garantía de calidad en riesgos 
laborales.

Parágrafo 1°. En caso de incumplimiento de 
Administradoras de Riesgos Laborales de los 
servicios de promoción y prevención estableci-
dos en la normatividad vigente, el empleador o 
contratante informará a la Dirección Territorial 

decisión correspondiente, cuya segunda instancia 
será la Dirección de Riesgos Laborales del Mi-
nisterio del Trabajo.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 66 del 
Decreto-ley 1295 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 66. Supervisión de las empresas de 
alto riesgo. Las Entidades Administradoras de 
Riesgos Laborales y el Ministerio de Trabajo, 
supervisarán en forma prioritaria y directamen-
te o a través de terceros idóneos, a las empresas 
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de alto riesgo, especialmente en la aplicación del 
Programa de Salud Ocupacional según el Sistema 
de Garantía de Calidad, los Sistemas de Control 
de Riesgos Laborales y las Medidas Especiales 
de Promoción y Prevención.

Las empresas donde se procese, manipule o 
trabaje con sustancias tóxicas o cancerígenas o 
con agentes causantes de enfermedades incluidas 
en la tabla de enfermedades laborales de que trata 
el artículo 3º de la presente ley, deberán cumplir 
con un número mínimo de actividades preventi-
vas de acuerdo a la reglamentación conjunta que 
expida el Ministerio del Trabajo y de Salud y Pro-
tección Social.

Artículo 10. Fortalecimiento de la prevención 
de los riesgos laborales en las micro y pequeñas 
empresas en el país. Las Entidades Administra-
doras de Riesgos Laborales fortalecerán las acti-
vidades de promoción y prevención en las micro 
y pequeñas empresas que presentan alta sinies-

técnicos con base en los cuales las Entidades Ad-
ministradoras de Riesgos Laborales focalizarán 
sus acciones de promoción y prevención de ma-
nera que se fortalezcan estas actividades en las 
micro y pequeñas empresas, para lo cual se ten-
drá en cuenta la frecuencia, severidad y causa de 
los accidentes y enfermedades laborales en estas 
empresas, así como los criterios técnicos que de-

Parágrafo. Dentro de las campañas suscep-
tibles de reproducción en medios físicos o elec-
trónicos y actividades generales de promoción y 
prevención de riesgos laborales que realizan pe-
riódicamente las Entidades Administradoras de 
Riesgos Laborales se involucrarán a trabajadores 
del sector informal de la economía, bajo la vigi-
lancia y control del Ministerio de Trabajo.

Artículo 11. Servicios de Promoción y Pre-
vención. Del total de la cotización las actividades 
mínimas de promoción y prevención en el Siste-
ma General de Riesgos Laborales por parte de las 
Entidades Administradoras de Riesgos Laborales 
serán las siguientes:

1. Actividades básicas programadas y evalua-
das conforme a los indicadores de Riesgos Labo-
rales para las empresas correspondiente al cinco 
por ciento (5%) del total de la cotización, como 
mínimo serán las siguientes:

a) Programas, campañas y acciones de educa-
ción y prevención dirigidas a garantizar que sus 

y reglamentos técnicos en salud ocupacional, ex-
pedidos por el Ministerio del Trabajo;

b) Programas, campañas y acciones de educa-
ción y prevención, dirigidas a garantizar que sus 

nivel básico del plan de trabajo anual de su Pro-
grama de Salud Ocupacional;

c) Asesoría técnica básica para el diseño del 
Programa de Salud Ocupacional y el plan de tra-
bajo anual de todas las empresas;

d) Capacitación básica para el montaje de la 
brigada de emergencias, primeros auxilios y sis-
tema de calidad en salud ocupacional.

e) Capacitación a los miembros del comité pa-
ritario de salud ocupacional en aquellas empresas 
con un número mayor de 10 trabajadores, o a los 
vigías ocupacionales, quienes cumplen las mis-
mas funciones de salud ocupacional, en las em-
presas con un número menor de 10 trabajadores;

f) Fomento de estilos de trabajo y de vida sa-
-

gicos de las empresas;
g) Investigación de los accidentes de trabajo y 

enfermedades laborales que presenten los traba-

2. Del noventa y dos por ciento (92%) del to-
tal de la cotización, la Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales destinará como mínimo el 
diez por ciento (10%) para lo siguiente:

a) Desarrollo de programas regulares de pre-
vención y control de riesgos Laborales y de reha-

b) Apoyo, asesoría y desarrollo de campañas 
-

tividades para el control de los riesgos, el desarro-
llo de los sistemas de vigilancia epidemiológica y 
la evaluación y formulación de ajustes al plan de 
trabajo anual de las empresas. Los dos objetivos 
principales de esta obligación son: el monitoreo 
permanente de las condiciones de trabajo y salud, 
y el control efectivo del riesgo;

c) Las administradoras de riesgos laborales 
deben desarrollar programas, campañas, crear o 
implementar mecanismos y acciones para pre-
venir los daños secundarios y secuelas en caso 
de incapacidad permanente parcial e invalidez, 
para lograr la rehabilitación integral, procesos de 
readaptación y reubicación laboral;

d) Diseño y asesoría en la implementación de 
áreas, puestos de trabajo, maquinarias, equipos 
y herramientas para los procesos de reinserción 
laboral, con el objeto de intervenir y evitar los 
accidentes de trabajo y enfermedades Laborales;

e) Suministrar asesoría técnica para la realiza-
ción de estudios evaluativos de higiene ocupacio-
nal o industrial, diseño e instalación de métodos 
de control de ingeniería, según el grado de riesgo, 
para reducir la exposición de los trabajadores a 
niveles permisibles.

La Superintendencia Financiera, podrá reducir 

en el numeral 2 del presente artículo, de acuer-

cuando se requiera incrementar las reservas para 
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cubrir los siniestros por parte de las Entidades 
Administradoras de Riesgos laborales.

3. Hasta el tres (3%) del total de la cotización 
se destinará para el Fondo de Riesgos Laborales. 
El Gobierno Nacional a través de los Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, Trabajo y Salud y 

variación. El estudio podrá ser contratado con re-
cursos del Fondo de Riesgos Laborales.

Parágrafo 1º. Las administradoras de riesgos 
laborales no pueden desplazar el recurso humano 

-
ponden al empleador, y deben otorgar todos los 
servicios de promoción y prevención sin ninguna 
discriminación, bajo el principio de la solidari-
dad, sin tener en cuenta el monto de la cotización 

Parágrafo 2º. En todas las ciudades o munici-
-

ma General de Riesgos Laborales las administra-
doras de riesgos Laborales deben desarrollar las 
actividades de promoción y prevención con un 
grupo interdisciplinario capacitado y con licen-
cia de salud ocupacional propio o contratado bajo 
su responsabilidad. Para ampliar la cobertura, la 
ejecución de dichas actividades podrá realizarse 
a través de esquemas de acompañamiento virtual 
y de tecnologías informáticas y de la comunica-
ción, sin perjuicio del seguimiento personal que 
obligatoriamente respalde dicha gestión.

Parágrafo 3º. La Entidad Administradora de 
Riesgos Laborales deberá presentar un plan con 
programas, metas y monto de los recursos que se 
vayan a desarrollar durante el año en promoción 
y prevención, al Ministerio del Trabajo para efec-
tos de su seguimiento y cumplimiento conforme 
a las directrices establecidas por la Dirección de 
Riesgos Profesionales de ahora en adelante Di-
rección de Riesgos Laborales.

Parágrafo 4º. Los gastos de administración de 
las Entidades Administradoras de Riesgos Labo-
rales serán limitados. El Ministerio del Trabajo 

-
nico, del Consejo Nacional de Riegos Laborales 
acorde con variables como tamaño de empresa, 
número de trabajadores, clase de riesgo, costos 
de operación necesarios para garantizar el cum-
plimiento de las normas legales vigentes, entre 
otras.

Parágrafo 5º. La labor de intermediación de 
seguros será voluntaria en el ramo de riesgos la-
borales, y estará reservada legalmente a los co-
rredores de seguros, a las agencias y agentes de 
seguros, que acrediten su idoneidad profesional 
y la infraestructura humana y operativa requeri-
da en cada categoría para el efecto, quienes se 
inscribirán ante el Ministerio del Trabajo. Quien 
actué en el rol de intermediación, ante el mismo 
empleador no podrá recibir remuneración adicio-
nal de la administradora de riesgos laborales, por 

la prestación de servicios asistenciales o preven-
tivos de salud ocupacional.

En caso que se utilice algún intermediario, se 
deberá sufragar su remuneración con cargo a los 
recursos propios de la Administradora de Riesgos 
Laborales.

Artículo 12. Objeto del Fondo de Riesgos La-
borales. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 776 
de 2002, que sustituyó el artículo 88 del Decreto-
ley 1295 de 1994, el cual quedará así:

El Fondo de Riesgos Laborales tiene por ob-
jeto:

a) Adelantar estudios, campañas y acciones de 
educación, prevención e investigación de los ac-
cidentes de trabajo y enfermedades laborales en 
todo el territorio nacional y ejecutar programas 
masivos de prevención en el ámbito ciudadano y 
escolar para promover condiciones saludables y 
cultura de prevención, conforme los lineamientos 
de la Ley 1502 de 2011;

b) Adelantar estudios, campañas y acciones de 
educación, prevención e investigación de los ac-
cidentes de trabajo y enfermedades laborales en 
la población vulnerable del territorio nacional.

-
vestigación que soporten las decisiones que en 

para el desarrollo del Sistema General de Riesgos 
Laborales, así como para crear e implementar un 
sistema único de información del Sistema y un 
Sistema de Garantía de Calidad de la Gestión del 
Sistema de Riesgos Laborales;

d) Otorgar un incentivo económico a la prima 
de un seguro de riesgos laborales como incentivo 
al ahorro de la población de la que trata el artícu-
lo 87 de la Ley 1328 de 2009 y/o la población que 
estéen un programa de formalización y de acuer-
do a la reglamentación que para el efecto expida 
el Ministerio del Trabajo a efectos de promover e 
impulsar políticas en el proceso de formalización 
laboral.

e) Crear un sistema de información de los ries-
gos laborales con cargo a los recursos del Fondo 
de Riesgos Laborales;

f) Financiar la realización de actividades de 
promoción y prevención dentro de los programas 
de atención primaria en salud ocupacional;

g) Adelantar acciones de inspección, vigilancia 
y control sobre los actores del Sistema de Riesgos 
laborales; dentro del ámbito de su competencia.

demás recursos que se deriven de la administra-
ción del fondo.

Parágrafo. Los recursos del Fondo de Ries-
gos Laborales no pertenecen al Presupuesto Ge-
neral de la Nación, no podrán ser destinados a 
gastos de administración y funcionamiento del 
Ministerio ni a objeto distinto del fondo previsto 
en la presente ley, serán manejados en encargo 
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vigilada por la Superintendencia Financiera. En 
dicho encargo se deberán garantizar como míni-
mo, las rentabilidades promedio que existan en el 

Artículo 13. Sanciones. Modifíquese el nume-
ral 2, literal a), del artículo 91 del Decreto-ley 
1295 de 1994, de la siguiente manera:

El incumplimiento de los programas de salud 
ocupacional, las normas en salud ocupacional y 
aquellas obligaciones propias del empleador, pre-
vistas en el Sistema General de Riesgos Labo-
rales, acarreará multa de hasta quinientos (500) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, 
graduales de acuerdo a la gravedad de la infrac-
ción y previo cumplimiento del debido proceso 
destinados al Fondo de Riesgos Laborales. En 
caso de reincidencia en tales conductas o por in-
cumplimiento de los correctivos que deban adop-
tarse, formulados por la Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales o el Ministerio de Trabajo 
debidamente demostrados, se podrá ordenar la 
suspensión de actividades hasta por un término 

la empresa por parte de los Direcciones Territo-
riales del Ministerio de Trabajo, garantizando el 
debido proceso, de conformidad con el artículo 
134 de la Ley1438 de 2011 en el tema de sancio-
nes.

Adiciónese en el artículo 91 del Decreto-ley 

Decreto 2150 de 1995, el siguiente inciso:
En caso de accidente que ocasione la muerte 

del trabajador donde se demuestre el incumpli-
miento de las normas de salud ocupacional, el 
Ministerio del Trabajo impondrá multa no infe-
rior a veinte (20) salarios mínimos legales men-
suales vigentes, ni superior a mil (1000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes destinados 
al Fondo de Riesgos Laborales; en caso de rein-
cidencia por incumplimiento de los correctivos 
de promoción y prevención formulados por la 
Entidad Administradora de Riesgos Laborales o 

circunstancias, se podrá ordenar la suspensión de 

parte de las Direcciones Territoriales del Minis-
terio de Trabajo, garantizando siempre el debido 
proceso.

El Ministerio del Trabajo reglamentará dentro 
de un plazo no mayor a un (1) año contado a par-
tir de la expedición de la presente ley, los crite-

el presente artículo y las garantías que se deben 
respetar para el debido proceso.

Artículo 14. Garantía de la Calidad en Salud 
Ocupacional y Riesgos Laborales. Para efectos 
de operar el Sistema Obligatorio de Garantía de 
Calidad del Sistema General de Riesgos Labora-
les, que deberán cumplir los integrantes del Sis-
tema General de Riesgos Laborales, se realiza-

los estándares mínimos establecidos en el men-
cionado sistema de garantía de calidad, que se 
realizarán en forma directa o a través de terceros 
idóneos seleccionados por el Ministerio del Tra-
bajo de acuerdo a la reglamentación que expida al 
respecto, priorizando las empresas con mayores 
tasas de accidentalidad y muertes.

asumidas en partes iguales por la respectiva En-
tidad Aseguradora de Riesgos Laborales a la cual 

del Fondo de Riesgos Laborales de acuerdo a la 
reglamentación que expida el Ministerio del Tra-
bajo.

-
dares mínimos por parte de las Instituciones Pres-
tadoras de Servicios de Salud que presten servi-
cios de Salud Ocupacional, será realizada por las 
Entidades Departamentales y Distritales de Salud 

condiciones para la habilitación y con sus propios 
recursos.

Parágrafo. Los trabajadores dependientes, 
independientes, el personal no uniformado de la 
policía y el personal civil de las Fuerzas Mili-
tares estarán obligados a cumplir los estándares 
mínimos del Sistema de Garantía de la Calidad 
de Riesgos Laborales en lo relacionado al cum-
plimiento de sus deberes y obligaciones estable-
cidas en la normatividad vigente del sistema de 
riesgos laborales.

Artículo 15. Inspección, vigilancia y control 
en prestaciones económicas. Frente a las contro-

-
ra oportunidad solo procede el envío a las Juntas 

-
blecido en el artículo 142 del Decreto número 19 
de 2012. Adicional a las competencias estableci-
das en los artículos 84 y 91 del Decreto número 
1295 de 1994, corresponde a la Superintendencia 
Financiera, sancionar a las Administradoras de 
Riesgos Laborales, cuando incumplan los térmi-
nos y la normatividad que regula el pago de las 
prestaciones económicas.

Las Direcciones Territoriales del Ministerio 
del Trabajo deberán remitir a la Superintendencia 
Financiera de Colombia las quejas, y las comu-
nicaciones, informes o pruebas producto de sus 
visitas, relacionadas con el no pago o dilación del 
pago de las prestaciones económicas de riesgos 
laborales, sin perjuicio de la competencia de las 
Direcciones Territoriales para adelantar investi-
gaciones administrativas laborales o por viola-
ción a las normas en riesgos laborales.

Artículo 16. El artículo 42 de la Ley 100 de 
1993, quedará así:

Artículo 42. 
-

 Las Juntas 
-
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lidez son organismos del Sistema de la Seguri-
dad Social del orden nacional, de creación legal, 
adscritas al Ministerio de Trabajo con personería 
jurídica, de derecho privado, sin ánimo de lucro, 
de carácter interdisciplinario, sujetas a revisoría 

dictámenes periciales, cuyas decisiones son de 
carácter obligatorio, sin perjuicio de la segunda 
instancia que corresponde a la Junta Nacional de 

-
nales y conforme a la reglamentación que deter-
mine el Ministerio del Trabajo.

Será conforme a la reglamentación que deter-
mine el Ministerio del Trabajo, la integración, ad-

en tiempo y procedimiento para la expedición de 
dictámenes, funcionamiento y la inspección, vi-
gilancia y control de estos aspectos, así como la 
regionalización del país para los efectos de fun-
cionamiento de las Juntas, escala de honorarios a 
sus integrantes, procedimientos operativos y re-
cursos de reposición y apelación.

Parágrafo 1º. Los integrantes de las Juntas 
-

dez se regirán por la presente ley y su reglamen-
tación, actuarán dentro del respectivo período y, 
en caso necesario, permanecerán en sus cargos 
hasta tanto se realice la posesión de los nuevos 
integrantes para el período correspondiente, se-
rán designados de acuerdo a la reglamentación 
que para el efecto expida el Ministerio del Tra-
bajo.

Parágrafo 2º. Las entidades de seguridad so-
cial y los integrantes de las Juntas Regionales y 
Nacionales de Invalidez y los profesionales que 

los dictámenes que produzcan perjuicios a los 

Seguridad Social Integral, cuando este hecho esté 
plenamente probado.

Es obligación de los diferentes actores de los 
Sistemas de Seguridad Social en Salud y Riesgos 
Laborales la entrega oportuna de la información 
requerida y de la cual se disponga para funda-

-

Parágrafo 3º. El Ministerio del Trabajo debe-
rá organizar dentro de los seis (6) meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente ley, la 
estructura y funcionamiento de las Juntas de Ca-

-
ra del Ministerio del Trabajo.

Artículo 17. Honorarios Juntas Nacional y 
Regionales. Los honorarios que se deben cance-

-
cación de Invalidez, de manera anticipada, serán 
pagados por la Administradora del Fondo de Pen-

en primera oportunidad sea común; en caso de 
-

mera oportunidad el pago debe ser cubierto por la 

Administradora de Riesgos Laborales, conforme 
a la reglamentación que expida el Ministerio del 
Trabajo.

El Ministerio del Trabajo dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la promulgación de la presente 

-
rios de los integrantes de las juntas.

Parágrafo. -
rán los recursos de manera anticipada, pero los 
honorarios de los integrantes sólo serán pagados 
hasta que el respectivo dictamen haya sido expe-
dido y entregado, recursos que deben ser diferen-

-
lidad.

Artículo 18. Adiciónese un inciso al artículo 
142 del Decreto número 19 de 2012. Sin perjuicio 
de lo establecido en este artículo, respecto de la 

-
tancia la pérdida de capacidad laboral, el estado 
de invalidez y determinar su origen.

la resolución de las controversias que en segunda 
instancia sean sometidas para su decisión por las 
Juntas Regionales.

-
-

dido por el Gobierno Nacional, vigente a la fecha 

de pérdida de capacidad laboral porcentual por 
-

nusvalía que hayan generado secuelas como con-
secuencia de una enfermedad o accidente.

Artículo 19. El artículo 43 de la Ley 100 de 
1993, quedará así:

Artículo 43. Impedimentos, recusaciones y 
sanciones. Los integrantes principales y suplen-
tes de las Juntas Regionales y Nacional, en núme-
ro impar serán designados, de acuerdo a la regla-
mentación que expida el Ministerio del Trabajo. 
Los integrantes serán particulares que ejercen 
una función pública en la prestación de dicho ser-

-
cación de Invalidez, no podrán tener vinculación 
alguna, ni realizar actividades relacionadas con 

la capacidad laboral o labores administrativas o 
comerciales en las Entidades Administradoras del 
Sistema Seguridad Social Integral, ni con sus en-
tidades de dirección, vigilancia y control.

Los integrantes de las Juntas estarán sujetos 
al régimen de impedimentos y recusaciones apli-
cables a los Jueces de la República, conforme a 
lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil 
y su trámite será efectuado de acuerdo con el ar-
tículo 30 del Código Contencioso Administrati-
vo y, como a particulares que ejercen funciones 
públicas, les es aplicable el Código Disciplinario 
Único.
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Parágrafo 1º. Los integrantes de la Junta Na-
-

ción de invalidez no tienen el carácter de servi-
dores públicos, no devengan salarios, ni presta-
ciones sociales y sólo tienen derecho a los hono-
rarios establecidos por el Ministerio del Trabajo.

Parágrafo 2º. Los integrantes de la Junta Na-
-

ción de Invalidez no podrán permanecer más de 
dos (2) periodos continuos.

Artículo 20. Supervisión, inspección y con-
. 

El Ministerio del Trabajo implementará un Plan 
Anual de Visitas para realizar la supervisión, ins-
pección y control administrativo, operativo y de 

participación real de las partes involucradas en 
los procesos, el cumplimiento del debido proceso 
y el respeto de los derechos legales de todas las 
partes.

Así mismo implementará un sistema de infor-
mación sobre el estado de cada proceso en trámi-
te y podrá imponer multas en forma particular a 
cada integrante de las juntas hasta por cien (100) 
salarios mínimos legales mensuales, gradua-
les según la gravedad de la falta, por violación 
a las normas, procedimientos y reglamentación 
del Sistema General de Riesgos Laborales. Los 
recaudos por multas serán a favor del Fondo de 
Riesgos Laborales.

Parágrafo. La Contraloría General de la Re-

-
lidez por ser dineros de carácter público.

La Procuraduría General de la Nación tendrá 
el control disciplinario sobre los integrantes de 

particulares que ejercen funciones públicas.
Artículo 21. Salud Ocupacional del Magis-

terio. El Ministerio de Educación Nacional y el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Ma-

Invalidez y tabla de enfermedades laborales para 

establecerá la implementación de los programas 
de salud ocupacional, los comités paritarios de 
salud ocupacional, las actividades de promoción 
y prevención y los sistemas de vigilancia epide-
miológica. La adopción y puesta en marcha de lo 
anterior no afectará en nada el régimen especial 
de excepción en salud que de acuerdo con el artí-
culo 279 de la Ley 100 de 1993 está vigente para 

Sociales del Magisterio. Las anteriores activida-
des se reglamentarán en el término de un año por 
el Ministerio de Educación Nacional, contado a 
partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 22. Prescripción. Las mesadas pen-
sionales y las demás prestaciones establecidas 

en el Sistema General de Riesgos Profesionales 
prescriben en el término de tres (3) años, conta-
dos a partir de la fecha en que se genere, concrete 
y determine el derecho.

Artículo 23. Licencias en Salud Ocupacional. 
El Ministerio de la Salud y Protección Social re-
glamentará en el término de seis (6) meses, con-
tados a partir de la vigencia de la presente ley, el 
procedimiento, requisitos para el otorgamiento y 
renovación de las licencias en salud ocupacional 
a las personas naturales y jurídicas, que como mí-
nimo deben comprender: requisitos, experiencia, 
campo de acción de acuerdo a su profesión, co-
bertura nacional y departamental, formación aca-
démica, y vigencia de la licencia. La expedición, 
renovación, vigilancia y control de las licencias 
de salud ocupacional estará a cargo de las entida-
des departamentales y distritales de salud.

Se reconocerá la expedición y renovación de 
las licencias de salud ocupacional a los profesio-
nales universitarios con especialización en salud 
ocupacional, a los profesionales universitarios en 
un área de salud ocupacional, tecnólogos en salud 
ocupacional y técnicos en salud ocupacional, to-
dos ellos con títulos obtenidos en una institución 
de educación superior debidamente aprobada por 
el Ministerio de Educación Nacional.

Artículo 24. Flujo de recursos entre el Siste-
ma de Riesgos Laborales y el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud. Para garantizar el 

Sistemas de Riesgos Laborales y de Seguridad 
Social en Salud, se aplicarán las siguientes re-
glas, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 
6º del Decreto-ley 1295 de 1994:

1. Las Administradoras de Riesgos Laborales 
ARL pagarán a las Entidades Promotoras de Sa-
lud EPS el valor de las prestaciones asistenciales 

oportunidad como de origen laboral incluidas las 
pagadas dentro de los tres años anteriores a di-

las Entidades Promotoras de Salud EPS, el reem-
bolso se efectuará dentro de los 30 días calenda-
rio posteriores a la presentación de la solicitud, 
siempre que la misma cumpla con los requisitos 
que señale el reglamento que para el efecto se 
haya expedido o expida el Ministerio de Salud 
y Protección Social en coordinación con el Mi-
nisterio del Trabajo y sin que se haya formulado 
objeción o glosa seria y fundada en cuanto al ori-
gen atinente a la solicitud de reembolso por parte 
de la Administradora de Riesgos Laborales, ARL. 

los mecanismos de solución de controversias pre-
vistos en las normas legales vigentes y en todo 
caso, en el evento en que no exista solución por 

2. Cuando las Administradoras de Riesgos La-
borales ARL no paguen dentro de los plazos es-
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tablecidos en el numeral anterior a las Entidades 
Promotoras de Salud, EPS, estando las Adminis-
tradoras de Riesgos Laborales, ARL, obligadas 
a hacerlo, o si las glosas formuladas resultan in-
fundadas deberán reconocer intereses de mora a 
favor de las EPS, desde la fecha de presentación 
de la solicitud de reembolso, liquidados a la tasa 
moratoria máxima legal vigente que rige para to-

seguridad social.
La EPS deberá compensar de igual manera al 

prestador del servicio o al proveedor del bien, 
cuando su pago se haya visto condicionado, sin 
perjuicio de los derechos legales del condiciona-
miento.

3. La presentación de la solicitud de reembol-
so efectuada por la Entidad Promotora de Salud 
EPS ante la Administradora de Riesgos Laborales 
ARL, interrumpe la prescripción de la cuenta de 
cobro, siempre y cuando se reúnan los requisitos 
que señale el reglamento que se haya expedido o 
expida el Ministerio de Salud y Protección Social 
en coordinación con el Ministerio del Trabajo.

Los términos de prescripción continuarán ri-
giéndose por las normas legalmente vigentes.

Lo dispuesto en este numeral no revivirá situa-
ciones ya prescritas.

El derecho a solicitar reembolsos entre los sis-
temas de salud y riesgos laborales y viceversa por 
el costo de las prestaciones en salud derivadas de 
una enfermedad laboral o de un accidente de tra-
bajo, prescribe en el término de cinco (5) años, 
a partir de la última de las fechas enunciadas a 
continuación:

-
tunidad del origen laboral del evento o de la se-

-
cación no sea susceptible de controversia por las 
administradoras o por el usuario;

del evento o de la secuela por parte de la Jun-

-
dez;

del evento o de la secuela por parte de la Junta 

d) La fecha de presentación de la factura de 
la IPS a la EPS, cumpliendo con los requisitos 
exigidos.

No obstante lo anterior, será de tres (3) años 
la prescripción cuando se trate del pago de sub-
sidios por incapacidad temporal, para lo cual el 
término se contará desde el momento en que esté 

parágrafo 3° del artículo 5° de la presente ley.
Artículo 25. Adiciónese el artículo 4º del De-

creto número 1295 de 1994, características del 
Sistema, con el siguiente parágrafo:

Parágrafo. Toda ampliación de cobertura ten-
-

General de Riesgos Laborales.
Artículo 26. Modifíquese el literal g) y adi-

ciónese el parágrafo 2 al artículo 21 del Decreto 
número 1295 de 1994 así:

g) Facilitar los espacios y tiempos para la ca-
pacitación de los trabajadores a su cargo en mate-
ria de salud ocupacional y para adelantar los pro-
gramas de promoción y prevención a cargo de las 
Administradoras de Riesgos Laborales.

Parágrafo 2°. Referente al teletrabajo, las 
obligaciones del empleador en Riesgos Laborales 
y en el Sistema de Gestión de la Seguridad y Sa-

normatividad vigente.
Artículo 27. Modifíquese el literal d), y adi-

ciónese un parágrafo al artículo 22 del Decreto 
1295 de 1994 así:

d) Cumplir las normas, reglamentos e instruc-
ciones del Sistema de Gestión de la Seguridad y 
Salud en el Trabajo SG-SST de la empresa y asis-
tir periódicamente a los programas de promoción 
y prevención adelantados por las Administrado-
ras de Riesgos Laborales.

Parágrafo. Referente al teletrabajo, las obli-
gaciones del teletrabajador en Riesgos Laborales 
y en el Sistema de Gestión de la Seguridad y Sa-

normatividad vigente.
Artículo 28. Las fuentes de recursos que serán 

asignados al Instituto Nacional de Salud para in-
vestigación en salud laboral serán las siguientes:

Un porcentaje de lo que recibe el Fondo de 
Riesgos Laborales correspondiente al 1% del 3% 
que recibe el fondo de riesgos laborales del total 
de cotizaciones del sistema.

Por recursos de cooperación internacional.
El Consejo Nacional de Riesgos determinará 

anualmente, el monto de los recursos del Fondo 
de Riesgos Laborales para investigación en salud 
laboral del Instituto Nacional de Salud.

Artículo 29. El Instituto Nacional de Salud 
-

cerá la dirección, coordinación y ejecución de 

fomentará la investigación en salud laboral, esta-
blecerá las líneas prioritarias de investigación en 

-
na del trabajo de los problemas de mayor inciden-
cia y prevalencia en la salud de los trabajadores.

El Instituto Nacional de Salud desarrollará 
proyectos de investigación en salud laboral y 
convocará de manera activa y obligatoria a todos 
los actores del sistema y a los grupos e institucio-
nes de investigación a participar en proyectos de 
investigación en salud laboral, de acuerdo a las 
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líneas de investigación establecidas como prio-
ritarias.

Artículo 30. Reporte de Accidente de Trabajo 
y Enfermedad Laboral. Cuando el Ministerio del 
Trabajo detecte omisiones en los reportes de ac-
cidentes de trabajo y enfermedades laborales que 
por ende afecte el cómputo del Índice de Lesiones 
Incapacitantes (ILI) o la evaluación del programa 
de salud ocupacional por parte de los emplea-
dores o contratantes y empresas usuarias, podrá 
imponer multa de hasta mil (1.000) salarios míni-
mos mensuales legales vigentes, sin perjuicio de 
las demás multas que por otros incumplimientos 
pueda llegar a imponer la autoridad competente.

Artículo 31. -
cursos del Sistema. En desarrollo de lo dispuesto 
por el inciso 5° del artículo 48 de la Constitución 
Política, los recursos del Sistema de Seguridad 
Social en Riesgos Laborales incluyendo las coti-
zaciones pagadas, las reservas técnicas, y las re-
servas matemáticas constituidas para el pago de 
pensiones del sistema, así como sus rendimientos 

Sistema General de Riesgos Laborales, no podrán 
ser gravados con impuestos, tasas o contribucio-
nes del orden Nacional o a favor de Entidades Te-
rritoriales.

Artículo 32. Comisión Especial de Inspecto-
res del Trabajo en Materia de Riesgos Laborales 
y Sistema Nacional de Inspectores del Trabajo. El 
Ministerio del Trabajo establecerá una Comisión 
Permanente y Especial de Inspectores del Trabajo 
que tendrá a su cargo la prevención y promoción 
en materia de riesgos laborales y la vigilancia del 
estricto cumplimiento de las normas relativas a 
la prevención de los accidentes de trabajo y las 
enfermedades laborales y así mismo, velará por 
el cumplimiento y observancia de las normas en 
materia de salud ocupacional y seguridad indus-
trial.

Esta Comisión tendrá un carácter Nacional y 
para tener cobertura en todo el Territorio Nacio-
nal, podrá cuando lo estime conveniente, crear de 
manera temporal o permanente junto con las Di-
recciones Territoriales del Ministerio del Traba-
jo, Subcomisiones Regionales o Inspectores del 

promoción en materia de riesgos laborales y de-
-

cional y seguridad industrial.
-

lo, los inspectores realizarán visitas periódicas y 
-

liadas al Sistema General de Riesgos Laborales, y 
estarán facultados para requerir a las distintas ad-
ministradoras y empresas para efectos del cum-
plimiento cabal de las normas y disposiciones del 
sistema y demás concordantes, cuyas sanciones 
las impondrá el Director Territorial y su segunda 
instancia será la Dirección de Riesgos Laborales.

La Comisión Especial de Inspectores de Tra-
bajo para la prevención y promoción de los ries-
gos laborales, tendrá a su cargo la competencia 
preferente para conocer de las conciliaciones 
derivadas de los accidentes de trabajo y de las 
enfermedades laborales, así como las demás de-

general de riesgos laborales. De igual forma, las 
subcomisiones regionales o los inspectores del 
trabajo delegados tendrán esa competencia prefe-
rente en el nivel regional.

Los Inspectores del Trabajo que integren cual-
quiera de las comisiones establecidas en el pre-
sente artículo o que sean nombrados como dele-

promoción en materia de riesgos laborales, de-
berán cursar una capacitación en dicha materia 
de por lo menos cuarenta (40) horas, dictada por 
expertos en esta temática y/o por instituciones 

Se creará de igual forma el Sistema Nacional 
de Inspecciones del Trabajo, bajo la dirección y 
control del Ministerio del Trabajo, o quien haga 
sus veces, el cual estará conformado por las ins-
pecciones del trabajo, los Inspectores de Traba-
jo, los Coordinadores de Inspección, Vigilancia 
y Control, personal de apoyo interdisciplinario y 
contará con la concurrencia de todas las depen-
dencias de las diferentes entidades estatales que 
dentro de sus funciones realicen visitas de ins-
pección in situ a las diferentes empresas ubica-
das en el territorio nacional. El personal asigna-
do por el respectivo Director Territorial o por el 
Director(a) de Inspección, Vigilancia, Control y 
Gestión Territorial del nivel central, para realizar 
las visitas in situ diferentes a los inspectores del 
trabajo, al realizar una visita, deberán procurar 
observar el entorno laboral, el clima de trabajo 
y las condiciones laborales de los trabajadores. 
En estos casos, podrán recibir las quejas de los 
trabajadores de manera independiente sin presen-
cia de los empleadores o patronos o contratantes, 
para remitirlas a los inspectores de trabajo, en un 
lapso no superior a 48 horas, junto con cualquier 
recomendación de intervención de las inspeccio-
nes de trabajo en las empresas visitadas.

Los Inspectores de Trabajo de la respectiva 
jurisdicción o aquellos que sean designados por 
el Director(a) de Inspección, Vigilancia, Control 
y Gestión Territorial del nivel central deberán 
presentarse al lugar donde existan indicios sobre 
presuntas irregularidades en el cumplimiento de 
la norma de riesgos laborales o laboral o en donde 
se detectaron las falencias que originaron las ob-
servaciones dentro de los cinco (5) días siguien-
tes a la recepción de la queja, si así se requiere.

El Ministerio del Trabajo reorganizará las 
competencias de las Direcciones Territoriales en 
materia de inspección, vigilancia, control y ges-
tión territorial, en materia de riesgos laborales y 
laboral.
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El Viceministro de Relaciones Laborales del 
Ministerio de Trabajo a través de la Dirección de 
Inspección, Vigilancia, Control y Gestión Terri-
torial, ejercerá un PODER PREFERENTE frente 
a las investigaciones y actuaciones que se ade-
lanten dentro del contexto del Sistema de Inspec-
ción, Vigilancia y Control en todo el Territorio 
Nacional, teniendo expresa facultad para deci-
dir si una Dirección Territorial o los inspectores 
asignados, continúan y/o terminan una investiga-
ción administrativa adelantada por otra Dirección 
Territorial o si esta es asumida directamente por 
la Dirección de Inspección, Vigilancia, Control y 
Gestión Territorial del nivel central.

Sin perjuicio de las actividades propias de las 
funciones de los Inspectores de Trabajo, El Vice-
ministro de Relaciones Laborales del Ministerio 
de Trabajo a través de la Dirección de Inspec-
ción, Vigilancia, Control y Gestión Territorial, 
podrá asumir el control de las investigaciones y 
actuaciones cuando lo considere pertinente, para 
lo cual se creará una Unidad de Investigaciones 
Especiales adscrita al Despacho del Viceministe-
rio de Relaciones Laborales.

Corresponde a la Dirección General de Ins-
pección, Vigilancia, Control y Gestión Territo-
rial, previas instrucciones y lineamientos del Vi-
ceministerio de Relaciones Laborales, articular y 
desarrollar los mecanismos mediante los cuales 
se genera la intervención oportuna de la Unidad 
de Investigaciones Especiales, que le permita 
conocer, iniciar, adelantar y culminar cualquier 
actuación administrativa dentro del marco de 
las competencias del Ministerio del Trabajo, así 
como comisionar y adelantar investigaciones ad-
ministrativas en riesgos laborales o laboral, con 
su propio personal o con inspectores o personal 
multidisciplinario de otras jurisdicciones o Di-
recciones Territoriales.

La Unidad de Investigaciones Especial cono-
cerá y fallará en primera instancia los asuntos 
relacionados con Riesgos Laborales; y conocerá 
o decidirá en segunda instancia la Dirección de 
Riesgos laborales.

Parágrafo. La inspección, vigilancia y control 
del Ministerio del Trabajo en Sistema de Gestión 
de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST del 

normas del Sistema General de Riesgos Profesio-
nales. En el caso de que en una visita o investi-
gación existan posibles violaciones de normas de 
seguridad minera establecidos en el Decreto 1335 
de 1987, Decreto 2222 de 1993, el Decreto 35 de 

-
berá darle traslado por competencia a la Agencia 

-
ción de la Agencia Nacional de Minería del Mi-
nisterio de Minas y Energía donde se encuentre 
posibles violaciones a normas del Sistema Gene-
ral de Riesgos Profesionales diferentes a seguri-
dad minera, se debe dar traslado por competen-
cia a la Dirección Territorial del Ministerio del 

Trabajo. En todo caso, la inspección, vigilancia y 
control de la aplicación de las normas de seguri-
dad minera estará a cargo de la Agencia Nacional 
de Minería del Ministerio de Minas y Energía de 
acuerdo a la normatividad vigente.

Artículo 33. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Gloria Inés Ramírez Ríos, Guillermo 
Santos Marín, Senadores de la República.

Dídier Burgos Ramírez, Hólger Hora-
cio Díaz Hernández,Representantes a la 
Cámara.

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 007 DE 2010 SENADO, NÚME-
RO 114 DE 2010 SENADO (ACUMULADOS), 163 

DE 2011 CÁMARA

-
tan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 13 de junio de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO
Presidente del Senado de la República 
SIMÓN GAVIRIA
Presidente de la Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto 

de ley número 007 de 2010 Senado, número 114 de 
2010 Senado (Acumulados), 163 de 2011 Cámara, 

-
tan otras disposiciones.

Respetados Presidentes,
En cumplimiento de la honrosa designación que nos 

han hecho las mesas directivas del honorable Senado 
de la República y de la honorable Cámara de Repre-
sentantes para conciliar las diferencias entre los textos 
aprobados por la Plenaria del honorable Senado de la 
República y en la Plenaria de la honorable Cámara de 
Representantes del Proyecto de ley número 007 de 2010 
Senado, número 114 de 2010 Senado (Acumulados), 
163 de 2011 Cámara, 

-
guez y reincidencia y se dictan otras disposiciones, nos 
permitimos presentar el informe de conciliación en los 
siguientes términos: 

INFORME DE CONCILIACIÓN 
De acuerdo con el mandato del artículo 161 de la 

Constitución Nacional y artículo 186 de la Ley 5ª de 
1992, la Comisión de Conciliación dirimió las contro-
versias existentes entre los textos aprobados por las 
Plenarias del honorable Senado de la República y de la 
honorable Cámara de Representantes y decidió acoger 
el texto y título aprobado por la plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes.
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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DE SENADO
NÚMERO 007 DE 2010, 114 DE 2010 SENADO (ACUMULADOS)

de embriaguez y reincidencia y se dictan otras disposiciones.

TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DE CÁMARA
NÚMERO 007 DE 2010, 114 DE 2010 SENADO (ACUMULADOS)

de embriaguez y reincidencia y se dictan otras disposiciones.
Artículo 1°. El artículo 2° de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 2°. . Para la aplicación e interpretación de 

Acera o andén: Franja longitudinal de la vía urbana, destinada 
exclusivamente a la circulación de peatones, ubicada a los costados 
de esta.
Accesibilidad: Condición esencial de los servicios públicos que 
permite en cualquier espacio o ambiente exterior o interior el fácil 
disfrute de dicho servicio por parte de toda la población.
Accidente de tránsito: Hecho o incidente vial, generalmente 
evitable, controlable y previsible, que ocurre por la coincidencia 
temporal y espacial, en un punto de la infraestructura vial o del 
entorno vial, de por lo menos un vehículo en movimiento, con otro 
vehículo, con un peatón, con un animal o con objetos materiales 

genera o puede generar como consecuencias, lesiones, muerte y 
daños a personas y a otros bienes y sea que afecte o no, la normal 
circulación de los demás actores del tránsito que se movilizan por la 

del hecho.

Artículo 1º. El artículo 152 de la Ley 769 quedará así:
Artículo 152. Grado de Alcoholemia. 
Si hecha la prueba de alcoholemia se establece:
Entre 20 y 39 mg de etanol/100 ml de sangre total, además de las 
sanciones previstas en la presente ley, se decretará la suspensión de 
la licencia de conducción entre seis (6) y doce (12) meses.
Primer grado de embriaguez entre 40 y 99 mg de etanol/100 ml de 
sangre total, adicionalmente a la sanción multa, se decretará la 
suspensión de la Licencia de Conducción entre uno (1) y tres (3) años.
Segundo grado de embriaguez entre 100 y 149 mg de etanol/100 
ml de sangre total, adicionalmente a la sanción multa, se decretará 
la suspensión de la Licencia de Conducción entre tres (3) y cinco 
(5) años, y la obligación de realizar curso de sensibilización, 
conocimientos y consecuencias de la alcoholemia y drogadicción en 
centros de rehabilitación debidamente autorizados, por un mínimo 
de cuarenta (40) horas.
Tercer grado de embriaguez, desde 150 mg de etanol/100 ml de 
sangre total en adelante, adicionalmente a la sanción de la sanción 
de multa, se decretará la suspensión entre cinco (5) y diez (10) años 
de la Licencia de Conducción, y la obligación de realizar curso de 
sensibilización, conocimientos y consecuencias de la alcoholemia y 
drogadicción en centros de rehabilitación debidamente autorizados, 
por un mínimo de ochenta (80) horas.

Acompañante: Persona que viaja con el conductor de un vehículo 
automotor.
Adelantamiento: Maniobra mediante la cual un vehículo se pone 
delante de otro vehículo que lo antecede en el mismo carril de una 
calzada.
Agente de tránsito:
que está investida de autoridad para regular la circulación vehicular 
y peatonal y vigilar, controlar e intervenir en el cumplimiento de las 
normas de tránsito y transporte en cada uno de los entes territoriales.
Alcoholemia: Es la presencia de etanol en la sangre de una persona.

Alcoholimetría: Es la medida de la cantidad de alcohol etílico 
que tiene una persona en la sangre en determinado momento, 

Alcoholuría: Examen o prueba de laboratorio, o por otro medio 
técnico que determina el nivel de alcohol etílico en la orina.
Alcohosensor: Sistema para determinar la presencia y cantidad de 
alcohol etílico, a través del aire expirado por una persona.
Año del modelo: Año que asigna el fabricante o ensamblador al 
modelo del vehículo, de acuerdo con la declaración de despacho 
para consumo.
Aprendiz: Persona que recibe, de un instructor, técnicas de 
conducción de vehículos automotores y motocicletas.
Atropello: Hecho o incidente vial de carácter violento que por lo 
general resulta de la coincidencia temporal y espacial, en un punto 
de la vía o de la estructura vial, de por lo menos un vehículo en 
movimiento y un ser vivo, humano o animal y que genera o puede 
generar como consecuencias del incidente lesiones, muerte y daños 
a los actores involucrados.
Automóvil antiguo: Automotor que haya cumplido 35 años y que 

presentación y funcionamiento.
Automóvil clásico: Automotor que haya cumplido 50 años y que 

de fábrica, presentación y funcionamiento, corresponda a marcas, 
series y modelos catalogados internacionalmente como tales.
Autopista: Vía de calzadas separadas, cada una con dos (2) o más 
carriles, control total de acceso y salida, con intersecciones en 
desnivel o mediante entradas y salidas directas a otras carreteras y 
con control de velocidades mínimas y máximas por carril.
Bahía de estacionamiento: Parte complementaria de la estructura 
de la vía utilizada como zona de transición entre la calzada y el 
andén, destinada al estacionamiento de vehículos.
Barrera para control vehicular: Dispositivo dotado de punzones 
pincha llantas para uso en retenes y puesto de control de las 
fuerzas militares, la Policía Nacional, las autoridades de tránsito y 
transporte.

Parágrafo 1°.
haber causado daño a personas o cosas a causa de la embriaguez o 
haber intentado darse a la fuga.
Parágrafo 2°. 
indispensable para la entrega de la Licencia de Conducción 
suspendida.
Parágrafo 3°. El conductor del vehículo automotor que pese a ser 
requerido por las autoridades de control operativo de tránsito, con 
plenitud de garantías, no acceda o no permita la realización de las 

en falta sancionada con multa y adicionalmente con la suspensión 
de la licencia de conducción entre cinco (5) y diez (10) años. Este 
mismo examen operará para los conductores de motocicletas, 
independientemente del cilindraje, de igual forma estarán sujetos al 
examen los ciclistas cuando la autoridad lo requiera. 1
Parágrafo 4°. En el evento en que la alcoholemia sea igual 
o superior a 20 mg de etanol /100 ml de sangre, se aplicarán la 
sanciones aquí establecidas sin que sea necesario realizar pruebas 
adicionales para la determinación de la presencia de otras sustancias 
psicoactivas.
Parágrafo 5°. Para los conductores que incurran en las faltas 
previstas en el presente artículo no existirá reducción de multas que 
trata el artículo 136 de la Ley 769 de 2002.
Parágrafo 6°. El Gobierno reglamentará la materia.

1 Nota  En el cuarto debate en la seción Plenaria de la Honorable Cámara de Representantes, se aprobó el artículo primero con la propo-
sición aditiva del Honorable Representante Telesforo Pedraza, el cual amplio el examen a los conductores de motocicletas y a los ciclistas.
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Berma: Parte de la estructura de la vía, destinada al soporte 
lateral de la calzada para el tránsito de peatones, semovientes 
y ocasionalmente al estacionamiento de vehículos y tránsito de 
vehículos de emergencia.
Bicicleta: Vehículo no motorizado de dos (2) o más ruedas en línea, 
el cual se desplaza por el esfuerzo de su conductor accionando por 
medio de pedales.
Bocacalle: Embocadura de una calle en una intersección.
Bus: Vehículo automotor destinado al transporte colectivo de 
personas y sus equipajes, debidamente registrado conforme a las 
normas y características especiales vigentes.
Buseta: Vehículo destinado al transporte de personas con capacidad 
de 20 a 30 pasajeros y distancia entre ejes inferiores a 4 metros.
Cabina: Recinto separado de la carrocería de un vehículo destinado 
al conductor.
Calzada: Zona de la vía destinada a la circulación de vehículos.
Carreteable: Vía sin pavimentar destinada a la circulación de 
vehículos.
Camión: Vehículo automotor que por su tamaño y destinación se 
usa para transportar carga.
Camioneta picó: Vehículo automotor destinado al transporte de 
personas en la cabina y de carga en el platón.
Camión tractor: Vehículo automotor destinado a arrastrar uno o 
varios semirremolques o remolques, equipado con acople adecuado 

Capacidad de pasajeros: Es el número de personas autorizado 
para ser transportados en un vehículo.
Capacidad de carga: Es el máximo tonelaje autorizado en un 
vehículo, de tal forma que el peso bruto vehicular no exceda los 
límites establecidos.
Carretera:
vehículos, con niveles adecuados de seguridad y comodidad.
Carril:
vehículos.
Carrocería: Estructura del vehículo instalada sobre un chasis, 
destinada al transporte de personas o de carga.
Casco: Pieza que cubre la cabeza, especialmente diseñada para 
proteger contra golpes, sin impedir la visión periférica adecuada 

Cascos Protectores para Usuarios de Vehículos, o la norma que la 

Centro de diagnóstico automotor: Ente estatal o privado destinado 
al examen técnico-mecánico de vehículos automotores y a la 
revisión del control ecológico conforme a las normas ambientales.
Centro de enseñanza para conductores: Establecimiento docente 
de naturaleza pública, privada o mixta que tenga como actividad 
permanente la capacitación de personas que aspiran a conducir 
vehículos automotores y motocicletas.
Centro de enseñanza para formación de instructores: 
Establecimiento docente de naturaleza pública, privada o mixta, 
que tenga como actividad permanente la formación de instructores 
en técnicas de conducción de vehículos automotores y motocicletas.
Centro integral de atención: Establecimiento donde se prestará 
el servicio de escuela y casa cárcel para la rehabilitación de los 
infractores a las normas del Código de Tránsito. Podrá ser operado 
por el Estado o por entes privados que a través del cobro de las tarifas 
por los servicios allí prestados, garantizarán su autosostenibilidad.
Chasis: Conjunto de elementos que proporcionan soporte a todas 
las partes del vehículo mediante un bastidor.
Chatarrización: Desintegración total de un vehículo automotor.
Choque o colisión: Hecho o incidente vial de carácter violento que 
resulta de la coincidencia temporal y espacial, de por lo menos un 
vehículo en movimiento, y uno o más vehículos, en movimiento o 

Ciclista: Conductor de bicicleta o triciclo.
Ciclovía: Vía o sección de calzada destinada ocasionalmente para 
el tránsito de bicicletas, triciclos y peatones.
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Ciclorruta: Vía o sección de la calzada destinada al tránsito de 
bicicletas en forma exclusiva.
Cilindrada: Capacidad volumétrica total de los cilindros de un 
motor.
Cinturón de seguridad: Conjunto de tiras, provisto de hebilla 

a los ocupantes al asiento del vehículo, para prevenir que se 
golpeen cuando suceda una aceleración, desaceleración súbita o 
volcamiento.
Clase de vehículo: Denominación dada a un automotor de 

técnicas.
Columna motorizada: Son todos los vehículos autopropulsados o 
tractados que hacen parte de un mismo grupo de desplazamiento 
militar, bajo el mando de un comandante que los dirige o coordina.
Combinación de vehículos: Conjunto acoplado de dos (2) o más 
unidades vehiculares.
Comparendo:
contraventor o implicado se presente ante la autoridad de tránsito 
por la comisión de una infracción.
Conductor: Es la persona habilitada y capacitada técnica y 
teóricamente para ejercer o ejecutar la actividad riesgosa de 
conducción de un vehículo.
Conjunto óptico: Grupo de luces de servicio, delimitadoras, 
direccionales, pilotos de freno y reverso.
Croquis: Plano descriptivo del sitio o lugar de ocurrencia de un 
hecho o incidente vial, que registra, además, el estado de reposo 

involucrados en él o de piezas o partes de ellos y de otros Elementos 
Materia de Prueba y Evidencias Físicas, levantado en el sitio de los 
hechos por el agente de tránsito, la Policía de Tránsito y Transporte 
o por la autoridad competente.
Cruce e intersección: Punto en el cual dos (2) o más vías se 
encuentran.
Cuatrimotor: Vehículo automotor de cuatro (4) ruedas con 
componentes mecánicos de motocicleta, para transporte de personas 
o mercancías con capacidad de carga de hasta setecientos setenta 
(770) kilogramos.
Cuneta: Zanja o conducto construido al borde de una vía para 

Discapacitado: Persona que tiene disminuida alguna de sus 
capacidades físicas o mentales.
Estado de alteración transitoria: Hace referencia a la embriaguez 
de origen alcohólico, no alcohólico o mixto contemplando así la 
anormalidad, o la disfunción, o la incapacidad, o la imposibilidad 
transitorias, respecto de las condiciones físicas, mentales, o 
neurológicas en que se encuentra una persona, en un momento 
determinado, por la ingesta, consumo, uso, de cualquier cantidad 
de bebidas alcohólicas o embriagantes o de sustancias o drogas 
alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, naturales o sintéticas, o 
por policonsumo, que le impiden, o le incapacitan o le inhabilitan 
transitoriamente, para el ejercicio, la ejecución, el cumplimiento, el 
desarrollo o el desempeño, de la actividad esencialmente riesgosa 
de conducción de vehículos.
Equipo de prevención y seguridad: Conjunto de elementos 
necesarios para la atención inicial de emergencia que debe poseer 
un vehículo.
Espaciamiento: Distancia entre dos (2) vehículos consecutivos que 
se mide del extremo trasero de un vehículo al delantero del otro.
Estacionamiento: Sitio de parqueo autorizado por la autoridad de 
tránsito.
Glorieta: Intersección donde no hay cruces directos sino maniobras 
de entrecruzamientos y movimientos alrededor de una isleta o 
plazoleta central.
Grúa: Automotor especialmente diseñado con sistema de enganche 
para levantar y remolcar otro vehículo.
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Homologación:
técnico-mecánicas, ambientales, de pesos, dimensiones, comodidad 
y seguridad con las normas legales vigentes para su respectiva 
aprobación.
Infracción: Transgresión o violación de una norma de tránsito. 
Habrá dos tipos de infracciones: simple y compleja. Será simple 
cuando se trate de violación a la mera norma. Será compleja si le 
limita o afecta y se producen lesiones o muerte y/o daños materiales 
a las personas o a otros bienes, o al medio ambiente.
Instructor: Persona que imparte enseñanza teórica o práctica para 
la conducción de vehículos.
Inmovilización: Suspensión temporal de la circulación de un 
vehículo.
Licencia de conducción: Documento público de carácter personal 
e intransferible expedido por autoridad competente, el cual autoriza 
a una persona para la conducción de vehículos con validez en todo 
el territorio nacional.
Licencia de tránsito:

propietario y autoriza a dicho vehículo para circular por las vías 
públicas y por las privadas abiertas al público.
Línea de vehículo: Referencia que le da el fabricante a una clase 

 
nico-mecánicas.
Luces de emergencia: Dispositivos de alumbrado que utilizan los 
vehículos en actos propios de su servicio, o vehículos para atención 
de emergencia.
Luces de estacionamiento: Luces del vehículo que corresponden 
a las señales direccionales, pero en un modo de operación tal que 
prenden y apagan en forma simultánea.
Luces exploradoras o antiniebla: Dispositivos de alumbrado 
especial que facilitan la visibilidad en zonas de niebla densa o en 
condiciones adversas de visibilidad.
Maquinaria rodante de construcción o minería: Vehículo 
automotor destinado exclusivamente a obras industriales, incluidas 
las de minería, construcción y conservación de obras, que por sus 
características técnicas y físicas no pueden transitar por las vías de 
uso público o privadas abiertas al público.
Marcas viales: Señales escritas adheridas o grabadas en la vía o 
con elementos adyacentes a ella, para indicar, advertir o guiar el 
tránsito.
Matrícula: Procedimiento destinado a registro inicial de un vehículo 
automotor ante un organismo de tránsito; en ella se consignan las 
características, tanto internas como externas del vehículo, así como 

Microbús: Vehículo destinado al transporte de personas con 
capacidad de 10 a 19 pasajeros.
Modelo del vehículo: Referencia o código que asigna la fábrica o 
ensambladora a una determinada serie de vehículos.
Motocarro: Vehículo automotor de tres ruedas con estabilidad 
propia con componentes mecánicos de motocicleta, para el 
transporte de personas o mercancías con capacidad útil hasta 770 
kilogramos.
Motocicleta: Vehículo automotor de dos ruedas en línea, con 
capacidad para el conductor y un acompañante.
Mototriciclo: Vehículo automotor de tres ruedas con estabilidad 
propia y capacidad para el conductor y un acompañante del tipo 
Sidecar y recreativo.
Multa: Sanción pecuniaria. Para efectos del presente código y 
salvo disposición en contrario, la multa debe entenderse en salarios 
mínimos diarios legales vigentes.
Nivel de emisión de gases contaminantes: Cantidad descargada 
de gases contaminantes por parte de un vehículo automotor. Es 
establecida por la autoridad ambiental competente.
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Norma de emisión de ruido: Valor máximo permisible de 
intensidad sonora que puede emitir un vehículo automotor. Es 
establecido por las autoridades ambientales.
Número de serie:
asigna a un vehículo.
Organismos de tránsito: Son unidades administrativas municipales, 
distritales o departamentales que tienen por reglamento la función 
de organizar y dirigir lo relacionado con el tránsito y transporte en 
su respectiva jurisdicción.
Pasajero: Persona distinta del conductor que se transporta en un 
vehículo público.
Paso a nivel: Intersección a un mismo nivel de una calle o carretera 
con una vía férrea.
Paso peatonal a desnivel: Puente o túnel diseñado especialmente 
para que los peatones atraviesen una vía.
Paso peatonal a nivel: Zona de la calzada delimitada por 
dispositivos y marcas especiales con destino al cruce de peatones.
Parqueadero: Lugar público o privado destinado al estacionamiento 
de vehículos.
Parada momentánea: Detención de un vehículo, sin apagar el 
motor, para recoger o dejar personas o cosas, sin interrumpir el 
normal funcionamiento del tránsito.
Peatón: Persona que transita a pie o por una vía.
Pequeños remolques: Vehículo no motorizado con capacidad hasta 
de una tonelada, halado por un automotor y dotado de su sistema de 

Peso bruto vehicular: Peso de un vehículo provisto de combustible, 
equipo auxiliar habitual y el máximo de carga.
Placa: Documento público con validez en todo el territorio nacional, 

Prelación: Prioridad o preferencia que tiene una vía o vehículo con 
respecto a otras vías u otros vehículos.
Rebasamiento: Maniobra mediante la cual un vehículo sobrepasa a 
otro que lo antecedía en el mismo carril de una calzada.
Registro nacional automotor: Es el conjunto de datos necesarios 
para determinar la propiedad, características y situación jurídica 
de los vehículos automotores terrestres. En él se inscribirá todo 
acto, o contrato providencia judicial, administrativa o arbitral, 

traslación o extinción del dominio u otro derecho real, principal o 
accesorio sobre vehículos automotores terrestres para que surtan 
efectos ante las autoridades y ante terceros.
Registro terrestre automotor: Es el conjunto de datos necesarios 
para determinar la propiedad, características y situación jurídica 
de los vehículos automotores terrestres. En él se inscribirá todo 
acto, o contrato providencia judicial, administrativa o arbitral, 

traslación o extinción del dominio u otro derecho real, principal o 
accesorio sobre vehículos automotores terrestres para que surtan 
efectos ante las autoridades y ante terceros.
Remolque: Vehículo no motorizado, halado por una unidad tractora 
a la cual no le transmite peso. Dotado con su sistema de frenos y 

Retén: Puesto de control instalado técnicamente por una de las 
autoridades legítimamente constituidas de la Nación.
Retención: Inmovilización de un vehículo por orden de autoridad 
competente.
Sardinel: Elemento de concreto, asfalto u otros materiales para 
delimitar la calzada de una vía.
Semáforo: Dispositivo electromagnético o electrónico para regular 
el tránsito de vehículos, peatones mediante el uso de señales 
luminosas.
Semirremolques: Vehículo sin motor, a ser halado por un automotor 
sobre el cual se apoya y le transmite parte de su peso. Dotado con un 

Señal de tránsito: Dispositivo físico o marca especial, preventiva 
y reglamentaria e informativa, que indica la forma correcta como 
deben transitar los usuarios de las vías.
Señales luminosas de peligro: Señales visibles en la noche que 
emiten su propia luz, en colores visibles como el rojo, amarillo o 
blanco.
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Separador: Espacio estrecho y saliente que independiza dos 
calzadas de una vía.
Sobrecarga: Exceso de carga sobre la capacidad autorizada para un 
vehículo automotor.
Sobrecupo: Exceso de pasajeros sobre la capacidad autorizada para 
un vehículo automotor.
STTMP: Sistema de Transporte Terrestre Masivo de Pasajeros. 
Es el conjunto de infraestructura, equipos, sistemas, señales, 
paraderos, vehículos, estaciones e infraestructura vial destinadas y 

Taxi: Vehículo automotor destinado al servicio público individual 
de pasajeros.
Taxímetro: Dispositivo instalado en un taxi para liquidar el costo 

Tipo de carrocería:
carrocería de un vehículo.

 Volumen de vehículos, peatones, o productos que pasan 

Transformación de vehículo: Procedimiento físico y mecánico 

higiene o seguridad.
Tránsito: Es la movilización de personas, animales o vehículos por 
una vía pública o privada abierta al público.
Transporte: Es el traslado de personas, animales o cosas de un 
punto a otro a través de un medio físico.
Triciclo: Vehículo no motorizado de tres (3) ruedas, accionado con 
el esfuerzo del conductor por medio de pedales.
Unidad tractora: Vehículo automotor destinado a arrastrar un 
remolque, un semirremolque, o una combinación de ellos.
Vehículo: Todo aparato montado sobre ruedas que permite el 
transporte de personas, animales o cosas de un punto a otro por vía 
terrestre pública o privada abierta al público.
Vehículo agrícola: Vehículo automotor provisto de una 

agrícolas.
Vehículo de emergencia: Vehículo automotor debidamente 

mayores que las reglamentadas con objeto de movilizar personas 
afectadas en salud, prevenir o atender desastres o calamidades, o 
actividades policiales, debidamente registrado como tal con las 
normas y características que exige la actividad para la cual se 
matricule.
Vehículo de servicio particular: Vehículo automotor destinado a 
satisfacer las necesidades privadas de movilización de personas, 
animales o cosas.
Vehículo de servicio público: Vehículo automotor homologado, 
destinado al transporte de pasajeros, carga o ambos por las vías de 

 Vehículo automotor destinado al 
servicio de entidades públicas.
Vehículo de servicio diplomático o consular: Vehículo automotor 
destinado al servicio de funcionarios diplomáticos o consulares.
Vehículo de tracción animal: Vehículo no motorizado halado o 
movido por un animal.
Vehículo de transporte masivo: Vehículo automotor para 
transporte público masivo de pasajeros, cuya circulación se hace 
por carriles exclusivos e infraestructura especial para acceso de 
pasajeros.
Vehículo escolar: Vehículo automotor destinado al transporte de 
estudiantes, debidamente registrado como tal y con las normas y 
características especiales que le exigen las normas de transporte 
público.
Vía: Zona de uso público o privado, abierta al público, destinada al 
tránsito de vehículos, personas y animales.
Vía arteria: Vía de un sistema vial urbano con prelación de 
circulación de tránsito sobre las demás vías, con excepción de la vía 
férrea y la autopista.
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Vía de metro o metrovía: Es aquella de exclusiva destinación para 

hacen parte integral de su infraestructura de operación.
Vía férrea: Diseñada para el tránsito de vehículos sobre rieles, con 
prelación sobre las demás vías, excepto para las ciudades donde 
existe metro, en cuyos casos será este el que tenga la prelación.
Vía peatonal: Zonas destinadas para el tránsito exclusivo de 
peatones.
Vía principal: Vía de un sistema con prelación de tránsito sobre las 
vías ordinarias.
Vía ordinaria: La que tiene tránsito subordinado a las vías 
principales.
Vía troncal: Vía de dos (2) calzadas con ocho o más carriles y con 
destinación exclusiva de las calzadas interiores para el tránsito de 
servicio público masivo.
Zona escolar: Parte de la vía situada frente a un establecimiento de 
enseñanza y que se extiende cincuenta (50) metros al frente y a los 
lados del límite del establecimiento.
Zona de estacionamiento restringido: Parte de la vía delimitada 
por autoridad competente en zonas adyacentes a instalaciones 

y de socorro, iglesias, establecimientos industriales y comerciales, 
en la cual solo pueden estacionar los vehículos autorizados.
Artículo 2°. El artículo 26 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 26. Causales de suspensión o cancelación. La licencia de 
conducción se suspenderá:
1. Por disposición de las autoridades de tránsito, basada en la 
imposibilidad transitoria, física o mental para conducir, soportado 

mental o de coordinación realizado y expedido por un Centro de 
Reconocimiento de Conductores legalmente habilitado.
2. Por decisión judicial.
3. Por encontrarse conduciendo en estado de alteración transitoria, 
determinado por la autoridad competente de conformidad con lo 
consagrado en el artículo 152 de este código.
4. Por reincidir en la violación de la misma norma de tránsito en 
un período no superior a un año. En este caso la suspensión de la 
licencia será por seis meses.
5. Por prestar el servicio público de transporte con vehículos 

decisión en tal sentido de la autoridad respectiva.
La licencia de conducción se cancelará:
1. Por disposición de las autoridades de tránsito basada en la 
imposibilidad permanente física o mental para conducir, soportada 

y de coordinación motriz realizado y expedido por un Centro de 
Reconocimiento de Conductores legalmente habilitado.
2. Por decisión judicial.
3. Por muerte del titular.
La Registraduría Nacional del Estado Civil está obligada a reportar 
a los sistemas creados por los artículos 8° y 10 del presente 
ordenamiento, el fallecimiento del titular.
4. Por reincidencia al encontrarse conduciendo en estado de 
alteración transitoria, determinado por la autoridad competente de 
conformidad con lo consagrado en el artículo 152 de este código.
5. Por reincidencia en la prestación del servicio público de transporte 
con vehículos particulares sin justa causa, dentro del término de un 
año, siguiente, al de terminación de la sanción de suspensión de la 
licencia, por esta infracción, por pasar un semáforo en rojo o por 
circular en contravía.
6. Por hacer uso de la licencia de conducción estando suspendida.
7. Por obtener por medios fraudulentos la expedición de una 
licencia de conducción, sin perjuicio de las acciones penales que 
correspondan.
8. Por causar lesiones graves u homicidio en hecho o incidente vial 
en estado de alteración transitoria de conformidad con lo consagrado 
en el artículo 151 de este código.
Parágrafo 1°. Se considera que es reincidente por encontrarse 
conduciendo en estado de alteración transitoria, quien dentro del 
término de dos años, siguiente al de terminación de la sanción de 
suspensión de la licencia, por esta infracción, incurra nuevamente 
en ella.

Artículo 2º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
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Parágrafo 2°. La suspensión o cancelación de la licencia de 
conducción implica la entrega obligatoria del documento a la 
autoridad de tránsito competente para imponer la sanción por el 
período de la suspensión o a partir de la cancelación de ella.

conducción se realizará de conformidad con las disposiciones 
aplicables del Código Contencioso Administrativo.
Artículo 3°. Modifíquese el parágrafo del artículo 118 de la Ley 769 
de 2002, el cual quedará así:
Las señales luminosas para ordenar la circulación son las 
siguientes:
Roja: Indica el deber de detenerse, sin pisar o invadir la raya inicial 
de la zona de cruce de peatones. Si esta no se encuentra demarcada, 
se entenderá extendida a dos metros de distancia del semáforo. 
El giro a la derecha, cuando la luz está en rojo está permitido, 
respetando la prelación del peatón. La prohibición de este giro se 
indicará con señalización especial. Las autoridades de tránsito, en 
su jurisdicción, podrán autorizarlo.
Amarilla: Indica atención para un cambio de luces o señales y para 
que el cruce sea desalojado por los vehículos que se encuentran 
en él o se abstengan de ingresar en el cruce aun disponiendo de 
espacio para hacerlo. No debe iniciarse la marcha en luz amarilla, ni 
incrementarse la velocidad durante ese lapso.
No se debe ingresar en amarillo a la intersección y si un vehículo ya 
está en la intersección en luz amarilla mantendrá la prelación hasta 
culminar el cruce.
Verde:
Parágrafo. En ciertas situaciones o en determinados horarios, las 
autoridades de tránsito, en su jurisdicción y mediante resolución 
motivada, podrán utilizar la intermitencia de la luz de los semáforos. 
Esta intermitencia se da en amarillo y en rojo. El amarillo se utilizará 
para las vías con prelación, pero no exonera del deber objetivo 
de cuidado y el rojo para todas las que acceden a estas. La señal 
intermitente roja se asimila a una señal de Pare.
Artículo 4°. El artículo 123 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 123. Amonestación. En todos los casos de infracciones a 
las normas de tránsito, las autoridades de tránsito podrán imponer, 
además de las sanciones previstas por este código para las diferentes 
conductas, la sanción de amonestación, atendidos razonablemente 
criterios de conveniencia y oportunidad. La amonestación 
consiste en la asistencia a cursos obligatorios de educación vial. 
El infractor que incumpla la citación al curso será sancionado con 
multa equivalente a quince (15) salarios mínimos, adicional a las 
sanciones establecidas para la infracción a la que accede.
Parágrafo 1°. Los cursos a los que deben asistir los infractores 
amonestados, tendrán una duración mínima de veinte (20) horas 
cátedra. Mínimamente en el curso se tendrán que desarrollar los 
temas de: coexistencia, formación en valores, accidentalidad vial, el 
derecho y las responsabilidades contravencional, penal y civil, solución 

Parágrafo 2°. Los cursos serán servidos a través de las autoridades 
de tránsito y/o personal profesional, que deberá acreditar 
experiencia y dedicación académica e investigativa profesional, 
mínima de cinco años en estos temas, con quienes las autoridades 
de tránsito, previa convocatoria y selección, celebrarán los 
respectivos contratos de prestación de servicios, conforme a la ley 
de contratación administrativa.
Parágrafo 3°. El procedimiento para regular la amonestación a la 

artículo 158 de la Ley 769 de 2002.
Artículo 5°. Modifíquese el artículo 124 de la Ley 769 de 2002, el 
cual quedará así:
Artículo 124. Reincidencia. Se considera reincidencia, la infracción 
a una misma norma de tránsito, en un período de un año, contado 
desde la fecha de ejecutoria de la sanción de la última infracción. 
En caso de reincidencia se suspenderá la licencia de conducción 
por un término de un año y en caso de una nueva reincidencia se 
doblará la sanción.
Parágrafo. Se exceptúa de esta norma, lo previsto en el artículo 26 
sobre suspensión y cancelación de la licencia por reincidencia en lo 
exclusivamente referido a estado de alteración transitoria.
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Artículo 6°. El artículo 131 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 131. Multas. Los infractores de las normas de tránsito 
serán sancionados con la imposición de multas, de acuerdo con el 
tipo de infracción, así:
A. Será sancionado con multa equivalente a cuatro (4) salarios 
mínimos legales diarios vigentes (smldv) el conductor de un vehículo 
no automotor o de tracción animal que incurra en cualquiera de las 
siguientes infracciones:
A.1. No transitar por la derecha de la vía.
A.2. Agarrarse de otro vehículo en circulación.
A.3. Transportar personas o cosas que disminuyan su visibilidad e 
incomoden la conducción.
A.4. Transitar por andenes y demás lugares destinados al tránsito 
de peatones.
A.5. No respetar las señales de tránsito.
A.6. Transitar sin los dispositivos luminosos requeridos.
A.7. Transitar sin dispositivos que permitan la parada inmediata o 
con ellos, pero en estado defectuoso.
A.8. Transitar por zonas prohibidas.
A.9. Adelantar entre dos (2) vehículos automotores que estén en sus 
respectivos carriles.
A.10. Conducir por la vía férrea o por zonas de protección y 
seguridad.
A.11. Transitar por zonas restringidas o por vías de alta velocidad 
como autopistas y arterias, en este caso el vehículo no automotor 
será inmovilizado.
A.12. Prestar servicio público con este tipo de vehículos. Además, 
el vehículo será inmovilizado por primera vez, por el término de 
cinco días, por segunda vez veinte días y por tercera vez cuarenta 
días.
B. Será sancionado con multa equivalente a ocho (8) salarios 
mínimos legales diarios vigentes (smldv) el conductor y/o 
propietario de un vehículo automotor que incurra en cualquiera de 
las siguientes infracciones:
B.1. Conducir un vehículo sin llevar consigo la licencia de 
conducción.
B.2. Conducir un vehículo con la licencia de conducción vencida.
B.3. Sin placas, o sin el permiso vigente expedido por autoridad de 
tránsito.
B.4. Con placas adulteradas.
B.5. Con una sola placa, o sin el permiso vigente expedido por 
autoridad de tránsito.
B.6. Con placas falsas.
En estos casos los vehículos serán inmovilizados.
B.7. No informar a la autoridad de tránsito competente el cambio 
de motor o color de un vehículo. En ambos casos, el vehículo será 
inmovilizado.
B.8. No pagar el peaje en los sitios establecidos.
B.9. Utilizar equipos de sonido a volúmenes que incomoden a los 
pasajeros de un vehículo de servicio público.
B.10. Conducir un vehículo con vidrios polarizados, entintados 
u oscurecidos, sin portar el permiso respectivo, de acuerdo a la 
reglamentación existente sobre la materia.
B.11. Conducir un vehículo con propaganda, publicidad o adhesivos 
en sus vidrios que obstaculicen la visibilidad.
B.12. No respetar las normas establecidas por la autoridad 
competente para el tránsito de cortejos fúnebres.

públicas y actividades deportivas, debidamente autorizadas por las 
autoridades de tránsito.
B.14. Remolcar otro vehículo violando lo dispuesto por este código.
B.15. Conducir un vehículo de servicio público que no lleve el aviso 

o poseer este aviso deteriorado o adulterado.
B.16. Permitir que en un vehículo de servicio público para 
transporte de pasajeros se lleven animales u objetos que incomoden 
a los pasajeros.
B.17. Abandonar un vehículo de servicio público con pasajeros.
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B.18. Conducir un vehículo de transporte público individual de 
pasajeros sin cumplir con lo estipulado en el presente código.
B.19. Realizar el cargue o descargue de un vehículo en sitios y 
horas prohibidas por las autoridades competentes, de acuerdo con 
lo establecido en las normas correspondientes.
B.20. Transportar carne, pescado o alimentos fácilmente 

por el Ministerio de Transporte.
B.21. Lavar vehículos en vía pública, en ríos, en canales y en 
quebradas.
B.22. Llevar niños menores de diez (10) años en el asiento delantero.

volúmenes que superen los decibeles máximos establecidos por 
las autoridades ambientales. De igual forma utilizar pantallas, 
proyectores de imagen o similares en la parte delantera de los 
vehículos, mientras esté en movimiento.
C. Será sancionado con multa equivalente a quince (15) salarios 
mínimos legales diarios vigentes (smldv) el conductor y/o 
propietario de un vehículo automotor que incurra en cualquiera de 
las siguientes infracciones:
C.1. Presentar licencia de conducción adulterada o ajena, lo cual 
dará lugar a la inmovilización del vehículo.
C.2. Estacionar un vehículo en sitios prohibidos.
C.3. Bloquear una calzada o intersección con un vehículo, salvo 
cuando el bloqueo obedezca a la ocurrencia de un accidente de 
tránsito.
C.4 Estacionar un vehículo sin tomar las debidas precauciones o 
sin colocar a la distancia señalada por este código, las señales de 
peligro reglamentarias.
C.5. No reducir a la velocidad según lo indicado por este código, 
cuando transite por un cruce escolar en los horarios y días de 
funcionamiento de la institución educativa. Así mismo, cuando 
transite por cruces de hospitales o terminales de pasajeros.
C.6. No utilizar el cinturón de seguridad por parte de los ocupantes 
del vehículo.
C.7. Dejar de señalizar con las luces direccionales o mediante 
señales de mano y con la debida anticipación, la maniobra de giro 
o de cambio de carril.
C.8. Transitar sin los dispositivos luminosos requeridos o sin los 
elementos determinados en este código.
C.9. No respetar las señales de detención en el cruce de una línea 
férrea, o conducir por la vía férrea o por las zonas de protección y 
seguridad de ella.
C.10. Conducir un vehículo con una o varias puertas abiertas.
C.11. No portar el equipo de prevención y seguridad establecido en 
este código o en la reglamentación correspondiente.
C.12. Proveer de combustible un vehículo automotor con el motor 
encendido.
C.13. Conducir un vehículo automotor sin las adaptaciones 
pertinentes, cuando el conductor padece de limitación física.
C.14. Transitar por sitios restringidos o en horas prohibidas por la 
autoridad competente. Además, el vehículo será inmovilizado.
C.15. Conducir un vehículo, particular o de servicio público, 
excediendo la capacidad autorizada en la licencia de tránsito o 
tarjeta de operación.
C.16. Conducir un vehículo escolar sin el permiso respectivo o los 
distintivos reglamentarios, además el vehículo será inmovilizado.
C.17. Circular con combinaciones de vehículos de dos (2) o más 
unidades remolcadas, sin autorización especial de autoridad 
competente.
C.18. Conducir un vehículo autorizado para prestar servicio 
público con el taxímetro dañado, con los sellos rotos o etiquetas 
adhesivas con calibración vencida o adulteradas o cuando 
se carezca de él, o cuando aun teniéndolo, no cumpla con las 
normas mínimas de calidad y seguridad exigidas por la autoridad 
competente o este no esté en funcionamiento, además el vehículo 
será inmovilizado.
C.19. Dejar o recoger pasajeros en sitios distintos de los demarcados 
por las autoridades.
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C.20. Conducir un vehículo de carga en que se transporten 
materiales de construcción o a granel sin las medidas de 
protección, higiene y seguridad ordenadas. Además el vehículo 
será inmovilizado.
C.21. No asegurar la carga para evitar que se caigan en la vía las 
cosas transportadas. Además, se inmovilizará el vehículo hasta 
tanto se remedie la situación.
C.22. Transportar carga de dimensiones superiores a las autorizadas 
sin cumplir con los requisitos exigidos. Además, el vehículo será 
inmovilizado hasta que se remedie dicha situación.
C.23. Impartir en vías públicas al público enseñanza práctica para 
conducir, sin estar autorizado para ello.
C.24. Conducir motocicleta sin observar las normas establecidas en 
el presente código.
C.25. Transitar, cuando hubiere más de un carril, por el carril 
izquierdo de la vía a velocidad que entorpezca el tránsito de los 
demás vehículos.
C.26. Transitar en vehículos de 3.5 o más toneladas por el carril 
izquierdo de la vía cuando hubiere más de un carril.
C.27. Conducir un vehículo cuya carga o pasajeros obstruyan la 
visibilidad del conductor hacia el frente, atrás o costados, o impidan 
el control sobre el sistema de dirección, frenos o seguridad. Además 
el vehículo será inmovilizado.
C.28. Hacer uso de dispositivos propios de vehículos de emergencia, 
por parte de conductores de otro tipo de vehículos.
C. 29. Conducir un vehículo a velocidad superior a la máxima 
permitida.
C.30. No atender una señal de ceda el paso.
C.31. No acatar las señales o requerimientos impartidos por los 
agentes de tránsito.
C.32. No respetar el paso de peatones que cruzan una vía en sitio 
permitido para ellos o no darles la prelación en las franjas para ello 
establecidas.
C.33. Poner un vehículo en marcha sin las precauciones para evitar 
choques.
C.34. Reparar un vehículo en las vías públicas, parque o acera, 
o hacerlo en caso de emergencia, sin atender el procedimiento 
señalado en este código.
C.35. No realizar la revisión técnico-mecánica en el plazo legal 
establecido o cuando el vehículo no se encuentre en adecuadas 
condiciones técnico-mecánicas o de emisiones contaminantes, aun 

será inmovilizado.
C.36. Transportar carga en contenedores sin los dispositivos 
especiales de sujeción. El vehículo será inmovilizado.
C.37. Transportar pasajeros en el platón de una camioneta picó 
o en la plataforma de un vehículo de carga, trátese de furgón o 
plataforma de estacas.
C.38. Usar sistemas móviles de comunicación o teléfonos instalados 
en los vehículos al momento de conducir, exceptuando si estos son 
utilizados con accesorios o equipos auxiliares que permitan tener 
las manos libres.
C. 39. Vulnerar las reglas de estacionamiento contenidas en el 
artículo 77 de este código.
D. Será sancionado con multa equivalente a treinta (30) salarios 
mínimos legales diarios vigentes (smldv) el conductor y/o 
propietario de un vehículo automotor que incurra en cualquiera de 
las siguientes infracciones:
D.1. Guiar un vehículo sin haber obtenido la licencia de conducción 
correspondiente. Además, el vehículo será inmovilizado en el lugar 
de los hechos, hasta que este sea retirado por una persona autorizada 
por el infractor con licencia de conducción.
D.2. Conducir sin portar los seguros ordenados por la ley. Además, 
el vehículo será inmovilizado.
D.3. Transitar en sentido contrario al estipulado para la vía, calzada 
o carril. En el caso de motocicletas se procederá a su inmovilización 
hasta tanto no se pague el valor de la multa o la autoridad competente 
decida sobre su imposición en los términos de los artículos 135 y 
136 del Código Nacional de Tránsito.
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D.4. No detenerse ante una luz roja o amarilla de semáforo, una 
señal de ¿PARE? o un semáforo intermitente en rojo. En el caso 
de motocicletas se procederá a su inmovilización hasta tanto no se 
pague el valor de la multa o la autoridad competente decida sobre 
su imposición en los términos de los artículos 135 y 136 del Código 
Nacional de Tránsito.
D.5. Conducir un vehículo sobre aceras, plazas, vías peatonales, 
separadores, bermas, demarcaciones de canalización, zonas verdes 
o vías especiales para vehículos no motorizados. En el caso de 
motocicletas se procederá a su inmovilización hasta tanto no se 
pague el valor de la multa o la autoridad competente decida sobre 
su imposición en los términos de los artículos 135 y 136 del Código 
Nacional de Tránsito.
D.6. Adelantar a otro vehículo en berma, túnel, puente, curva, pasos 
a nivel y cruces no regulados o al aproximarse a la cima de una 
cuesta o donde la señal de tránsito correspondiente lo indique. En 
el caso de motocicletas se procederá a su inmovilización hasta tanto 
no se pague el valor de la multa o la autoridad competente decida 
sobre su imposición en los términos de los artículos 135 y 136 del 
Código Nacional de Tránsito.
D.7. Conducir realizando maniobras altamente peligrosas e 
irresponsables que pongan en peligro a las personas o las cosas. En 
el caso de motocicletas se procederá a su inmovilización hasta tanto 
no se pague el valor de la multa o la autoridad competente decida 
sobre su imposición en los términos de los artículos 135 y 136 del 
Código Nacional de Tránsito.
D.8. Conducir un vehículo sin luces o sin los dispositivos luminosos 
de posición, direccionales o de freno, o con alguna de ellas dañada, 
en las horas o circunstancias en que lo exige este código. Además, 
el vehículo será inmovilizado, cuando no le funcionen dos (2) o más 
de estas luces.
D.9. No permitir el paso de los vehículos de emergencia.
D.10. Conducir un vehículo para transporte escolar con exceso de 
velocidad.
D.11. Permitir el servicio público de pasajeros que no tenga las 
salidas de emergencia exigidas. En este caso, la multa se impondrá 

Si se tratare de vehículo particular, se impondrá la sanción 
solidariamente al propietario.
D.12. Conducir un vehículo que, sin la debida autorización, se 
destine a un servicio diferente de aquel para el cual tiene licencia 
de tránsito. Además, el vehículo será inmovilizado por primera 
vez, por el término de cinco días, por segunda vez veinte días y por 
tercera vez cuarenta días.
D.13. En caso de transportar carga con peso superior al autorizado 
el vehículo será inmovilizado y el exceso deberá ser transbordado.
D.14. Las autoridades de tránsito ordenarán la inmovilización 
inmediata de los vehículos que usen para su movilización 
combustibles no regulados como gas propano u otros que pongan 
en peligro la vida de los usuarios o de los peatones.
D.15. Cambio del recorrido o trazado de la ruta para vehículo 
de servicio de transporte público de pasajeros, autorizado por el 
organismo de tránsito correspondiente. En este caso, la multa se 

vehículo y al propietario. Además el vehículo será inmovilizado, 
salvo casos de fuerza mayor que sean debidamente autorizados por 
el agente de tránsito.
E. Será sancionado con multa equivalente a cuarenta y cinco (45) 
salarios mínimos legales diarios vigentes (smldv) el conductor y/o 
propietario de un vehículo automotor que incurra en cualquiera de 
las siguientes infracciones:
E.1. Proveer combustible a vehículos de servicio público con 
pasajeros a bordo.

siempre que dicha negativa cause alteración del orden público.
E.3. Conducir en estado de alteración transitoria, por encontrarse 

o de sustancias o drogas alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, 
naturales o sintéticas o por policonsumo, en este caso se atenderá a 
lo dispuesto en los artículos 26 y 152 de este código. Si se trata de
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conductores de vehículos de servicio público, de transporte 
escolar o de instructor de conducción, la multa pecuniaria y el 
período de suspensión de la licencia se duplicarán. En todos 
los casos de estado de alteración transitoria, el vehículo será 
inmovilizado y el estado de alteración transitoria se establecerá 
mediante examen o prueba técnica y/o paraclínica de reconocido 

Legal y Ciencias Forenses, que no cause lesión, por los medios 
técnicos disponibles y de conformidad con lo previsto en el 
artículo 150.
E.4. Transportar en el mismo vehículo y al mismo tiempo personas 
y sustancias peligrosas como explosivos, tóxicos, radiactivos, 
combustibles no autorizados, etc. En estos casos se suspenderá la 
licencia por un (1) año y por dos (2) años cada vez que reincida. El 
vehículo será inmovilizado por un (1) año cada vez.
E.5. Rehusarse a la realización de las pruebas de alcoholemia a 
pesar de ser requerido por las autoridades de control.
Artículo 7°. El artículo 134 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 134. Jurisdicción y competencia. Los organismos de 
tránsito conocerán de las faltas ocurridas dentro del territorio de 
su jurisdicción, así: Las inspecciones de tránsito o quienes hagan 
sus veces en única instancia de las infracciones sancionadas con 
multas de hasta veinte (20) salarios, y en primera instancia de 
las infracciones sancionadas con multas superiores a veinte (20) 
salarios mínimos diarios legales vigentes o las sancionadas con 
suspensión o cancelación de la licencia para conducir, siendo la 
segunda instancia su superior jerárquico.
Parágrafo 1°. Los daños y perjuicios de mayor y menor cuantía 
sólo pueden ser conocidos por los jueces civiles de acuerdo a su 
competencia.
Parágrafo 2°. Las autoridades de tránsito atenderán a lo dispuesto 
en el parágrafo del artículo 138 del presente código, en concordancia 
con lo dispuesto en el artículo 190 de la Ley 1098 de 2006.
Artículo 8°. ELIMINADO.
Artículo 9°. El artículo 136 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 136. Reducción de la multa. Una vez surtida la orden de 
comparendo, si el inculpado acepta la comisión de la infracción, 
podrá sin necesidad de otra actuación administrativa, cancelar el 
cincuenta por ciento (50%) del valor de la multa dentro de los cinco 
días siguientes a la orden de comparendo, igualmente, o podrá 
cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de la multa, si paga 
dentro de los veinte días siguientes a la orden de comparendo, en 
estos casos deberá asistir obligatoriamente a un curso sobre normas 
de tránsito en el Centro Integral de Atención, donde se cancelará un 
25% y el excedente se pagará al organismo de tránsito. Si aceptada 
la infracción, esta no se paga en las oportunidades antes indicadas, 
el inculpado deberá cancelar el (100%) del valor de la multa más sus 
correspondientes intereses moratorios.
Si el inculpado rechaza la comisión de la infracción, deberá 
comparecer ante el funcionario en audiencia pública para que este 
decrete las pruebas conducentes que le sean solicitadas y las de 

Si el contraventor no compareciere sin justa causa comprobada 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, la autoridad de 
tránsito después de 30 días de ocurrida la presunta infracción 
seguirá el proceso, entendiéndose que queda vinculado al mismo, 

En la misma audiencia, si fuere posible, se practicarán las pruebas 
y se sancionará o absolverá al inculpado. Si fuere declarado 
contraventor, se le impondrá el ciento por ciento (100%) de la 
sanción prevista en el código.
Los organismos de tránsito de manera gratuita, podrán celebrar 
acuerdos o establecer convenios con los bancos para el recaudo de 
las multas. El pago de la multa y la comparecencia podrá efectuarse 
en cualquier lugar del país.
Parágrafo 1°. En los lugares donde existan inspecciones ambulantes 
de tránsito, los funcionarios competentes podrán imponer al 
infractor la sanción correspondiente en el sitio y hora donde se haya 
cometido la contravención respetando el derecho de defensa.
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Parágrafo 2°. A partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley y por un período de doce (12) meses, todos los conductores 
que tengan pendiente el pago de infracciones de tránsito podrán 
acogerse al descuento previsto en el presente artículo.
Artículo 10. El artículo 137 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 137. Información. En los casos en que la infracción fuere 
detectada por medios que permitan comprobar la identidad del 
vehículo o del conductor el comparendo se remitirá a la dirección 
registrada del último propietario del vehículo.
La actuación se adelantará en la forma prevista en el artículo 
precedente, con un plazo adicional de seis (6) días hábiles contados 
a partir del recibo de la comunicación respectiva, para lo cual deberá 
disponerse de la prueba de la infracción como anexo necesario del 
comparendo.
Si no se presentare el citado a rendir sus descargos ni solicitare 
pruebas que desvirtúen la comisión de la infracción, se registrará la 
sanción a su cargo en el Registro de Conductores e infractores, en 
concordancia con lo dispuesto por el presente código.
Parágrafo 1°. El respeto al debido proceso, al derecho a defensa 
serán materializados y garantizados por los organismos de tránsito, 
adoptando para uso de sus inculpados y autoridad, herramientas 
técnicas de comunicación, reconstrucción y representación de 
hechos o incidentes sucedidos en el tránsito, que se constituyan en 
medios probatorios, para que en audiencia pública estos permitan 
sancionar o absolver al inculpado bajo claros principios de verdad 
y justicia material, seguridad jurídica, oportunidad, transparencia y 
equidad.
Artículo 11. El artículo 138 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 138. Comparecencia. El inculpado podrá comparecer por 
sí mismo, pero si designa apoderado este deberá ser abogado en 
ejercicio. El Ministerio Público podrá intervenir en los procesos, de 
acuerdo con las funciones que le sean propias.
Parágrafo. Cuando en infracciones de tránsito, estuviere 
involucrado, como infractor, un menor de edad, toda la actuación 
contravencional será adelantada y cumplida por la Comisaría de 
Familia o por el Alcalde Municipal, sin la restricción contemplada en 
el artículo 190 de la Ley 1098 de 2006, respecto de las infracciones 
de tránsito.
Artículo 12. El artículo 143 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 143. Daños materiales. En caso de daños materiales 
en los que sólo resulten afectados vehículos, inmuebles, cosas o 
animales y no se produzcan lesiones personales, será obligación 
de los conductores detenerse y presentar a la autoridad presente en 

de conducción, la licencia de tránsito, la información sobre su 
domicilio, residencia y números telefónicos y sobre los seguros a 

La autoridad de tránsito impondrá el respectivo comparendo, por la 
infracción que corresponda, siempre y cuando aparezca una posible 
violación a la norma de tránsito, como causa probable del accidente 

trámite contravencional previsto.
Los conductores y demás implicados podrán conciliar sus intereses 
en los centros de conciliación legalmente constitucionales o ante 
abogado conciliador y acudir a las compañías aseguradoras, previa 
extensión de un acta que suscribirán las partes y la autoridad de 
tránsito y el conciliador que presencie y presida la conciliación, la 
cual tiene la calidad de cosa juzgada, y prestará mérito ejecutivo, 
conforme a la Ley 640 de 2001.
Cuando esté involucrado un vehículo de propiedad de entidad 

para la Jurisdicción Contencioso Administrativa, de conformidad 
con la Ley 1285 de 2007. Para los efectos de la Ley 640 de 2001, 
la conciliación es requisito de procedibilidad para acudir ante 
la jurisdicción, por accidentes de tránsito en los cuales se hayan 
producido daños antijurídicos.
En todo caso, se hará el retiro inmediato de los vehículos 
colisionados y de todo elemento que pueda interrumpir el tránsito.
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Artículo 13. La Ley 769 de 2002 tendrá un artículo nuevo, que 
quedará así:
Artículo 143A. Derechos y protección a víctimas. El seguro de 
responsabilidad civil contractual y extracontractual exigido por el 
Ministerio del Transporte, para las distintas modalidades de servicio 
público de transporte, tendrá por objeto asegurar todos los perjuicios 
patrimoniales, que se causen a las víctimas, directas o indirectas, de 
hechos o incidentes viales, conforme al tenor del artículo 1127 del 
Código de Comercio, al que no podrá aplicarse el requisito del pacto 
expreso de que trata el artículo 1088 del Código de Comercio.
Parágrafo. El Ministerio de Transporte, dentro de su competencia, 

civil contractual o extracontractual, riesgos, amparos o coberturas, 
distintas a los daños patrimoniales y menos podrá establecer para 
los mismos, cuantías, límites, topes o baremos. El Ministerio de 
Transporte, reglamentará lo pertinente y determinará, no antes de 12 
meses, ni más allá de los 18 meses, a la entrada en vigencia de esta 
ley, la fecha cierta y determinada, en la cual dicho seguro se hace 
exigible en las condiciones dichas, so pena de las sanciones legales 
y para las distintas modalidades del servicio público esencial de 
transporte.
Artículo 14. El artículo 146 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 146. Conceptos. Las autoridades de tránsito podrán emitir 
conceptos técnicos sobre la responsabilidad en el choque y la cuantía 
de los daños. A través del procedimiento y audiencia pública dentro 
de los diez (10) días hábiles siguientes a la presentación del informe. 
En caso de requerirse la práctica de pruebas, estas se realizarán en 

estrados previo agotamiento de la vía gubernativa.
Las autoridades de tránsito no podrán emitir conceptos jurídicos, 
ni técnicos sobre responsabilidad civil o penal en el accidente de 
tránsito, ni sobre la cuantía de los daños.
Cuando en las demandas ante la jurisdicción versen sobre 
indemnización de perjuicios causados por accidentes de tránsito, 
en hechos o incidentes viales, si así se solicitare, el juez en el auto 
admisorio decretará el embargo y secuestro del vehículo con el cual 
se causó el daño, siempre y cuando el solicitante preste caución 
que garantice el pago de los perjuicios que con la medida puedan 
causarse. Tal medida se regirá por las normas del Código de 
Procedimiento Civil, y se levantará si la parte demandada presta 

o si se extingue de cualquier otra manera la obligación.
Las medidas cautelares en esta clase de procesos no podrán exceder 
el monto indexado de los perjuicios racionalmente calculados 
o estimados para la determinación de la cuantía, al momento de 
presentación de la demanda.
Artículo 15. El artículo 147 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 147. Obligación de comparendo. En toda circunstancia, 
de infracción a las normas de tránsito, el agente de tránsito o de 
Policía de Transporte y Tránsito, impondrá los comparendos a los 
involucrados. El incumplimiento de esta obligación se sancionará 
disciplinariamente conforme a la Ley 734 de 2002.
Artículo 16. El artículo 148 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 148. Funciones de Policía Judicial. En caso de hechos 
o incidentes viales que puedan constituir infracción penal, las 
autoridades de tránsito tendrán las atribuciones y deberes de la 
policía judicial, con arreglo al Código de Procedimiento Penal.
Artículo 17. El artículo 149 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 149. Descripción.
anterior, el agente de tránsito que conozca el hecho levantará un 
informe descriptivo de sus pormenores, con copia inmediata a los 

un testigo.
El informe contendrá por lo menos:
Lugar, fecha y hora en que ocurrió el hecho.
Clase de vehículo, número de la placa y demás características.
Nombre del conductor o conductores, documentos de identidad, 
número de la licencia o licencias de conducción, lugar y fecha de su 
expedición y número de la póliza de seguro y compañía aseguradora, 
dirección o residencia de los involucrados.
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Nombre del propietario o tenedor del vehículo o de los propietarios 
o tenedores de los vehículos.
Nombre, documentos de identidad y dirección de los testigos.
Estado de seguridad, en general, del vehículo o de los vehículos, de 
los frenos, de la dirección, de las luces, bocinas y llantas.
Estado de la vía, huella de frenada, grado de visibilidad, colocación 
de los vehículos y distancia, la cual constará en el croquis levantado.
Descripción de los daños y lesiones.
Relación de los medios de prueba aportados por las partes.
Descripción de las compañías de seguros y números de las pólizas 
de los seguros obligatorios exigidos por este código.
En todo caso en que produzcan lesiones personales u homicidio en 
accidente de tránsito, la autoridad de tránsito deberá enviar a los 
conductores implicados a la práctica de la prueba de embriaguez, 
so pena de considerarse falta disciplinaria grave para el funcionario 
que no dé cumplimiento a esta norma.
El informe o el croquis, o los dos, serán entregados inmediatamente 
a los interesados y a la autoridad instructora competente en materia 
penal.
El funcionario de tránsito que no entregue copia de estos documentos 
a los interesados o a las autoridades instructoras, incurrirá en causal 
de mala conducta.
Para efectos de determinar la responsabilidad, en cuanto al tránsito, 
las autoridades instructoras podrán solicitar pronunciamiento sobre 
el particular a las autoridades de tránsito competentes.
En todo caso en que se produzca lesiones personales u homicidio 
en accidente de tránsito, la autoridad de tránsito, aun en función 
de policía judicial, se sujetará, en cuanto a la práctica de pruebas 
clínicas o paraclínicas, que deban practicarse a los implicados, a lo 
dispuesto para estos casos por la Ley 906 de 2004 y conforme a los 
protocolos o reglamentos expedidos por el Instituto de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses.

CAPÍTULO VIII
Procedimiento en caso de alteración transitoria

Artículo 18. El artículo 150 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 150. Examen. Las autoridades de tránsito en todo tiempo 
y lugar, podrán solicitar o requerir a todo conductor de vehículo 
automotor en el sitio de detección de la posible infracción la práctica 
de examen de embriaguez técnica y/o paraclínica de reconocido 

Legal y Ciencias Forenses, que permita determinar si se encuentra 

uso de bebidas alcohólicas o embriagantes o de sustancias o drogas, 
o sustancias alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, sean 
naturales o sintéticas o por policonsumo.
Las autoridades de tránsito podrán contratar con clínicas u 
hospitales, avaladas por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, la práctica de las pruebas de que trata este artículo, para 

Parágrafo 1°. En los centros integrales de atención se tendrá una 
dependencia para practicar las pruebas anteriormente mencionadas.
Parágrafo 2°. En todos los operativos de control y prevención que 
realicen las autoridades de tránsito, en carreteras o zonas urbanas, 
estarán acompañados o asistidos de por lo menos un médico y/o 

el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, para el control 

de la ingesta, consumo, o uso de bebidas alcohólicas o embriagantes 
o de sustancias o drogas alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, 
sean naturales o sintéticas o por policonsumo.
Parágrafo 3°. Si el conductor solicitado o requerido por la autoridad 
de tránsito, para la práctica de examen paraclínico para determinar 

ingesta, consumo, o uso de bebidas alcohólicas o embriagantes o 
de sustancias o drogas alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, 
sean naturales o sintéticas o por policonsumo, se negare a ello, 
la autoridad de tránsito, en el mismo lugar de detección de la 
presunta infracción, solicitará al médico asignado, que expida un 

para conducir, en que se encuentra el presunto infractor, anotando
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claramente, los signos o síntomas observados y la más probable 
causa u origen de la incapacidad o imposibilidad transitoria, 
procediendo seguidamente a la inmovilización del vehículo y 
a expedir el respectivo comparendo, por estado de alteración 
transitoria y demás infracciones en que haya incurrido.
Parágrafo 4°. La negativa del conductor a la práctica del examen 

detección de la presunta infracción, harán presumir legalmente, 
que se encuentra en estado de alteración transitoria, para conducir, 

o uso de bebidas alcohólicas o embriagantes o de sustancias o 
drogas alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, sean naturales o 
sintéticas o por policonsumo.
Parágrafo 5º. Cuando no se disponga de los equipos o instrumentos 

o uso de bebidas alcohólicas o embriagantes o de sustancias o 
drogas alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, sean naturales 
o sintéticas o por policonsumo, el conductor será trasladado a las 
instalaciones del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, o 
las instituciones debidamente autorizadas por este instituto, para la 
elaboración del examen técnico y/o paraclínico.
Artículo 19. El artículo 151 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 151. Suspensión y cancelación de licencia. Quien 
cause lesiones graves u homicidios en hecho o incidente vial y 
se demuestre que actuó bajo el influjo o efectos de la ingesta, 
consumo, o uso de bebidas alcohólicas o embriagantes o de 
sustancias o drogas alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, 
sean naturales o sintéticas o por policonsumo, de que trata 
este código, o que injustificadamente abandone el lugar de los 
hechos, a más de las sanciones previstas en el Código Penal, 
se hará acreedor a la cancelación de su licencia de conducción 
y sin perjuicio de lo previsto en los artículos 26 y 152 de este 
código.
Artículo 20. El artículo 152 de la Ley 769 quedará así:
Artículo 152. Sanciones por conducir en estado de alteración 
transitoria. Si de conformidad con lo previsto en el primer inciso 
del artículo 150, el conductor accede a la práctica del examen 
paraclínico y se demostrare que se encuentra conduciendo, 

consumo, o uso de bebidas alcohólicas o embriagantes o de 
sustancias o drogas alucinógenas, estupefacientes o hipnóticas, 
sean naturales o sintéticas o por policonsumo, además de la 
sanción multa, se le impondrá, por la primera vez, la suspensión 
de la licencia por un período de 2 a 4 años y la obligación de 
realizar curso de sensibilización, conocimientos y consecuencias 
de la alcoholemia y drogadicción en centros de rehabilitación 
debidamente autorizados, por un mínimo de cuarenta (40) horas. 
En caso de reincidencia en el estado de alteración transitoria, se 
aplicará la sanción de cancelación de la licencia, prevista en el 
artículo 26.
Si el conductor se hubiere negado a la práctica de dicha prueba o 
examen y habiendo procedido la autoridad de tránsito, conforme a 
lo previsto en el parágrafo 3° del artículo 150, además de la sanción 
de multa duplicada, se impondrá la suspensión de la licencia por 
un período de 4 a 10 años, por la primera vez y la obligación de 
realizar curso de sensibilización, conocimientos y consecuencias 
de la alcoholemia y drogadicción en centros de rehabilitación 
debidamente autorizados, por un mínimo de ochenta (80) horas. 
En este caso si además es reincidente en el estado de alteración 
transitoria se aplicará la sanción de cancelación de la licencia 
prevista en el artículo 26 de este código.
Parágrafo 1°.
indispensable para la entrega de la licencia de conducción 
suspendida.
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Artículo 21. El artículo 153 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 153. Resolución judicial. Para todos los efectos legales, de 
suspensión o cancelación de la licencia de conducción se entenderá 
como decisión o resolución judicial, la providencia judicial que las 
impone, como pena o sanción principal o accesoria.
Artículo 22. El artículo 159 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 159. Cumplimiento. La ejecución de las sanciones que se 
impongan por violación de las normas de tránsito, estará a cargo 
de las autoridades de tránsito de la jurisdicción donde se cometió 
el hecho, quienes estarán investidas de jurisdicción coactiva para 
el cobro, cuando ello fuere necesario y prescribirán en tres años 
contados a partir de la ocurrencia del hecho y se interrumpirá con la 
presentación de la demanda.
Las autoridades de tránsito deberán establecer públicamente a 
más tardar en el mes de enero de cada año, planes y programas 
destinados al recaudo coactivo o voluntario de dichas sanciones y 
a facilitar su pago a los deudores, mediante cuotas, sin que puedan 
condonarse, ni concederse amnistías, ni rebajas de ninguna índole. 
Dentro de este mismo período rendirán cuentas públicas sobre la 
ejecución de los mismos.
Parágrafo 1°. Las multas serán de propiedad exclusiva de los 
organismos de tránsito donde se cometió la infracción de acuerdo 
con su jurisdicción. El monto de aquellas multas que sean 
impuestas sobre las vías nacionales, por parte del personal de la 
Policía Nacional de Colombia, adscrito a la Dirección de Tránsito y 
Transporte, se distribuirá así: el 50% para el organismo de tránsito 
del municipio donde se entregue el correspondiente comparendo y 
el otro 50% para la Dirección de Tránsito y Transporte de la Policía 
Nacional. El organismo de tránsito y la Dirección de Tránsito y 
Transporte de la Policía Nacional, destinarán el monto percibido 
por estas multas y en su orden a la capacitación de su personal 
adscrito, a planes de educación y seguridad vial, señalización 
vial, locaciones que suplan las necesidades del servicio en cada 
municipio y la Policía Nacional a la construcción de la Escuela de 
Seguridad Vial.
Artículo 23. El artículo 160 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 160. Destinación. De conformidad con las normas 
presupuestales respectivas, el recaudo por concepto de multas 
y sanciones por infracciones de tránsito, se destinará a planes de 
tránsito, educación y seguridad vial, señalización y capacitación del 
recurso humano, dotación de equipos, combustible, salvo en lo que 
corresponde a la Federación Colombiana de Municipios.

CAPÍTULO X
Caducidad

Artículo 24. El artículo 161 de la Ley 769 de 2002 quedará así:
Artículo 161. Caducidad. La acción por contravención de las 
normas de tránsito caduca a los seis (6) meses, contados a partir de 
la ocurrencia de los hechos que dieron origen a ella y se interrumpe 
con la celebración efectiva de la audiencia. El no cumplimiento de 
este término, por parte del respectivo funcionario, será causal de 
sanción disciplinaria, conforme a la Ley 734.
Artículo 25. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
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TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 007 DE 2010 SENADO, NÚMERO 114 
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CÁMARA

se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia 

DECRETA:
Artículo 1º. El artículo 152 de la Ley 769 quedará 

así:
Artículo 152. Grado de Alcoholemia. 
Si hecha la prueba de alcoholemia se establece:
Entre 20 y 39 mg de etanol/100 ml de sangre total, 

además de las sanciones previstas en la presente ley, se 
decretará la suspensión de la licencia de conducción en-
tre seis (6) y doce (12) meses.

Primer grado de embriaguez entre 40 y 99 mg de eta-
nol/100 ml de sangre total, adicionalmente a la sanción 
multa, se decretará la suspensión de la Licencia de Con-
ducción entre uno (1) y tres (3) años.

Segundo grado de embriaguez entre 100 y 149 mg de 
etanol/100 ml de sangre total, adicionalmente a la san-
ción multa, se decretará la suspensión de la Licencia de 
Conducción entre tres (3) y cinco (5) años, y la obliga-
ción de realizar curso de sensibilización, conocimientos 
y consecuencias de la alcoholemia y drogadicción en 
centros de rehabilitación debidamente autorizados, por 
un mínimo de cuarenta (40) horas.

Tercer grado de embriaguez, desde 150 mg de eta-
nol/100 ml de sangre total en adelante, adicionalmen-
te a la sanción de la sanción de multa, se decretará 
la suspensión entre cinco (5) y diez (10) años de la 
Licencia de Conducción, y la obligación de realizar 
curso de sensibilización, conocimientos y consecuen-
cias de la alcoholemia y drogadicción en centros de 
rehabilitación debidamente autorizados, por un míni-
mo de ochenta (80) horas.

Parágrafo 1°. Será criterio para fijar esta sanción, 
la reincidencia, haber causado daño a personas o co-
sas a causa de la embriaguez o haber intentado darse 
a la fuga.

será indispensable para la entrega de la Licencia de Con-
ducción suspendida.

Parágrafo 3°. El conductor del vehículo automotor 
que pese a ser requerido por las autoridades de control 
operativo de tránsito, con plenitud de garantías, no ac-
ceda o no permita la realización de las pruebas físicas o 

sancionada con multa y adicionalmente con la suspen-
sión de la licencia de conducción entre cinco (5) y diez 
(10) años. Este mismo examen operará para los conduc-
tores de motocicletas, independientemente del cilindra-
je, de igual forma estarán sujetos al examen los ciclistas 
cuando la autoridad lo requiera. 

Parágrafo 4°. En el evento en que la alcoholemia sea 
igual o superior a 20 mg de etanol /100 ml de sangre, 

se aplicarán la sanciones aquí establecidas sin que sea 
necesario realizar pruebas adicionales para la determi-
nación de la presencia de otras sustancias psicoactivas.

Parágrafo 5°. Para los conductores que incurran en 
las faltas previstas en el presente artículo no existirá 
reducción de multas que trata el artículo 136 de la Ley 
769 de 2002.

Parágrafo 6°. El Gobierno reglamentará la materia.
Artículo 2º. Vigencia. La presente ley rige a partir de 

su promulgación y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

Por el honorable Senado, 
Juan Lozano Ramírez,

Senador de la República.
Por la honorable Cámara, 

José Edilberto Caicedo,
Honorable Representante a la Cámara.
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